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El Informe sobre el estado de la Unión Europea, que cada año realizan dos fundaciones 
europeas –la alemana Friedrich-Ebert-Stiftung y la española Fundación Alternativas–, es 
en este 2020 verdaderamente especial. Nunca había vivido la Unión un momento en 
el que se produjesen simultáneamente dos grandes crisis, sanitaria y económica, de la 
magnitud de las que ha desencadenado la pandemia del coronavirus. A ellas hay que 
añadir otra crisis, política, la del Brexit, la primera vez que un Estado miembro decide 
salir de la Unión Europea. 

La explosión de la covid-19 no tiene precedentes, en la vida del proyecto europeo –ni del 
planeta, nos atrevemos a decir–. Las consecuencias humanitarias han sido y están siendo 
dramáticas, y las sociedades y Gobiernos se muestran desprovistos de instrumentos para 
combatirlas. Hay una gran incertidumbre después de un millón de muertos por el virus, y de 
una crisis económica que pone a las decisiones políticas ante la deuda hamletiana entre 
salud o economía. Dilema falso, porque si no hay salud la economía se derrumba. Pero 
algunos gobernantes se dejan arrastrar por las exigencias productivas, teniendo que rectifi-
car en muchas ocasiones ante las nuevas oleadas de la pandemia.

En este informe está presente este hecho, pero no lo monopoliza. Como siempre, estu-
diamos el estado de la Unión desde sus diferentes perspectivas. 

De todo este análisis, nos queda claro que solo una Unión integrada podrá luchar con-
tra una pandemia trágica que los habitantes de Europa nunca habíamos conocido.

Son tiempos emocionantes para  los entusiastas de  la Unión Europea:  la Unión  tiene 
ahora la oportunidad de hacer frente a los desafíos del siglo XXI y de llevar a cabo la 
necesaria transformación estructural de su economía hacia una mayor sostenibilidad, 
inclusión y facultad de adaptación. 

Si tiene éxito, la Unión Europea saldrá reforzada, tanto a nivel interno como externo, 
mostrándose más fuerte y soberana como actor global, al mismo tiempo que consolida-
da y solidaria   a nivel interno. Se trata ciertamente de un desafío colosal, pero también 
de una grandísima oportunidad.

Dirección: Diego López Garrido
Coordinación: María Pallares
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Fundación Alternativas

La Fundación Alternativas,  fundada en 1997 con voluntad de 
configurarse como cauce de incidencia y reflexión política, social 
y cultural en España y su entorno europeo, es hoy un lugar indis-
cutible de encuentro y elaboración de ideas y propuestas.

La Fundación consta de varias áreas de trabajo: el Laboratorio 
de  Alternativas,  el Observatorio  de Cultura  y  Comunicación, 
Estudios de Progreso y el Observatorio de Política Exterior, que 
centra su análisis en la política exterior y su seguimiento a nivel 
europeo e internacional.

El objetivo central de los impulsores de este proyecto, en el que 
participan  los autores más dinámicos y avanzados de nuestra 
sociedad, ha sido y sigue siendo el análisis y la definición de 
nuevas ideas en el marco de la mundialización creciente que vi-
vimos. Unas ideas que pretenden abarcar las políticas públicas 
desde un enfoque nacional, así como europeo y global, y ser 
incorporadas en la toma de decisiones de los Gobiernos, parti-
dos políticos y otros actores económicos y sociales.

En definitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad 
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin fines de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.

La FES está comprometida con los principios y valores básicos de 
la  democracia  social  y  su misión  se  puede  resumir  en  cuatro 
conceptos fundamentales: cultura democrática, innovación y par-
ticipación, cohesión social y globalización solidaria.

Estos principios y valores orientan el trabajo de la FES, tanto en 
Alemania y en Europa occidental y oriental, como en el mundo 
entero. Actualmente,  la Fundación  tiene más de 100 oficinas, 
repartidas en África, América, Asia y Europa.

La  Fundación  estableció  su  delegación  en  España  en  1975. 
Durante varias décadas, su labor en el país estaba dirigida prin-
cipalmente a la consolidación de la democracia y del Estado de 
derecho. Hoy en día, el trabajo se centra en la promoción del 
diálogo sobre política económica y social, y sobre política exte-
rior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e interna-
cional.
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Ante una nueva legislatura 
europea
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El año 2023 ha vuelto a demostrar lo importante que es la unidad de Europa. Incluso 
–y especialmente– tras el ataque a Ucrania en violación del Derecho internacional, la 
Unión Europea (UE) es la respuesta más contundente a las amenazas actuales y más que 
nunca la promesa común para un futuro mejor en el siglo XXI. En un contexto internacional 
multipolar y de creciente rivalidad entre potencias, hacer frente a múltiples crisis como 
la guerra, el cambio climático, la desigualdad social y el ascenso de los populismos re-
presenta el mayor reto al que se ha enfrentado la UE desde su fundación. La ciudadanía 
europea votará en mayo de 2024 la composición del Parlamento Europeo. Al hacerlo, 
decidirá las prioridades políticas de la UE y su capacidad de actuación. Es mucho lo 
que está en juego.

Fundación Alternativas

La Fundación Alternativas, fundada en 1997 con voluntad de 
con� gurarse como cauce de incidencia y re� exión política, social 
y cultural en España y su entorno europeo, es hoy un lugar indis-
cutible de encuentro y elaboración de ideas y propuestas.

La Fundación consta de varias áreas de trabajo: el Laboratorio de 
Alternativas, el Observatorio de Cultura y Comunicación, Estudios 
de Progreso y el Observatorio de Política Exterior, que centra su 
análisis en la política exterior y su seguimiento a nivel europeo e 
internacional.

El objetivo central de los impulsores de este proyecto, en el que 
participan los autores más dinámicos y avanzados de nuestra 
sociedad, ha sido y sigue siendo el análisis y la de� nición de 
nuevas ideas en el marco de la mundialización creciente que 
vivimos. Unas ideas que pretenden abarcar las políticas públicas 
desde un enfoque nacional, así como europeo y global, y ser in-
corporadas en la toma de decisiones de los Gobiernos, partidos 
políticos y otros actores económicos y sociales.

En de� nitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad 
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin nes de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.

La FES está comprometida con los principios y valores básicos 
de la democracia social y su misión se puede resumir en cuatro 
conceptos fundamentales: cultura democrática, innovación y par-
ticipación, cohesión social y globalización solidaria.

Estos principios y valores orientan el trabajo de la FES, tanto en 
Alemania y en Europa occidental y oriental, como en el mundo 
entero. Actualmente, la Fundación tiene más de 100 o cinas, 
repartidas en África, América, Asia y Europa.

La Fundación estableció su delegación en España en 1975. Du-
rante varias décadas, su labor en el país estaba dirigida prin-
cipalmente a la consolidación de la democracia y del Estado 
de derecho. Hoy en día, el trabajo se centra en la promoción 
del diálogo sobre política económica y social, y sobre política 
exterior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e 
internacional.
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Introducción 
Los retos de Europa

El año 2023 ha vuelto a demostrar lo importante que es la unidad de Europa. In-
cluso y especialmente tras el ataque a Ucrania en violación del Derecho internacional, 
la Unión Europea (UE) es la respuesta más contundente a las amenazas actuales y 
más que nunca la promesa común para un futuro mejor en el siglo xxi. En un contexto 
internacional multipolar y de creciente rivalidad entre potencias, hacer frente a múlti-
ples crisis como la guerra, el cambio climático, la desigualdad social y el ascenso de los 
populismos representa el mayor reto al que se ha enfrentado la UE desde su fundación. 
La ciudadanía europea votará en mayo de 2024 la composición del Parlamento Europeo. 
Al hacerlo, decidirá las prioridades políticas de la UE y su capacidad de actuación. Es 
mucho lo que está en juego. 

Por decimosegunda vez, expertas y expertos en política europea dedican este informe 
a los distintos proyectos políticos europeos que están actualmente sobre la mesa. Todos 
los artículos se escribieron entre la primavera y el verano de 2023. En el momento de la 
publicación de este informe no ha concluido la Presidencia española del Consejo de la UE 
del segundo semestre de 2023 y, por lo tanto, no se han podido reflejar sus resultados.

No puede negarse que la UE, en 2023, lo miremos desde cualquier perspectiva, ha 
consolidado un vuelco. La defensa europea, hasta ahora dependiente de EE. UU., ha 
adquirido un protagonismo que había sido casi inexistente desde la implosión de la 
Unión Soviética. El coste de la energía se ha disparado ante el fin del barato gas ruso. 
La ampliación de la UE a los Balcanes occidentales toma vuelo, incluyendo también a 
Ucrania. En esa filosofía se inscribe la idea de una Comunidad Política Europea, formada 
por 44 países, es decir, la UE y sus vecinos. En suma, puede decirse, sin lugar a dudas, 
que estamos ante lo que el canciller alemán Olaf Scholz denominó Zeitenwende, un 
histórico cambio de época.

Efectivamente, el impacto de la guerra de Ucrania, el mayor cambio geopolítico 
desde la II Guerra Mundial, ha seguido afectando a la estrategia de la UE en 2023, 
último año de la actual legislatura europea prácticamente. De modo natural, condiciona 
la Presidencia española del Consejo de la Unión, que empezó con la importante cumbre 
entre la UE y la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) el 17 y 
18 de julio de 2023 en Bruselas.

Este informe tiene, por tanto, el carácter de un análisis sobre los retos a los que 
se enfrenta Europa en esta coyuntura crítica, en un momento en el que ya no puede 
asumirse de forma permanente la garantía de seguridad de EE. UU. Un primer mo-
vimiento ha sido la opción por la OTAN de Finlandia y Suecia. Pero, más allá de este 
hecho, también le corresponde a la Unión, como tal, responder a la amenaza que 
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implica un ataque tan inesperado e inhumano, tan contrario a un orden internacional 
basado en normas, como el desencadenado por Vladimir Putin. Nada puede reprocharse 
a la política y la estrategia que la Unión ha adoptado. Ha reaccionado sin daño a su 
unidad. Más bien lo contrario. La solidaridad con Ucrania está siendo, y será, ejemplar. 
Sin embargo, el debate abierto es si todo ello desembocará en un nuevo orden europeo 
o una nueva Guerra Fría.

La respuesta de la Unión a la invasión de Ucrania ha desarrollado un concepto ya 
lanzado por Federica Mogherini como Alta Representante de la Unión para Asuntos 
Exteriores y Política de Seguridad en 2014-2015 en el documento sobre la seguridad 
y defensa europea: la “autonomía estratégica” como algo vital para la Unión. Pero 
esta no se ha detenido ahí. La autonomía estratégica se ha extendido, como necesidad 
ineludible, a otros importantes desafíos para la UE.

La transición energética hacia una economía descarbonizada, o el reto tecnológico 
que implica la transformación digital, o la rivalidad industrial y la incertidumbre que 
representa China –definida como “rival sistémico” por la UE–, son ejemplos de la ne-
cesidad de autonomía. Pero esta autonomía no se debe confundir con independencia 
o proteccionismo nacionalista. 

Junto a las evoluciones de este mundo global y cada vez más fragmentado, la Unión 
no puede dejar de ocuparse de las políticas que podríamos calificar de “internas”, en 
los ámbitos económicos, sociales e institucionales. Veámoslas.

Tras una etapa de liberalización de las ayudas de Estado y de las reglas fiscales que 
establecen los tratados, la Unión está debatiendo –aún sin unanimidad en el Consejo– 
cómo flexibilizar esas reglas de déficit y deuda sin romperlas.

No es menos importante la política monetaria dirigida por el Banco Central Europeo, 
que se resume por ahora en una fuerte subida de los tipos de interés para, supuesta-
mente, atajar la inflación que sufrimos. Ha de haber un delicado equilibrio entre tipos 
de interés y crecimiento para que no retornen tiempos pasados en los que la restricción 
monetaria tuvo efectos muy nocivos sobre la economía de Europa y de sus ciudadanos 
durante la Gran Recesión.

La Europa social continúa siendo la parte débil de las políticas comunitarias. El 
instrumento por excelencia de política social europea, el pilar europeo de derechos 
sociales (PEDS), ha superado la prueba de la pandemia; de hecho, su importancia ha 
crecido durante ese periodo. Pero, en este sentido, le queda a la UE un amplio camino 
por recorrer, y, a pesar de la resistencia del mercado laboral, los riesgos de pobreza y 
de exclusión social se mantienen elevados. 

Una dimensión trascendental de la política social europea, y de la necesidad de 
reformas, es la que afecta al fenómeno migratorio y al derecho de asilo. Puede que el 
Pacto de migración y asilo, anhelado por los países mediterráneos, sea la más relevante 
conquista de la Presidencia española. Apostamos por ello. En este y anteriores informes 
hemos abogado por la defensa de los derechos de los migrantes y solicitantes de asilo, 
y por la solidaridad entre países.

https://es.wikipedia.org/wiki/Alto_representante_de_la_Uni%C3%B3n_para_Asuntos_Exteriores_y_Pol%C3%ADtica_de_Seguridad
https://es.wikipedia.org/wiki/Alto_representante_de_la_Uni%C3%B3n_para_Asuntos_Exteriores_y_Pol%C3%ADtica_de_Seguridad
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Una de las consecuencias de la (no) política migratoria de la UE es la catastrófica 
cifra de muertos en el Mediterráneo, que se ha convertido en un siniestro cementerio 
para muchos que quieren moverse hacia Europa desde el continente africano.

La UE ha sido incapaz de crear una estructura jurídica que facilite la migración legal 
en esa dirección, y que permita la aplicación real de la Convención sobre el Estatuto de 
los refugiados. Los países mediterráneos tienen una carga desproporcionada al respecto, 
comparado con los países del norte y este de Europa, que exhiben actitudes duras, que 
se van a agravar ante el ascenso de partidos de ultraderecha y su entrada en gobiernos 
europeos.

La ampliación de la UE hacia los Balcanes Occidentales, espoleada por la situación 
en Ucrania, y pensada para Moldavia, es otra de las cuestiones que se debatirán durante 
la Presidencia española.

La decisión sobre la ampliación tendrá un efecto institucional evidente. Una Unión 
a 33, o más, sería inviable si se mantuviese el voto por unanimidad en asuntos tan 
estratégicos como la política exterior, la seguridad y defensa o la armonización fiscal. 
Un ejemplo de tal dilema institucional es la distinta posición que encontramos entre 
los 27 en relación con China e incluso respecto a EE. UU. y la autonomía de la Unión.

Actualmente hay cuatro países candidatos de la región (Albania, Montenegro, 
Macedonia del Norte y Serbia) y otros dos potenciales candidatos (Kosovo y Bosnia-
Herzegovina). Los tres primeros apoyan la integración de Ucrania en la UE. No es 
casualidad que los tres pertenezcan a la Alianza Atlántica. El retorno del proceso de 
ampliación de la UE es, así, una señal a Rusia y China. La integración de Balcanes 
Occidentales en la Unión con el desarrollo político, económico y social que ello podría 
implicar, es algo que Rusia y China no están en condiciones de ofrecer a los ciudadanos 
balcánicos.

La lucha contra el cambio climático es sin duda uno de los desafíos más grandes a 
los que se enfrenta la UE. La profunda interconexión de las reformas políticas necesarias 
para hacer frente al cambio climático y sus consecuencias aumenta la magnitud del 
reto. No se trata solo de hacer unos cuantos ajustes sueltos: las políticas energética y 
climática están estrechamente ligadas a la política industrial y económica europeas, e 
incluso al propio futuro de las empresas europeas. Puede que este vínculo entre energía, 
clima, industria y economía sea el más visible. Sin embargo, la política de seguridad, la 
política comercial, la política de desarrollo y la política fiscal y tributaria también están 
vinculadas a la política energética y climática. Europa necesita un enfoque nuevo y global 
para generalizar la transformación climática. 

Hay más retos. Según una encuesta del Pew Reserch Center, las mayores amenazas 
que la gente siente a nivel supranacional son los ciberataques y la desinformación. Estas 
preocupaciones deben tomarse en serio. Hay que seguir protegiendo la seguridad y los 
derechos de los ciudadanos europeos. Y la UE también debe seguir desarrollándose 
como democracia. La ciudadanía europea tiene una importante oportunidad de decidir 
el rumbo de la UE con su voto en junio de 2024.
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Ante esta especie de globalización diversificada, se ha señalado como imprescindible 
lo que podría calificarse como un “nuevo consenso”, y en ello ha de jugar un papel 
fundamental la UE, y la opción por un derisking en vez de un decoupling, en particular 
respecto a China y el estratégico espacio del Indo-Pacífico.

La UE ha mostrado músculo y determinación para tomar una posición coherente 
ante la policrisis de comienzos del siglo XXI. Actitud compatible con las alianzas en las 
que participa o en las organizaciones multilaterales de las que forma parte como el 
G-7 y el G-20.

No siempre ha habido unanimidad, porque la UE es una realidad política plural, 
pero en todo momento ha sido fiel a sus valores de democracia, Estado de derecho y 
libertades. Ese es el camino del que nunca ha de alejarse.

Luise Rürup 
Representante de la
Friedrich-Ebert-Stiftung  
en España y Portugal 

Diego López Garrido 
Vicepresidente Ejecutivo  
de la Fundación  
Alternativas
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La identidad europea  
y la nueva geopolítica

Carlos Carnero

La nueva geopolítica

Desde la caída del Muro de Berlín, el mundo está tratan-
do de definir un orden internacional que sustituya al de 
la Guerra Fría, que estaba basado esencialmente en tres 
elementos: el equilibrio del terror nuclear, la existencia 
de dos sistemas económicos opuestos y escasamente 
interconectados y una distribución institucional del poder 
plasmada en las Naciones Unidas. 

En el orden de la Guerra Fría, dos superpotencias 
–los Estados Unidos y la Unión Soviética– actuaban 
como poderes hegemónicos enfrentados que habían 
establecido entre sí frenos de emergencia destinados 
a impedir la catástrofe atómica, que aun así estuvo a 
punto de producirse por decisiones voluntarias al menos 
una vez, que sepamos. En ese marco, el planeta experi-
mentó cambios tan profundos como la descolonización 
y sufrió problemas tan persistentes como la ausencia de 
democracia y la violación sistemática de los derechos 
humanos en una infinidad de países, el subdesarrollo y 
los conflictos regionales.

En ese tiempo, a pesar de la hegemonía de Wash-
ington y Moscú, determinados grupos de países, como 
los no alineados, trataron de buscar su propia vía, más 
o menos diferenciada.

La Unión Europea –cuyo proceso de construcción 
tuvo lugar durante todas las etapas de la Guerra Fría, 
desde las más oscuras hasta las más moderadas– llega 

a 1989 con doce Estados miembro y una nítida acele-
ración de su profundización política, que culmina poco 
después en el Tratado de Maastricht, con el que adquiere 
su nombre definitivo, da vida a lo que finalmente será 
el euro y define por primera vez su política exterior y de 
seguridad común. Es decir, dentro del marco de lo que ha 
venido a denominarse Occidente, la Europa unida da un 
paso decisivo para adquirir un perfil propio, su identidad.

Entre 1989 y mediados de la década de 2010, la 
colaboración política y económica internacional es la tó-
nica dominante: se afianza la globalización y el diálogo 
entre los principales países o grupos de países permite 
afrontar o al menos debatir conjuntamente los grandes 
retos planetarios, con una considerable extensión de la 
democracia.

Los antiguos enemigos –los Estados Unidos y la Fe-
deración Rusa– establecen un diálogo permanente, no 
exento de altibajos; la República Popular China no deja 
de crecer política y económicamente; la UE sigue avan-
zando a grandes pasos, que desembocan en el Tratado 
de Lisboa, su ampliación y su aspiración de convertirse 
en un poder global relevante; se crea el grupo los BRICS, 
que reclaman su puesto en la mesa.

A pesar de ello, las guerras –como la de Irak iniciada 
por el presidente Bush en 2003 al margen de la legali-
dad internacional– siguen siendo una realidad, incluso 
en territorio europeo (antigua Yugoslavia); los conflictos 
regionales históricos permanecen o surgen otros nuevos; 



EL ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA

14

aparecen nuevas amenazas, como el terrorismo inter-
nacional; la liberalización del comercio internacional se 
atasca; la pobreza y el subdesarrollo persisten; y las Na-
ciones Unidas –una organización imprescindible– siguen 
necesitando una renovación.

Sin embargo, paso a paso, esa época de complicidad 
internacional empieza a ser sustituida por otra caracteri-
zada de nuevo por el enfrentamiento. Como tantas veces 
en la historia, es imposible fijar un momento preciso de 
inicio de la nueva fase o identificar un único factor des-
encadenante.

Es lo que hoy denominamos “nueva geopolítica”.
Se ha pasado de la calma tensa a la confrontación 

más o menos abierta entre potencias internacionales, que 
buscan imponer su propia dirección global o regional.

El punto más caliente de fricción es la guerra de 
Ucrania, provocada por la invasión del país por parte de 
la Federación Rusa violando abiertamente el Derecho In-
ternacional. Pero hay muchos más, como el que enfrenta 
a los Estados Unidos con China.

Además, se ha agudizado con extraordinaria gra-
vedad el conflicto del Próximo Oriente, con un terrible 
balance de víctimas civiles y la generación de un enorme 
potencial de inestabilidad regional y global.

Más allá de conflictos concretos, actualmente se está 
jugando la futura correlación de fuerzas en el plano in-
ternacional, tanto en lo político como en lo económico, 
con un grado de tensión de tal magnitud que incluso ha 
retornado la amenaza de recurrir a las armas nucleares.

El mundo vive hoy sumido en la incertidumbre, tras 
haber pasado por la terrible pandemia del COVID y la 
consiguiente crisis económica. 

Se confrontan democracia y autoritarismo, respeto 
o violación del Derecho Internacional, voluntad o no de 
vivir en un mundo basado en reglas. Pero también la 
hegemonía política, la preeminencia económica o la do-
minación territorial.

Estados Unidos tiene clara su hoja de ruta duran-
te la presidencia de Joe Biden. Su política exterior ha 
vuelto a ser nítida en el objetivo de que el país recupere 
plenamente un papel de liderazgo global. La decidida 

respuesta a la invasión rusa de Ucrania y su creciente 
confrontación con China no dejan lugar a dudas.

Enfrente, la Federación Rusa, incapaz de mantener el 
pulso a Washington, agarrada a su condición de potencia 
atómica –ya que no lo es en ningún otro sentido– como 
último asidero y con una previsible inestabilidad política 
por delante tras su catastrófica intervención militar en 
Ucrania.

China, por su parte, continúa empeñada en conti-
nuar su crecimiento económico –para lo que necesita 
tranquilidad política internacional y continuidad en la 
globalización–, base esencial de su aspiración a ser una 
potencia basada en el poder blando y también en el duro.

El Sur Global (con Brasil, India, Indonesia, México o 
Sudáfrica a la cabeza) es refractario a una dinámica de 
confrontación internacional en la que considera que sus 
problemas no encontrarán solución, sino al contrario, y 
en la que su voz -que no se quiere oír en tantos otros 
temas- no desea decantarse a favor de una u otra po-
tencia en liza.

En la nueva geopolítica, la Unión Europea debe afir-
marse y actuar como un poder global relevante capaz 
de definir sus intereses, y las políticas y los aliados para 
alcanzarlos, sobre la base de su propia identidad en po-
lítica exterior, que está nítidamente recogida negro sobre 
blanco en su Tratado.

La Unión no es ni nunca ha querido ser una po-
tencia clásica, basada en el poderío militar, pero sí un 
poder global relevante, especialmente civil –lo que no 
excluye contar con medios militares como herramienta 
necesaria–, basando su autoridad en ser un referente de 
libertad, democracia, derechos humanos, prosperidad, 
igualdad y solidaridad, defender el Derecho Internacio-
nal, contribuir a la solución pacífica y negociada de los 
conflictos, prevenirlos y construir y mantener la paz, pro-
mover el comercio internacional, luchar contra el cambio 
climático, fomentar el desarrollo sostenible, encabezar la 
cooperación y la lucha contra la pobreza. 

Por eso, es preciso ser capaces de fundamentar y 
argumentar la actuación de la UE en la escena global 
–desde la guerra de Ucrania al conflicto en el Próximo 
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Oriente, pasando por el resto de los desafíos presentes 
o futuros– en la identidad europea y en la trayectoria 
comunitaria.

La identidad europea

El Tratado de Lisboa ha heredado literalmente de la 
Constitución Europea elaborada por la Convención (que 
en 2023 cumple los veinte años de su conclusión) una 
definición precisa de la identidad de la UE, expresada 
en valores, principios y objetivos, particularmente en lo 
relativo a sus relaciones internacionales.

La Unión, reza el Tratado, se fundamenta en los valo-
res de respeto a la dignidad humana, libertad, democra-
cia, igualdad, Estado de derecho y respeto a los derechos 
humanos, y tiene como finalidad promover la paz, sus 
valores y el bienestar de sus pueblos.

En sus relaciones con el resto del mundo –continúa, la 
Unión afirmará y promoverá sus valores e intereses, contri-
buyendo a la paz, la seguridad, el desarrollo sostenible del 
planeta, la solidaridad y el respeto mutuo entre los pueblos, 
el comercio libre y justo, la erradicación de la pobreza y la 
protección de los derechos humanos, así como al estricto 
respeto y desarrollo del Derecho Internacional, particular-
mente de los principios de la Carta de las Naciones Unidas.

Algo que el Tratado concreta y desarrolla con ver-
dadero detalle al abordar las disposiciones relativas a 
la política exterior:

“La Unión procurará desarrollar relaciones y crear 
asociaciones con los terceros países y con las organiza-
ciones internacionales, regionales o mundiales que com-
partan los principios mencionados en el párrafo primero. 
Propiciará soluciones multilaterales a los problemas co-
munes, en particular en el marco de las Naciones Unidas. 

La Unión definirá y ejecutará políticas comunes y 
acciones y se esforzará por lograr un alto grado de coo-
peración en todos los ámbitos de las relaciones interna-
cionales con el fin de: 
a)	 defender sus valores, intereses fundamentales, segu-

ridad, independencia e integridad;

b)	 consolidar y respaldar la democracia, el Estado de 
derecho, los derechos humanos y los principios del 
Derecho Internacional; 

c)	 mantener la paz, prevenir los conflictos y fortalecer 
la seguridad internacional, conforme a los propósitos 
y principios de la Carta de las Naciones Unidas, así 
como a los principios del Acta Final de Helsinki y a 
los objetivos de la Carta de París, incluidos los rela-
cionados con las fronteras exteriores; 

d)	 apoyar el desarrollo sostenible en los planos eco-
nómico, social y medioambiental de los países en 
desarrollo, con el objetivo fundamental de erradicar 
la pobreza; 

e)	 fomentar la integración de todos los países en la 
economía mundial, entre otras cosas mediante la 
supresión progresiva de los obstáculos al comercio 
internacional; 

f)	 contribuir a elaborar medidas internacionales de pro-
tección y mejora de la calidad del medio ambiente 
y de la gestión sostenible de los recursos naturales 
mundiales, para lograr el desarrollo sostenible; 

g)	 ayudar a las poblaciones, países y regiones que se en-
frenten a catástrofes naturales o de origen humano; y 

h)	 promover un sistema internacional basado en una 
cooperación multilateral sólida y en una buena go-
bernanza mundial”.
Complementariamente, el Tratado es también muy 

claro al definir la política común de seguridad y defensa 
y detallar las misiones que pueden llevarse a cabo fuera 
de la Unión: 

“La política común de seguridad y defensa forma 
parte integrante de la política exterior y de seguridad 
común. Ofrecerá a la Unión una capacidad operativa 
basada en medios civiles y militares. La Unión podrá re-
currir a dichos medios en misiones fuera de la Unión que 
tengan por objetivo garantizar el mantenimiento de la 
paz, la prevención de conflictos y el fortalecimiento de 
la seguridad internacional, conforme a los principios de 
la Carta de las Naciones Unidas. La ejecución de estas 
tareas se apoyará en las capacidades proporcionadas por 
los Estados miembros”.
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“Las misiones contempladas en el apartado 1 del 
artículo 42, en las que la Unión podrá recurrir a medios 
civiles y militares, abarcarán las actuaciones conjuntas en 
materia de desarme, las misiones humanitarias y de res-
cate, las misiones de asesoramiento y asistencia en cues-
tiones militares, las misiones de prevención de conflictos 
y de mantenimiento de la paz, las misiones en las que 
intervengan fuerzas de combate para la gestión de crisis, 
incluidas las misiones de restablecimiento de la paz y las 
operaciones de estabilización al término de los conflictos. 
Todas estas misiones podrán contribuir a la lucha contra el 
terrorismo, entre otras cosas mediante el apoyo prestado 
a terceros países para combatirlo en su territorio”.

A la luz de este mandato constitucional, la hoja de ruta 
de la UE en la nueva geopolítica no puede estar más clara. 

En su acción global, la UE tiene aliados con los que 
coincide en valores, objetivos e intereses, empezando por 
los Estados Unidos, la OTAN y los países no comunitarios 
miembros de esta.

Lo hace desde su propia identidad europea, que no pue-
de ni difuminarse ni confundirse con la de nuestros aliados. 

Aliados, por otra parte, no excluyentes, algo que re-
presenta un mensaje fundamental hacia el Sur Global, 
con cuyos países hay que establecer y desarrollar relacio-
nes de asociación y cooperación basadas en principios y 
objetivos compartidos.

El hecho, además, de que la Constitución Europea y 
el Tratado de Lisboa sean bastante cercanos en términos 
temporales ha permitido sumar a su perfil progresista 
una notoria modernidad en sus contenidos, abordando 
cuestiones que las constituciones de los Estados miem-
bro, ya veteranas, ni siquiera imaginaron contemplar.

Pero, ¿con qué concepto operativo podemos actuar 
en la nueva fase de las relaciones globales?

La autonomía estratégica abierta 

La respuesta de la UE en la nueva geopolítica pasa por 
asegurar su autonomía estratégica abierta –sobre la que 
ha trabajado intensamente la Presidencia española del 

Consejo en 2023–, entendida como la capacidad de 
establecer tanto objetivos propios a largo plazo como 
la forma y los medios para alcanzarlos de manera in-
dependiente, sobre la base de la voluntad política de la 
ciudadanía europea y a las necesidades objetivas de la 
Unión, con alianzas, coincidencias, discrepancias y, en 
todo caso, interacciones con otros países y organizacio-
nes internacionales.

Ser autónomo estratégicamente implica contemplar 
una dialéctica en la que coincidir con quienes se consi-
deren más cercanos (como los aliados antes citados) en 
busca de una correlación de fuerzas favorable para la 
Unión. Y reconocer la capacidad de todos para establecer 
de forma independiente su política exterior en el marco 
del respeto al Derecho Internacional.

La autonomía estratégica abierta de la UE está direc-
tamente relacionada con el fomento del multilateralismo 
cooperativo, que debe seguir siendo una guía de la ac-
ción exterior comunitaria.

Interrogantes y respuestas

Los interrogantes que nos plantea la nueva geopolítica 
demandan respuestas a partir de la identidad europea 
definida en los Tratados y la trayectoria de la UE, edi-
ficando su autonomía estratégica abierta. Veamos un 
catálogo no exhaustivo de carácter telegráfico: 
1.	 Paz y seguridad: deben ser objetivos indisociables, 

implicando, entre otras metas, la de conformar una ar-
quitectura de seguridad compartida en el continente.

2.	 Orden mundial: debe estar basado en reglas, esen-
cialmente las que establece el Derecho Internacional. 

3.	 Gastos militares: debe maximizarse su utilidad pro-
moviendo sinergias entre los de cada uno de los 
Estados miembro de la Unión y asignando los recur-
sos precisos en el presupuesto comunitario para la 
política común de seguridad y defensa.

4.	 Armas nucleares: si su uso es inconcebible, hay que 
abogar por su prohibición y el desmantelamiento de 
los arsenales existentes.
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5.	 Multipolarismo: la UE no debe promover un mundo 
unipolar, sino uno que funcione sobre la base del 
multilateralismo cooperativo.

6.	 Globalización: una globalización regulada es impres-
cindible para el desarrollo, recrear mundos económi-
cos paralelos a estas alturas es inconcebible.

7.	 Comercio internacional: su impulso debe llevarse 
a cabo con normas multilaterales establecidas por 
la OMC.

8.	 Democracia y derechos humanos: para la UE su pro-
moción tiene que ser tan irrenunciable como su ca-
rácter universal, de forma que todo tratado o acuerdo 
firmado por la UE debe contemplar mecanismos para 
su defensa. 

9.	 Cambio climático: es una prioridad absoluta que re-
clamar a aliados y socios de la UE.

10.	Sur Global: la UE debe hacer el máximo esfuerzo en 
estrechar el diálogo y la cooperación con sus princi-
pales exponentes.

11.	Mediterráneo: región clave para la Unión en la que 
continuar fortaleciendo y mejorando la asociación 
regional iniciada con el Proceso de Barcelona, arti-
culada bilateralmente con la Política de Vecindad e 
institucionalizada en organizaciones como la Unión 
por el Mediterráneo.

12.	Próximo Oriente: la UE debe seguir exigiendo el res-
peto al Derecho Internacional y defendiendo la solu-
ción de dos Estados, conviviendo en paz y seguridad.

13.	Desarrollo: hay que seguir apostando por un desa-
rrollo sostenible y no desigual, la reducción de la 
pobreza ha de ser una prioridad de la UE.

14.	Conflictos regionales: la dificultad de encontrar una 
solución a los más históricos de ellos no exime a la 
UE de implicarse en alcanzarla aplicando el Derecho 
Internacional.

15.	Doble rasero: cada muestra de doble rasero es tan re-
probable como destructora de la confianza en la UE.

16.	Memoria histórica: Europa debe asumir su respon-
sabilidad en el colonialismo, cuyas consecuencias 
siguen lastrando el presente y el futuro de muchos 
países.

17.	Derecho Internacional: debe ser la primera referencia 
de la política exterior europea.

18.	Naciones Unidas: tan imprescindible como para po-
ner de una vez en marcha su reforma, empezando 
por el Consejo de Seguridad.

19.	Relación con Estados Unidos: es el principal aliado de 
la UE, con el que hay que trabajar en pie de igualdad 
–lo que incluye responder nítidamente a aquellas de-
cisiones que la Unión considere equivocadas, como 
el IRA– para definir en común objetivos globales, 
empezando por los desafíos a la paz, la seguridad y 
un orden basado en reglas, el crecimiento económico 
o el cambio climático.

20.	OTAN: una organización aliada, con una naturaleza 
obviamente diferente a la de la UE (de la que forman 
parte la gran mayoría de los Estados comunitarios), 
con tareas distintas que, en diversos ámbitos, pueden 
ser complementarias con las de la Unión.

21.	Rusia: un país empeñado en no respetar un orden 
internacional basado en reglas –como ha demostra-
do con su ilegal invasión de Ucrania–, cuya política 
debe ser respondida por la UE en todos los terrenos 
para defender el Derecho Internacional y los valores 
e intereses comunitarios. 

22.	Ucrania: la UE debe mantener su compromiso con el 
país, frente a la invasión rusa.

23.	Relación con China: para la UE no es un adversario, 
sino un competidor con el que cooperar y comerciar 
al tiempo que reclamar trabajar por un orden basado 
en reglas, respetar de los derechos humanos y esta-
blecer una relación económica justa.

Recomendaciones

	− La respuesta de la UE a la nueva geopolítica pasa 
por reafirmar su identidad como un poder global 
relevante por la capacidad de atracción de su mo-
delo –democracia y solidaridad– y su colaboración 
política y económica de carácter abierto y universal, 
con una política exterior especialmente centrada en 
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la prevención de conflictos y la gestión de crisis y un 
gasto en defensa integrado, suficiente y eficaz para 
garantizar la seguridad. 

	− La UE debe preservar su capacidad de decisión sobre 
la base de una autonomía estratégica abierta. 

	− Contar con aliados –como Estados Unidos y la 
OTAN– y socios es imprescindible, siempre en pie de 
igualdad y partiendo de su propia identidad. 

	− La Unión es una realidad bien definida comprometi-
da con el mantenimiento de un orden internacional 
basado en reglas.

	− La Unión debe promover la definición de un marco 
europeo de seguridad compartida, con mecanismos 
eficaces de solución de diferencias y orientado al 
desarme.

	− La identidad de la UE es todo lo opuesto a lo que 
Europa significó para buena parte del planeta: el co-
lonialismo. La Unión tiene que conseguir ser vista 
como una parte del mundo desarrollado comprome-
tida con el desarrollo sostenible y la lucha contra el 
cambio climático, a través del comercio justo y la 
cooperación. Considerar al Sur global como un socio 
debe ser la opción europea.

	− La Unión debe apostar por el multilateralismo coo-
perativo.

	− Para que la UE actúe con una autonomía estraté-
gica abierta tiene que continuar su profundización 
política, dotándose de más competencias y recursos 
y mejorando sus procedimientos de toma de decisio-
nes, extendiendo la mayoría cualificada en la política 

exterior. La reforma del Tratado de la UE es, para todo 
ello, necesaria.

	− La Presidencia española del Consejo de la UE 2023 
es una gran oportunidad para avanzar todas esas  
direcciones.

Abreviaturas

	− OMC: Organización Mundial del Comercio.
	− OTAN: Organización del Tratado del Atlántico Norte.
	− UE: Unión Europea.
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La mejora de la gobernanza 
europea y el futuro de Europa

José Candela Castillo

En 2022, por la situación de tensión continental y 
los restos de la crisis sanitaria mundial, la Unión ha 
reducido el tratamiento de asuntos de gobernanza 
y político-institucionales en general al ejemplar se-
guimiento dado por el Parlamento, la Comisión y el 
Consejo de la Unión a las propuestas ciudadanas sa-
lidas de la Conferencia sobre el futuro de Europa (en 
adelante, COFE). 

Así, la sociedad civil (organizada o no) ha tenido 
la oportunidad, gracias a ese instrumento modélico de 
democracia participativa que ha sido la Conferencia, de 
participar de forma consultiva en el proceso de toma 
de decisiones destinado a mejorar la calidad de la 
gobernanza europea, aunque la estructura y el funcio-
namiento de la Conferencia hayan dejado que desear 
en algunos aspectos (Aldecoa Luzárraga, F., 2022:  
passim).

En las líneas que siguen, informamos somera-
mente y en especial sobre las propuestas referentes 
a la mejora de la gobernanza europea hechas por la 
COFE, resumimos el seguimiento dado hasta hoy a 
las propuestas correspondientes de esta última por 
la Comisión, el Parlamento y el Consejo europeos y 
examinamos, por último, brevemente, la conveniencia 
y posibilidad de una nueva Convención europea para 
modificar los tratados. 

Cómo propuso mejorar la gobernanza 
europea la Conferencia sobre el futuro de 
Europa de 2022

La COFE terminó sus trabajos el 9 de mayo de 2022 con 
la presentación de su Informe final (Comisión Europea, 
2022a).

El contenido más útil de este informe es una lista 
de 49 propuestas generales de actuación dirigidas a los 
poderes de la Unión, especificadas mediante 326 me-
didas con objetivos concretos en 9 temas relativos a 
políticas europeas en las que la Unión tiene competencia 
para intervenir: “cambio climático y medio ambiente”, 
“sanidad”, “economía, justicia social y empleo”, “la UE 
en el mundo”, “valores y derechos, Estado de derecho y 
seguridad”, “transformación digital”, “democracia eu-
ropea”, “inmigración” y “educación, cultura, juventud y 
deporte” (Comisión Europea, 2022a: 43 y ss.).

En junio de 2022, tan solo un mes después del final 
de la COFE, la Comisión presentó un balance detallado 
del seguimiento, por parte de la Unión, de las propuestas 
derivadas de aquella (Comisión Europea, 2022b). 

La Unión ha dado cuatro tipos diferentes de respues-
tas a las 49 propuestas de la COFE.

En primer lugar, están las iniciativas legislativas ya 
existentes que tratan las cuestiones señaladas en las 
propuestas de la COFE (por ejemplo, la Ley Europea del 
Clima, el paquete sobre la economía circular, la estrategia 



EL ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA

20

mundial de la UE en materia de salud, la nueva Estra-
tegia europea para una Internet mejor para los niños o 
el Plan de Acción para la Juventud en la Acción Exterior 
de la UE).

En segundo lugar, están las iniciativas legislativas ya 
propuestas por la Comisión y que deberán ser adopta-
das por el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión 
Europea (por ejemplo, el Nuevo Pacto sobre Migración 
y la Ley de Libertad de los Medios de Comunicación).

En tercer lugar, están las acciones previstas para rea-
lizar las ideas derivadas directamente de la Conferencia 
(por ejemplo, la revisión de la legislación en materia de 
bienestar animal).

Por último, están las nuevas iniciativas inspiradas en 
las propuestas de la Conferencia que entran dentro del 
ámbito de competencias de la Comisión Europea (por 
ejemplo, una futura iniciativa relativa a la salud mental).

Realizar algunas de las ideas de la COFE, como vere-
mos más adelante, implica una reforma de los tratados 
de la Unión. 

Como corresponde al título del presente capítulo, 
aquí trataremos solo 6 de las propuestas de la Confe-
rencia: las propuestas número 22 (Transparencia de la 
UE y sus relaciones con los ciudadanos), 36 y 37 (Infor-
mación para los ciudadanos, participación y juventud), 
38 (Democracia y elecciones), 39 (Proceso de toma de 
decisiones en la UE) y 40 (Subsidiariedad).

Encuadradas adecuadamente en los Principios de 
la buena Gobernanza de la Unión (Comisión Europea, 
2001: 7 y 8; Candela Castillo, J., 2005: 180-183), estas 
6 propuestas afectan a los principios de transparencia 
(propuestas 22, 36 y 37), participación (propuestas 36 
y 37), legitimidad (38 y 39) y eficacia (propuestas 39 y 
40) de la Unión Europea.

Mejora de la transparencia

En su propuesta número 22, medida 1, la COFE se limitó 
a proponer: “Reforzar los vínculos con los ciudadanos y 
las instituciones locales para mejorar la transparencia, 

llegar a los ciudadanos y comunicar y consultar mejor 
con ellos las iniciativas concretas de la UE y a escala 
internacional”. 

Esta propuesta no aporta ninguna idea operativa o 
de valor añadido a lo que en materia de transparencia 
realizan actualmente las instituciones y organismos de 
la Unión. Ahora bien, es acertada la recomendación de 
aumentar la transparencia institucional de la PESC, una 
de las políticas comunitarias más necesitadas de mejora, 
según algunos, respecto a la aplicación del principio de 
transparencia.

Mejora de la participación

Enmarcadas por el título “democracia europea”, las pro-
puestas 36 y 37 de la COFE se orientan a la mejora de la 
democracia participativa de la Unión. 

Las ideas con mayor valor añadido al respecto son: 
	− Organizar periódicamente asambleas de ciudada-

nos sobre la base de una norma de la Unión jurí-
dicamente vinculante, en las que los participantes 
sean seleccionados aleatoriamente, sobre la base 
de criterios de representatividad y a condición de 
que si las instituciones no tienen en cuenta los 
resultados de la asamblea deberán justificar sus 
razones.

	− Aumentar la frecuencia de las interacciones en lí-
nea y fuera de línea entre las instituciones de la UE 
y sus ciudadanos a través de diferentes medios de 
interacción.

	− Crear un mecanismo para hacer un seguimiento de 
las iniciativas políticas y legislativas que han surgido 
de los procesos de democracia participativa. 

	− Crear un sitio web oficial integrado que resuma toda 
la información sobre todos los espacios participativos 
existentes en la Unión.
El Consejo de la Unión Europea, por su parte, emitió 

una evaluación detallada de la posible puesta en práctica 
de estas propuestas de la COFE (Consejo de la Unión 
Europea, 2022:208 y ss.). 
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Mejora de la legitimidad: listas 
transnacionales en las elecciones europeas

Las cuestiones puramente institucionales, que afectan 
tanto a la gobernanza como a la estructura de la Unión, 
las abordó la COFE en sus propuestas número 38 y 39, 
bajo los títulos: “democracia y elecciones” y “proceso de 
toma de decisiones en la UE”, respectivamente.

En la propuesta 38 se concretó una posición van-
guardista surgida de un debate institucional que cuenta, 
mediante el apoyo institucional más decidido por parte 
del Parlamento Europeo, con varios años de historia, a 
saber, la mejora de la legitimidad de la Unión mediante 
dos instrumentos de nueva creación: las listas transna-
cionales para las elecciones al Parlamento Europeo y el 
referéndum europeo. 

Por su importancia y transcendencia, reproducimos 
aquí en su integridad la propuesta de la COFE relativa a 
las listas transnacionales. 

“Hay que modificar la legislación electoral de la 
Unión a fin de armonizar las condiciones electorales 
(edad mínima para votar, fecha de las elecciones, requi-
sitos para las circunscripciones electorales, candidatos, 
partidos políticos y su financiación) para las elecciones 
al Parlamento Europeo, así como para lograr un sistema 
de votación a partir de listas de toda la Unión o «lis-
tas transnacionales», con candidatos de varios Esta-
dos miembros, teniendo en cuenta al mismo tiempo las 
opiniones expresadas por los ciudadanos de todos los 
Estados miembros al respecto. 

Algunos de los diputados al Parlamento Europeo de-
ben ser elegidos a partir de una lista de candidatos de 
toda la Unión Europea, mientras que el resto se elegirá 
internamente en cada Estado miembro. 

Esta reforma también debe estar destinada a facilitar 
las posibilidades de voto por internet y garantizar que las 
personas con discapacidad puedan ejercer su derecho de 
voto”. (Comisión Europea 2022a: 81). 

La implantación de un sistema de votación a partir 
de “listas de toda la Unión” o “listas transnacionales” 
no supone modificar los tratados. 

Una propuesta del Parlamento Europeo del 3 de 
mayo de 2022 de un Reglamento del Consejo sobre la 
elección de los diputados al Parlamento Europeo por 
sufragio universal directo incluye una serie de sugeren-
cias de armonización, incluidas las listas transnacionales 
(Consejo de la Unión Europea, 2022:223). 

El Consejo de la Unión Europea examinó en octubre 
de 2022 dicha propuesta del Parlamento, pero el proce-
dimiento legislativo que debería concluir con la instau-
ración de las listas transnacionales no ha finalizado a día 
de hoy (Parlamento Europeo, 2023). 

Mejora de la legitimidad: el referéndum 
europeo

La instauración de un referéndum europeo, tan recla-
mada por los más europeístas desde hace algunos años, 
fue recogida por la COFE en su propuesta número 38.2, 
que afirmaba la necesidad de “concebir un referén-
dum a escala de la Unión, que sería iniciado por el 
Parlamento Europeo en casos excepcionales y sobre 
cuestiones de especial relevancia para todos los ciuda-
danos europeos”. 

A este propósito, el Consejo de la Unión Europea re-
cordó, en noviembre de 2022, por un lado, que “los trata-
dos ya permiten un alto grado de participación directa de 
los ciudadanos en el proceso de toma de decisiones de 
las instituciones a través de la Iniciativa Ciudadana Euro-
pea, así como consultas de los ciudadanos, asociaciones 
representativas y sociedad civil, de conformidad con el 
artículo 11 del TUE” y, por otro lado, que “el derecho de 
petición al Parlamento Europeo (artículo 20, apartado 2, 
letra d, del TFUE) podría utilizarse para adoptar medidas 
con el fin de satisfacerlo, y los instrumentos existentes 
como la Iniciativa Ciudadana Europea (artículo 11, apar-
tado 4 del TUE y artículo 24 del TFUE) podrían mejorarse 
a tal efecto”.

El Consejo añadió, finalmente, que “sin embargo, 
los referendos en toda la UE que pudieran ser convo-
cados por el Parlamento Europeo no son posibles bajo 
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los tratados actuales” y que “instaurar tales referendos 
requeriría un cambio en el Tratado” (Consejo de la Unión 
Europea, 2022:222). 

En conclusión, la muy europeísta idea del referéndum 
europeo quedó una vez más aparcada a la espera de una 
futura Convención europea.

Mejora de la eficacia de la Unión: 
generalización del voto por mayoría 
cualificada

La propuesta 39.1 de la COFE dice al respecto: “Todas 
las cuestiones que se decidan por unanimidad deben 
decidirse por mayoría cualificada; las únicas excepcio-
nes deberían ser la admisión de nuevos miembros a la 
Unión y los cambios en los principios fundamentales de 
la Unión, tal como se establece en el artículo 2 del Tra-
tado de la UE y en la Carta de Derechos Fundamentales 
de la Unión”.

Hasta hoy, esta es una de las más avanzadas pro-
puestas de mejora del sistema de voto que regula la toma 
de decisiones en el Consejo de la Unión Europea y en el 
Consejo Europeo.

Aparte de las llamadas “cláusulas pasarela” exis-
tentes hoy, el voto por unanimidad se debería suprimir, 
si se quiere satisfacer la radical demanda de la COFE, en 
25 de los 27 casos en los que actualmente se exige la 
unanimidad para adoptar decisiones (18 relacionados 
con el Consejo Europeo y 9 con el Consejo de la Unión 
Europea), pero ello requeriría un cambio en el Trata-
do, como lo recuerda la respuesta conjunta de las tres 
instituciones a la COFE (Consejo de la Unión Europea, 
2022:229).

Así pues, el sistema de voto en el Consejo, uno de 
los temas cruciales que suscitan controversia entre los 
Estados miembros en materia de eficacia de la Unión, 
queda aparcado una vez más para una futura Conven-
ción, si bien esta posición tan decidida de la COFE es 
un impulso muy valioso para la futura dilucidación de 
la cuestión. 

Mejora de la eficacia de la Unión:  
la subsidiariedad

Del texto de las propuestas 40 y 39 de la COFE, nos 
parecen, respectivamente importantes, dos extractos.

El primero hace referencia a los Parlamentos na-
cionales y regionales y dice así: “La UE debe revisar el 
mecanismo mediante el que los Parlamentos nacionales 
evalúan si las nuevas propuestas legislativas a escala 
europea no se inmiscuyen en sus competencias jurídicas 
y se les concede la oportunidad de proponer iniciativas 
legislativas a escala europea. Estos mecanismos también 
deberían ampliarse a todos los Parlamentos regionales 
de la Unión que tengan competencias legislativas.” 

El segundo hace referencia a la Constitución euro-
pea y dice así: “Hay que reabrir el debate sobre la Consti-
tución, cuando proceda, para ayudarnos a posicionarnos 
mejor respecto a nuestros valores. Una Constitución po-
dría ayudarnos a actuar con más precisión, así como a 
implicar a los ciudadanos y a ponernos de acuerdo sobre 
las reglas del proceso de toma de decisiones”.

Respecto a la propuesta relativa a los Parlamentos 
nacionales, la propuesta de la COFE ya se llevó a cabo 
en 2018, en particular por parte de la Comisión Europea, 
y sigue, como el conjunto de acciones y mejoras com-
prendidas por la agenda “Legislar mejor” de la Unión, 
perfeccionándose en lo que respecta particularmente a 
la aplicación del principio de subsidiariedad. 

Ahora bien, respecto a la propuesta de la COFE rela-
tiva a los Parlamentos regionales, el Consejo ha dejado 
claro que se trata de una medida solo posible mediante 
la reforma de los tratados. Además, hay que recordar 
que los cambios de las modalidades y extensión del po-
der de intervención de estos Parlamentos en el proceso 
legislativo de la Unión los pueden implantar los Estados 
miembros por sí solos y dentro del marco constitucional 
estatal correspondiente (Consejo de la Unión Europea, 
2022:235).

Respecto a la propuesta sobre la Constitución, la res-
puesta del Consejo es clarificadora: el Tratado de Lisboa 
recogió lo esencial del fallido proyecto de Constitución 
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europea de 2005 y el debate constitucional en la Unión 
es un “proceso político que no exige reforma de los tra-
tados” (Consejo de la Unión Europea, 2022:233).

Respuesta conjunta del Parlamento,  
el Consejo y la Comisión a las propuestas 
de la COFE y valoración general  
de la COFE como ejercicio  
de democracia participativa

El 2 de diciembre de 2022, en un acto específico de infor-
mación a los ciudadanos, la Unión presentó toda la labor 
realizada por las tres instituciones para dar seguimiento 
a las propuestas de la COFE.

Además de las respuestas del Consejo a las propues-
tas institucionales y de gobernanza emitidas por la COFE 
y aquí reseñadas, el documento del Consejo presentado 
en ese acto de información recoge con todo detalle las 
respuestas de la Unión a todas y cada una de las 49 
propuestas de la COFE y a sus respectivas 326 medidas 
concretas de ejecución. (Ver al respecto: Consejo de la 
Unión Europea, 2022).

Según los principios de la gobernanza europea, una 
decisión política es buena si son buenos sus tres momen-
tos procesales: su concepción, su ejecución y su aplicación. 

Según la Comisión Europea, y a falta de otras medi-
ciones precisas que habría que hacer pasado un tiempo 
prudente y quizás de forma periódica para examinar la 
aplicación, a finales de 2022 “un número considerable 
de las propuestas de la COFE ya se han realizado”. 

Bajo esta consideración es legítimo comparar la COFE 
y su seguimiento con otros ejercicios recientes de demo-
cracia participativa como, por ejemplo, el que tuvo lugar 
en Francia en 2019 y 2020 bajo el título de “Convención 
ciudadana por el clima”. Este no es el lugar apropiado 
para establecer una comparación suficiente y cifrada de 
ambos ejercicios, sobre todo en términos de resultados y 
aplicación de las propuestas de los ciudadanos, pero dada 
la diferente dimensión política (nacional el francés; inter-
nacional el europeo) y temática (política contra el cambio 

climático, el francés; toda la política de la Unión, el euro-
peo), parece legítimo valorar la COFE como un ejercicio 
de democracia participativa mucho más importante que el 
francés y, según nuestros conocimientos, como, quizás, el 
mejor ejercicio internacional de democracia participativa 
existente hasta ahora en el mundo. 

Conveniencia y posibilidad de una Convención 
europea

Ya fuera del ámbito participativo de la COFE, y tras 
dos demandas no seguidas de efecto del Parlamento 
Europeo en favor de la celebración de la Convención 
europea, prevista en el artículo 48.3 del Tratado de la 
Unión Europea, que permita una reforma de los tratados, 
la Comisión Europea, por voz de su presidenta, Ursula 
von der Leyen, demandó asimismo una Convención a los 
Estados miembros en su discurso sobre el estado de la 
Unión de septiembre 2022 y en los términos que siguen.

“Creo que ha llegado el momento de consagrar la 
solidaridad entre generaciones en nuestros tratados. Ha 
llegado el momento de renovar la promesa europea. Y 
también tenemos que mejorar la manera en que hacemos 
y decidimos las cosas. Algunos podrían decir que no es 
el momento adecuado. Pero, si vamos en serio cuando 
hablamos de prepararnos para el mundo de mañana, 
debemos ser capaces de actuar con respecto a las cosas 
que más importan a los ciudadanos. E igual que nos to-
mamos en serio la perspectiva de una unión más amplia, 
también tenemos que tomarnos en serio la necesidad de 
una reforma. Así, tal y como ha preconizado este Parla-
mento, creo que ha llegado el momento de celebrar una 
Convención Europea” (Von der Leyen, U., 2022: in fine).

Así pues, con la pandemia mundial aún presente y 
con una guerra causada por una potencia nuclear a las 
puertas de la Unión, la presidenta de la Comisión Europea 
escogió la opción a la vez más valiente y más inteligente 
en términos de coherencia política: proseguir la reflexión 
sobre dos temas primordiales y conexos por naturaleza: 
la ampliación de la Unión y el futuro de Europa. 



EL ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA

24

Antes, el Parlamento Europeo había situado el debate 
sobre el futuro de Europa en su justo nivel de coherencia al 
señalar que “especialmente tras las recientes crisis, es preci-
so modificar los tratados con urgencia al objeto de garanti-
zar que la Unión disponga de competencias para actuar más 
eficazmente en futuras crisis”. En concreto, el Parlamento 
centró en torno a cuestiones de políticas concretas de la 
Unión, pero también en cuestiones de gobernanza europea 
su demanda de modificaciones específicas de los tratados 
mediante una lista no exhaustiva de 6 acciones, a saber:
1.	 Reforzar la capacidad de actuación de la Unión me-

diante la reforma de los procedimientos de votación, 
incluida la posibilidad de que el Consejo adopte de-
cisiones por mayoría cualificada en vez de por una-
nimidad en ámbitos pertinentes, como las sanciones 
y las denominadas “cláusulas pasarela” y en caso 
de emergencia.

2.	 Adaptar las competencias atribuidas a la Unión por 
los tratados, en especial en los ámbitos de la salud 
y las amenazas transfronterizas para la salud, en la 
realización de la Unión de la Energía sobre la base de 
la eficiencia energética y las energías renovables, con 
un diseño acorde con los acuerdos internacionales 
para mitigar el cambio climático, en la defensa y en 
las políticas económicas y sociales. 

3.	 Garantizar la plena aplicación del pilar europeo de 
derechos sociales e incorporar el progreso social del 
artículo 9 del TFUE, vinculado a un Protocolo de Pro-
greso Social, a los tratados.

4.	 Apoyar el refuerzo de la competitividad y la resilien-
cia de la economía de la Unión, prestando especial 
atención a las pequeñas y medianas empresas y a los 
controles de la competitividad y promover inversio-
nes orientadas al futuro centradas en las transiciones 
ecológica y digital justas.

5.	 Dotar al Parlamento de plenos derechos de code-
cisión sobre el presupuesto de la Unión, así como 
del derecho de iniciativa, modificación y derogación 
legislativas.

6.	 Reforzar el procedimiento para la protección de los va-
lores en los que se fundamenta la Unión y precisar la 

constatación y las consecuencias de las violaciones de los 
valores fundamentales (artículo 7 del TUE y Carta de los 
Derechos Fundamentales) (Parlamento Europeo, 2022). 
Tras estas peticiones, por parte del Parlamento y de la 

Comisión, de celebrar una nueva Convención, el Consejo 
Europeo no ha discutido del tema en las respectivas pre-
sidencias semestrales (la francesa, la checa y la sueca), 
amparándose en que el artículo 48 del TUE no impone 
un plazo de respuesta. Al menos, la Presidencia checa 
elaboró la respuesta del Consejo a las propuestas de la 
COFE y la armonizó muy bien con las respuestas de la 
Comisión y del Parlamento. 

Comprensiblemente, en la situación continental de 
gran tensión que vive la Unión desde febrero de 2022 
por la guerra, tres Presidencias sucesivas han coincidido 
en considerar más prudente dejar de plantear por ahora 
cualquier debate político entre los Estados miembros en 
el que pudieran aparecer los términos “reforma de los 
tratados” o “convención”. 

La Presidencia española de la Unión durante el se-
gundo semestre del presente año no parece que vaya a 
tomar la iniciativa política (arriesgada y quizás abocada 
al fracaso, vista entre otras cosas la actitud de varios 
Estados miembros en el Consejo), de replantear el debate 
sobre la conveniencia de una Convención europea pe-
dida, recordemos, por el Parlamento en dos ocasiones y 
más recientemente por la presidenta de la Comisión. Este 
posible perfil bajo de la Presidencia española no tiene 
porqué obedecer, sin embargo, a una actitud conserva-
dora, sino más bien, en su caso, a un prudente cálculo 
de probabilidades de éxito de una Convención suficiente-
mente ambiciosa y capaz de acoger todas las demandas 
de reforma del Derecho primario de la Unión surgidas 
desde la segunda Convención europea.

Conclusión

Como se deriva de las consideraciones que preceden, 
es obligado un balance final positivo de los esfuerzos 
realizados por la Unión en 2022 en materia de asuntos 
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político-institucionales, ya que un número considerable 
de las propuestas de la COFE referidas a la mejora de la 
gobernanza europea que no necesitan una reforma de 
los tratados para ser llevadas a cabo han sido (o están 
siendo) puestas en marcha por la Unión.

Si le hace caso al Parlamento, a la Comisión y a la 
sociedad civil, la Presidencia española de la Unión de-
bería proponer a los Estados miembros la convocatoria 
de una Convención europea para modificar los tratados. 

Recomendaciones 

	− Mejorando algunos de sus defectos organizativos y 
vistos sus resultados, la Conferencia sobre el futuro 
de Europa finalizada en 2022 debería ser tomada a 
partir de ahora como uno de los mejores modelos de 
democracia participativa del mundo.

	− La Presidencia española del segundo semestre de 
2023 debería plantearse la posibilidad de proponer 
al Consejo Europeo mantener un debate político so-
bre si, como sostienen el Parlamento Europeo y la 
Comisión Europea, ha llegado el momento de con-
vocar una Convención europea.

Abreviaturas

	− COFE: Conferencia sobre el futuro de Europa 2022.
	− TFUE: Tratado de funcionamiento de la Unión Eu-

ropea.
	− TUE: Tratado de la Unión Europea.
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Perspectiva de las futuras 
ampliaciones de la Unión

José Enrique de Ayala

Desde que seis países europeos suscribieron en 1957 el 
Tratado de Roma que creaba la Comunidad Económica 
Europea, esta o su continuadora, la Unión Europea (UE), 
han tenido siete ampliaciones. Algunas de un solo país, 
como la última hasta ahora, Croacia, en 2013; otras de 
dos o tres países; y la más importante, en 2004, en la que 
se aceptó a diez nuevos Estados, en su mayoría del centro 
o el este de Europa, hasta llegar a los 28 miembros, que 
quedaron en 27 con la salida del Reino Unido en 2020, 
la única que ha habido.

Según el artículo 49 del Tratado de la Unión Europea 
(TUE), cualquier Estado europeo que respete los valo-
res democráticos, que se mencionan en el artículo 2 del 
propio tratado, y se comprometa a promoverlos, podrá 
solicitar el ingreso como miembro en la Unión. Cuando 
un nuevo país solicita entrar en la Unión, el Consejo Eu-
ropeo decide, basándose en un dictamen de la Comisión, 
sobre la aceptación de la candidatura y la apertura de las 
negociaciones que conducirán, si tienen éxito, a la ad-
hesión del nuevo miembro, una vez aprobada por todos 
los Estados que ya forman parte de la Unión. En junio 
de 1993, el Consejo Europeo acordó los criterios nece-
sarios para que una candidatura fuera viable, conocidos 
como criterios de Copenhague, por la ciudad en la que 
tuvo lugar la reunión, que consisten en una democracia 
estable, el Estado de derecho, una economía de mercado 
en funcionamiento y la aceptación de toda la legislación 
de la UE, incluida la relativa al euro. 

A pesar de que las negociaciones con cada candidato 
son exhaustivas –incluyen 35 capítulos que deben ser 
completados y aprobados individualmente– algunos de 

los nuevos Estados miembros han causado ciertos pro-
blemas al conjunto después de su entrada en la Unión, 
bien de carácter político o económico. Cuando se produjo 
el rescate financiero a Grecia, en 2010, algunas capitales 
europeas acusaron a Atenas de haber ocultado su ver-
dadera situación financiera desde antes de su adhesión. 
En el caso de Bulgaria y Rumanía, que ingresaron en 
2007, los problemas han sido suscitados por asuntos 
de corrupción y deficiencias en la administración. Algu-
nos de los adheridos en 2004, como Polonia y Hungría, 
tienen problemas para respetar el Estado de derecho 
y la división de poderes, tal como la conciben el resto 
de los miembros y los organismos comunes, incluida la 
Comisión y el Tribunal de Justicia de la UE, hasta el punto 
de que se han impuesto sanciones económicas a Polonia 
por no respetar la independencia judicial y a Hungría 
por violar el Estado de derecho. En otro ámbito, Hungría 
se ha desmarcado significativamente de la política de 
la Unión en relación con la invasión rusa de Ucrania, y 
las consecuentes sanciones a Rusia, causando un cierto 
daño a la cohesión de la posición común, por lo demás 
bastante sólida en este asunto.

Ciertos Estados europeos –tanto ya miembros de ple-
no derecho como candidatos– están muy interesados 
en los aspectos económicos de la Unión, que tratan de 
acercar las economías más débiles al nivel de las más 
prósperas, pero no tanto en los aspectos políticos, pues 
consideran que se inmiscuyen en su soberanía. Cuando 
los criterios de Copenhague requieren aceptar toda la 
legislación comunitaria, en primer lugar, se sitúa natu-
ralmente el TUE, cuyo artículo 1 señala el camino hacia 
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una unión cada vez más estrecha entre los pueblos de 
Europa. Y no se trata solo de la economía. Es necesario 
asegurarse de que los nuevos miembros que se integren 
en la UE comparten no solo los principios democráticos, 
sino también los objetivos políticos de la integración 
europea.

Por otra parte, el hecho de que en la actualidad se re-
quiera la unanimidad para la adopción de determinadas 
decisiones, por ejemplo, en el campo de la política exte-
rior y de seguridad común, da un extraordinario poder a 
cada Estado miembro que puede vetar la voluntad del 
resto, causando así un perjuicio a la mayoría. A medida 
que aumenta el número de miembros, la posibilidad de 
que la unanimidad cause problemas se incrementa tam-
bién. El canciller alemán Olaf Scholz pidió en Estrasburgo 
el 9 de mayo, Día de Europa, que se emprendieran las 
reformas institucionales necesarias para que la UE pue-
da acoger a nuevos países, lo que implicaría abandonar 
la unanimidad en favor de la toma de decisiones por 
mayoría.

Esta es una buena solución para evitar que una inte-
gración, que no se puede negar – de acuerdo con el TUE 
– a ningún Estado europeo que cumpla las condiciones, 
conduzca en la práctica a una parálisis de la Unión, por 
la dificultad de alcanzar acuerdos. Además, los problemas 
con alguno de los miembros actuales a los que nos hemos 
referido han demostrado que la UE tiene que ser muy rigu-
rosa y estricta al aprobar la entrada de nuevos miembros, 
pues si no están suficientemente preparados pueden las-
trar al conjunto y crear dificultades en el camino común.

En la actualidad hay ocho Estados europeos que tie-
nen el estatus de candidatos a la integración en la Unión. 
Son, por orden de antigüedad en la candidatura: Turquía, 
Macedonia del Norte, Montenegro, Serbia, Albania, Ucra-
nia, Moldavia, y Bosnia-Herzegovina. Además, Georgia 
tiene la condición de precandidato a falta de cumplir 
algunas condiciones y Kosovo ha solicitado también ser 
candidato, aunque no parece que lo pueda conseguir 
por ahora.

Las negociaciones con cada Estado candidato están 
en distintas fases y se producen con ritmos diferentes, de 

acuerdo con las características y posibilidades de cada 
uno. En algún caso están incluso paralizadas, como vere-
mos después. Los problemas que algunos de ellos tienen, 
bien en su interior, bien con sus vecinos, pueden llegar a 
presentar un obstáculo insalvable a su adhesión mientras 
no se solucionen. A continuación, analizamos caso por 
caso las perspectivas de integración que cada uno de 
ellos tiene en la actualidad.

Turquía

Turquía es, de lejos, el Estado candidato más antiguo. 
Solicitó en 1987 su integración en la Comunidad Econó-
mica Europea, con la que tenía un tratado de asociación 
desde 1963, y le fue concedido el estatus de candidato 
en 1999, es decir, hace 24 años. Países que comenzaron 
sus negociaciones ese mismo año, incluso sin ser aun 
oficialmente candidatos, como Eslovenia, o que forma-
ban parte de la Unión Soviética cuando Turquía solicitó 
su adhesión, como Lituania, se convirtieron en Estados 
miembros en 2004, mientras Ankara seguía esperando 
su turno.

Las negociaciones con Turquía para la adhesión no 
se iniciaron hasta 2005, seis años después de su acep-
tación como candidato, y han estado siempre lastradas 
por la reticencia de algunos países europeos, alguno de 
los cuales –como Austria reiteradamente y Francia oca-
sionalmente– han pedido su interrupción definitiva. En 
2016 solo se habían abierto 16 de los 35 capítulos del 
proceso y solo se había cerrado uno. Ese mismo año el 
acuerdo de refugiados entre la UE y Turquía dio un nuevo 
impulso a la negociación de adhesión, pero duró poco. La 
dura represión que siguió al intento de golpe de Estado 
de 2016 suscitó en el Parlamento Europeo la primera 
propuesta de paralizar las negociaciones. El referéndum 
constitucional turco de 2017, que instituía un régimen 
presidencialista con amplios poderes, fue considerado 
en Bruselas como causa de inelegibilidad por no encajar 
en los criterios de Copenhague. Finalmente, en junio de 
2018, el Consejo de Asuntos Generales de la UE resol-
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vió que no se daban las condiciones para proseguir las 
negociaciones, dado el creciente déficit democrático del 
candidato, y desde entonces siguen suspendidas sin fe-
cha prevista de reanudación.

Los problemas a los que se ha enfrentado y se en-
frenta la candidatura de Turquía son muchos y de dife-
rente naturaleza. Tal vez el más persistente ha sido su 
situación política interna, que no le permite cumplir con 
los criterios de Copenhague en sus aspectos políticos. 
La tutela militar sobre el Gobierno, más o menos en la 
sombra, fue durante muchos años una circunstancia in-
aceptable para la UE, aunque desde 2010 las Fuerzas 
Armadas están sometidas completamente al poder civil, 
al menos en teoría. A esto se han unido periodos de 
inestabilidad política, condenas del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos por la represión de los separatistas 
kurdos y frecuentes crisis económicas. Todo ello ha di-
ficultado enormemente el camino de Turquía hacia la 
plena integración en la Unión. 

Con todo, el obstáculo más importante para la 
adhesión turca se llama Chipre. En los años 60, poco 
después de su independencia, se produjeron enfrenta-
mientos crecientes entre la mayoría greco-chipriota y la 
minoría turco-chipriota. En julio de 1974 hubo un golpe 
de Estado greco-chipriota, cuyos autores anunciaron su 
intención de unir el país a Grecia. Cinco días después, el 
ejército turco invadió el norte de la isla y todavía sigue 
allí. En noviembre de 1983 se proclamó la República 
Turca del Norte de Chipre, reconocida únicamente por 
Turquía, y desde entonces la isla está dividida en dos 
entidades y ocupada en su parte norte por el ejército 
turco. Ha habido numerosos intentos de acuerdo para 
conseguir la reunificación de Chipre en un solo estado, 
pero hasta ahora no han tenido éxito, y las autoridades 
greco- chipriotas que son las que ostentan la única 
representación internacional de la República, culpan 
de ello a Turquía. Comoquiera que Chipre se adhirió 
a la UE en la ampliación de 2004 y, como dijimos en 
la introducción, la entrada de cualquier nuevo Estado 
requiere la aprobación de todos los Estados miembros 
de la Unión, parece evidente que, en tanto no se arregle 

este problema, el ingreso de Turquía es prácticamente 
imposible.

Por otra parte, desde la llegada –en 2014– a la pre-
sidencia de Recep Tayyip Erdogan, que durante su etapa 
anterior como primer ministro había intentado un acer-
camiento a la UE, y sobre todo desde el intento de golpe 
de 2016, Turquía ha emprendido una política exterior 
más proactiva e independiente incluso de la OTAN, a 
la que pertenece desde 1952, tanto en Siria como en 
Libia, incluso con intentos de apropiación de recursos 
en aguas del Mediterráneo oriental que no están bajo su 
jurisdicción. En la guerra de Ucrania, Erdogan ha intenta-
do sin éxito mediar entre ambas partes y promover una 
negociación, pero no ha aplicado las sanciones contra 
Rusia acordadas tanto por sus aliados de la OTAN como 
por la UE, y se sabe que Moscú está eludiendo algunas 
de ellas precisamente a través de Turquía. Parece que, 
ante el rechazo de Europa, ha elegido otro camino que 
cree mejor para la defensa de sus intereses, pero le aleja 
irremediablemente de la adhesión a la UE, hasta el punto 
de que, después de la reelección de Erdogan en mayo, 
Manfred Weber, líder del Partido Popular Europeo en el 
Parlamento Europeo declaró que es necesario acabar con 
las negociaciones para la integración de Turquía.

Turquía tiene 86 millones de habitantes, si entrara en 
la Unión sería el Estado miembro con mayor población 
y, en consecuencia, tendría un peso muy significativo en 
las votaciones por mayoría cualificada en las que ese 
parámetro cuenta, al mismo nivel que Alemania. Por otra 
parte, apenas un 3% del territorio turco se ubica en el 
continente europeo, aunque en él vive un 14% de la 
población. Turquía tiene una proyección creciente hacia 
Oriente Medio y Asia Central que la aleja de Europa. Y 
precisamente por eso, si finalmente su candidatura no 
culmina, como parece probable, será necesario que la UE 
busque una fórmula de asociación reforzada que fuera 
conveniente para ambas partes, como propuso en su día 
el expresidente francés Nicolas Sarkozy, que podría tal 
vez desarrollarse en el marco de la reciente iniciativa de 
la Comunidad Política Europea, de la que hablaremos 
más adelante.
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Balcanes occidentales

A principios de los años 90, como consecuencia de las 
guerras entre sus entidades federales, Yugoslavia se di-
vidió en cinco Estados independientes: Bosnia-Herzego-
vina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, 
la ex-República yugoslava de Macedonia –que después 
pasó a llamarse Macedonia del Norte–, y la República 
Federativa de Yugoslavia –que después pasó a llamarse 
Serbia y Montenegro–. Con la independencia de Monte-
negro, en 2006, pasaron a ser seis, y con la declaración 
unilateral de independencia de Kosovo, en 2008, pasaron 
a ser de facto siete, aunque Serbia no ha reconocido 
nunca la independencia de su exprovincia.

Las dos repúblicas más desarrolladas, y más próximas 
política y culturalmente a Europa occidental, ya son miem-
bros de pleno derecho de la Unión: Eslovenia desde 2004 
y Croacia desde 2013. Los otros cuatro Estados: Bosnia-
Herzegovina, Macedonia del Norte, Montenegro y Serbia, 
además de Albania –el otro país que quedaba en la penín-
sula balcánica– son candidatos a la adhesión. Queda exclui-
do Kosovo, porque –además de problemas internos con la 
minoría serbia– no es miembro de Naciones Unidas y no ha 
sido reconocido como independiente por cinco Estados de 
la UE, que evidentemente no van a aprobar su candidatura 
hasta que no lo reconozcan, lo que probablemente no su-
cederá mientras no haya un acuerdo entre Serbia y Kosovo.

Los candidatos actuales de los Balcanes occidentales 
tienen, además, otra relación con la UE, a través de los 
Acuerdos de Estabilización y Asociación, que –salvo en 
el caso de Serbia– son anteriores a su designación como 
candidatos: Macedonia del Norte 2004, Albania 2009, 
Montenegro 2010, Serbia 2013 y Bosnia-Herzegovina 
2015. Estos acuerdos no están relacionados directamente 
con el proceso de adhesión, van por otra vía, pero induda-
blemente los progresos que promueven tienen influencia 
en el progreso político y económico del Estado que se tra-
te y por ende en sus posibilidades de cumplir los criterios 
que se exigen para culminar la integración en la Unión.

Hay que constatar que los cinco candidatos de los 
Balcanes occidentales no están en las mismas condi-

ciones ni en la misma fase de las negociaciones y sus 
perspectivas de llegar a la integración son sensiblemente 
diferentes. Macedonia del Norte, Montenegro y Albania, 
que por otra parte ya son miembros de la OTAN, no tie-
nen obstáculos graves para completar las negociaciones, 
aunque aún les faltan reformas, democráticas y admi-
nistrativas, de diferente entidad. Por el contrario, Serbia 
y Bosnia y Herzegovina afrontan problemas de varios 
tipos que, mientras no se resuelvan, van a impedir que 
su proceso de integración culmine con éxito. Veamos a 
continuación la situación de cada uno de ellos en detalle, 
por orden de su antigüedad en la candidatura.

Macedonia del Norte

Macedonia del Norte solicitó su ingreso en la Unión en 
marzo de 2004 y el Consejo Europeo acordó concederle el 
estatus de candidato en diciembre de 2005. En octubre de 
2009 la Comisión recomendó abrir las negociaciones para la 
adhesión, pero supeditándolas a reformas democráticas. Por 
su parte, el Consejo, en junio de 2019, acordó el calendario 
de negociaciones, pero exigió avances en la lucha contra la 
corrupción, la reforma judicial, la reforma de los servicios de 
inteligencia y seguridad y la reforma de la administración pú-
blica. Finalmente, el Consejo Europeo acordó, en marzo de 
2020, el inicio de las negociaciones que realmente se abrie-
ron en la conferencia intergubernamental a nivel ministerial, 
también llamada conferencia de adhesión, en julio de 2022. 
No parece que haya problemas graves para que el proceso 
culmine con éxito, salvo la necesitad de completar algunas 
de las reformas exigidas que aún no se han implementado, 
pero las negociaciones no han hecho más que comenzar y 
solo se han abierto tres capítulos.

Montenegro

Montenegro solicitó su ingreso en la Unión en diciembre 
de 2008. En diciembre de 2010 le fue concedido el es-
tatus de candidato por el Consejo Europeo, que aprobó 



Perspectiva de las futuras ampliaciones de la Unión

31

también la apertura de negociaciones en junio de 2012. 
Desde la primera conferencia para la adhesión, que tuvo 
lugar ese mismo mes, se han celebrado catorce reunio-
nes de la conferencia. Hasta la fecha, ya se han iniciado 
negociaciones sobre treinta y tres capítulos, de los cuales 
tres ya se han cerrado provisionalmente. Es, por tanto, el 
país más adelantado y con mejores perspectivas de inte-
gración. No presenta tampoco problemas graves, aunque 
también tiene que completar algunas reformas políticas 
y administrativas.

Serbia

Serbia solicitó su ingreso en la Unión en diciembre de 
2009. En marzo de 2012 fue designado candidato por el 
Consejo Europeo, que aprobó también, en junio de 2013, 
la apertura de negociaciones para la integración. Las ne-
gociaciones se iniciaron en enero de 2014, en la primera 
reunión de la conferencia de adhesión a nivel ministerial. 
Desde entonces, se han celebrado trece reuniones, en las 
que se han abierto 22 capítulos, de los que dos ya se han 
cerrado provisionalmente.

No obstante, Serbia es –junto con Bosnia Herzego-
vina– el país balcánico cuya integración en la UE parece 
más difícil, a día de hoy. En primer lugar, por la orientación 
política de su población, en buena parte antioccidental 
porque no ha olvidado la secesión unilateral de Kosovo, 
apoyada por las potencias occidentales, ni el bombardeo 
de Belgrado por la OTAN en 1999. El resentimiento no ha 
desaparecido aún, y es en buena parte la causa –además 
de fuertes vínculos históricos y económicos– del apoyo 
mayoritario a Rusia en su invasión de Ucrania, que la 
aleja aún más del proyecto europeo. Rusia fue la única 
potencia que apoyó la integridad territorial de Serbia y 
vetó en el Consejo de Seguridad el reconocimiento de la 
independencia de Kosovo, que muchos serbios conside-
raban las raíces de su patria. 

El 63% de los serbios cree que Occidente es respon-
sable del estallido de la guerra entre Rusia y Ucrania, y 
tres cuartas partes cree que los dirigentes rusos se vieron 

obligados a entrar en guerra por la política expansiva de 
la OTAN, según una encuesta del Open Society Founda-
tion. La consecuencia es que un 80% de la población 
está en contra de aplicar sanciones contra Rusia por la 
guerra, un 82% está en contra de que Serbia se una a la 
Alianza Atlántica y más de un 50% se muestra contrario 
a la integración en la Unión Europea. Cuando se abran 
los capítulos más políticos estas percepciones saldrán a 
la luz y finalmente serán los Estados miembros los que 
tendrán que decidir si se acepta a un país que se ha 
negado a sancionar a Rusia, aunque ha condenado la 
violación de la integridad territorial de Ucrania.

Con todo, los principales obstáculos para la adhesión 
de Serbia son los problemas que tiene con sus vecinos, 
Bosnia-Herzegovina (BiH) y Kosovo, en los que viven 
minorías serbias, así como el reconocimiento de la inde-
pendencia de este último y la normalización de relaciones 
entre ambos. Los serbios de BiH son algo más del 30% 
de la población y constituyen la República Srpska (RSK), 
una de las dos entidades que conforman ese Estado. 
La otra entidad –serbobosnia– ha acusado a la RSK de 
deslealtad institucional y de apartarse cada vez más del 
estado común para acercarse a Serbia. Aunque Belgrado 
ha reiterado que respeta la soberanía y la unidad de 
BiH, lo cierto es que, en septiembre de 2006, la RSK 
firmó con Serbia un acuerdo de “vínculos especiales” 
para promover la cooperación institucional y económica 
entre ambos, y muchos dirigentes políticos, entre ellos 
el actual presidente de la República, Milorad Dodik, han 
expresado su deseo de proclamar la independencia y 
unirse a Serbia. Si esto llegara a suceder, provocaría un 
terremoto político, que paralizaría la entrada de Serbia 
en la Unión.

En Kosovo, la minoría serbia –un 6% de su pobla-
ción– se agrupa principalmente en la región llamada 
Kosovo del Norte, separada del resto por el río Ibar que 
divide la ciudad de Mitrovica. No reconocen la indepen-
dencia de Kosovo, ni su constitución, ni sus instituciones y 
promueven frecuentes enfrentamientos con las autorida-
des kosovares, la última de las cuales –en mayo– provocó 
también duros enfrentamientos con la KFOR, una fuerza 
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militar multinacional liderada por la OTAN que está en el 
país para garantizar el orden y la seguridad. Han venido 
gobernándose por una Asamblea propia, hasta que los 
gobiernos de Serbia y Kosovo firmaron en Bruselas, en 
abril de 2013, un primer acuerdo de normalización de 
sus relaciones. En él, Serbia retira su apoyo a la Asamblea 
y se acuerda entre ambas partes la creación una Comu-
nidad de Municipios Serbios, que no ha llegado a ver la 
luz por el bloqueo de Pristina. Muchos dirigentes serbios, 
incluido el presidente, se han mostrado favorables a que 
la comunidad serbia se separe de Kosovo. Se ha llegado a 
plantear un intercambio de territorios por el que el norte 
de Kosovo pasaría a integrarse en Serbia y a cambio el 
valle de Presevo, actualmente en Serbia, pero habitado 
por albaneses, pasaría a ser parte de Kosovo. Pero otros 
países tienen miedo de que ese intercambio pudiera abrir 
la caja de Pandora de las reivindicaciones territoriales y 
étnicas en la región.

Este es solo uno de los aspectos del contencioso 
entre Kosovo y Serbia, que sigue sin reconocer la so-
beranía de su exprovincia. La normalización de las re-
laciones entre ambos países se plantea en la UE como 
una cuestión imprescindible para aceptar la entrada de 
Serbia en la Unión. Francia y Alemania presentaron en 
2022 un plan que Bruselas considera realista y ya ha sido 
aceptado por Kosovo, pero no por Serbia. Si se lograra 
esa normalización, se despejaría el camino de la adhe-
sión de Serbia a la Unión, y con ella, probablemente, el 
de la pacificación definitiva de la inestable región de los 
Balcanes occidentales.

Albania

Albania solicitó su ingreso en la Unión en abril de 2009, 
y en junio de 2014 fue designada país candidato por el 
Consejo Europeo. En junio de 2018 el Consejo aprobó 
el calendario de negociación, señalando la necesidad 
de que el país siguiera progresando en ámbitos como 
la reforma judicial y la lucha contra la corrupción y el 
crimen organizado. En marzo de 2020, el Consejo Euro-

peo acordó abrir el proceso de negociación. En julio de 
2022 tuvo lugar la primera conferencia de acceso. Hasta 
ahora se han negociado tres capítulos de la negociación. 
Albania no tiene particulares contenciosos con sus ve-
cinos y solo debe mejorar su transparencia y control de 
la administración y reforzar su Estado de derecho para 
culminar el proceso.

Bosnia-Herzegovina

Bosnia-Herzegovina solicitó su ingreso en la Unión en 
febrero de 2016. En diciembre de 2022 se le otorgó el 
estatuto de país candidato, contando con que implemen-
tara las recomendaciones de la Comisión, de octubre de 
ese año, para reforzar el Estado de derecho, combatir la 
corrupción y el crimen organizado, controlar la emigra-
ción y respetar los derechos fundamentales. Todavía no 
se ha decidido el comienzo de las negociaciones a la 
espera de que cumpla esos requisitos. 

La aceptación de la candidatura de BiH solo puede 
entenderse con el fin de que no quedara como el único 
Estado de los Balcanes occidentales que no tenía ese es-
tatus, aparte de Kosovo que –como decíamos más arriba– 
no puede tenerlo porque algunos miembros de la Unión 
no han reconocido su independencia. BiH ni siquiera es 
un Estado completamente soberano, ya que está tutelado 
por el Alto Representante y su oficina (OHR), que vigilan 
el cumplimiento de los acuerdos de Dayton (1995) que 
pusieron fin a la guerra, crearon el Estado actual de BiH 
y le dotaron de una Constitución. La OHR está a su vez 
dirigida y apoyada por el Consejo para la Aplicación de 
la Paz (PIC), que dispone de un órgano director (Steering 
Board), integrado por 12 países, además de la UE. En 
2008, el PIC estableció los objetivos que deberá cumplir 
BiH como condición para el cierre de la OHR. Además, en 
el país está desplegada una fuerza militar multinacional 
europea, con participación de otros países, Eufor Althea, 
para asegurar el cumplimiento de los acuerdos. 

Por otra parte, BiH está muy cerca de ser en la 
actualidad un Estado fallido, ya que las complicadas 
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instituciones que se crearon en Dayton para lograr un 
equilibrio pacífico entre los tres “pueblos constituyentes” 
que conviven en el país: bosnios, croatas y serbios, no 
funcionan a nivel estatal, sobre todo por la renuencia de 
los serbobosnios a participar en el gobierno común, ya 
que en su mayoría prefieren separarse de BiH e integrarse 
en Serbia como explicamos más arriba al hablar de este 
último país. Si no lo hacen es por temor a la reacción 
internacional y, en particular, de la UE.

BiH está dividida en dos entidades: La Federación 
bosniocroata y la República Srpska (RSK), además del 
Distrito de Brcko, que no pertenece a ninguna de las 
dos y funciona con total autonomía. Cada una de las 
entidades tiene presidente, dos vicepresidentes de dis-
tinto grupo étnico, primer ministro, Gobierno, un poder 
legislativo (unicameral en la RSK, bicameral en la Fede-
ración), Tribunal Supremo, sistema judicial, Policía, servi-
cio de aduanas y servicio postal propios. A todo ello se 
superponen las instituciones comunes, otro Parlamento 
bicameral de nivel estatal, en el que cada grupo étnico 
puede invocar el “interés nacional vital” de su comuni-
dad para vetar cualquier ley. La Jefatura del Estado es 
colegiada y está formada por tres miembros, uno de cada 
“pueblo constituyente”, que alternan cada ocho meses 
en la Presidencia, pero tienen que tomar decisiones por 
consenso. El poder ejecutivo a nivel estatal es ejercido 
por un Consejo de Ministros, que está dirigido por un 
presidente y dos vicepresidentes, cada uno representante 
de uno de los grupos étnicos, la misma fórmula que se 
usa en el Ministerio de Defensa.

Es fácil deducir que este sistema solo puede funcio-
nar si existe una voluntad determinante de los grupos 
étnicos en que funcione, lo que por ahora no es el caso. 
Una eventual negociación de la UE para la adhesión de 
BiH se encontraría con que los compromisos adquiridos 
por el Gobierno estatal podrían no ser aceptados ni im-
plementados por las entidades, en especial la RSK. La 
conclusión es que la integración de BiH en la UE no es 
posible en las circunstancias actuales, y no lo será hasta 
que se produzca una verdadera reconciliación entre los 
tres grupos étnicos que forman el país, y se consolide un 

sistema político que permita el funcionamiento eficaz 
del Estado con todas sus prerrogativas, incluyendo la 
disolución de la OHR y el fin de la misión Eufor Althea, 
lo que a día de hoy parece todavía lejano.

Este de Europa

Ucrania solicitó su ingreso en la Unión el día 28 de fe-
brero de 2022, cuatro días después del inicio de la in-
vasión del país por el ejército ruso. El Consejo Europeo 
le otorgó el estatus de candidato a la adhesión el 23 de 
junio, señalando que se decidirán nuevos pasos cuando 
el candidato cumpla las condiciones especificadas en el 
dictamen de la Comisión de 17 de junio, que incluyen 
reformas del poder judicial, lucha contra la corrupción, 
legislación contra el lavado de dinero y la oligarquía, 
independencia de los medios de comunicación y ley de 
protección de las minorías.

Es evidente que la decisión de aprobar la candidatura 
de Ucrania fue una decisión política motivada casi exclu-
sivamente por las dolorosas circunstancias que atravesa-
ba y atraviesa. Basta constatar que en los seis candidatos 
que hemos analizado hasta ahora, el tiempo entre su 
solicitud de ingreso y acceso a la condición de candidato 
varía entre los 19 meses de Macedonia del Norte y los 12 
años de Turquía, con una media de 60 meses, mientras 
que en el caso de Ucrania no han llegado a transcurrir 
cuatro meses entre ambos eventos. Esto no quiere decir 
que no tenga que pasar por el proceso de negociación 
de 35 capítulos como todos los demás candidatos, que 
ni siquiera se ha iniciado. Algunos Estados miembros 
abogan por que este proceso se lleve a cabo también de 
manera especialmente rápida, mientras otros sostienen 
que el proceso de adhesión tiene que ser tan completo 
y riguroso como en los demás casos.

La candidatura de Ucrania ha arrastrado también a la 
de Moldavia, que solicitó su ingreso en la Unión el 3 de 
marzo de 2022 y recibió su designación de candidato en la 
misma reunión del Consejo Europeo que Ucrania, el 23 de 
junio. También en este caso, la decisión sobre los siguientes 
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pasos se supedita al cumplimiento de las medidas que 
recomienda el dictamen de la Comisión, que son similares 
a las de Ucrania, aunque aquí se pide también la reforma 
de la Administración, mejorar el control de las finanzas 
públicas y reforzar el respeto de los derechos humanos.

El Consejo Europeo estudió en esa misma reunión 
la solicitud de ingreso de Georgia en la Unión, que este 
país había presentado al mismo tiempo que Moldavia. 
Pero en este caso, la situación política interna es tan 
inestable y polarizada, que el Consejo Europeo se mos-
tró dispuesto a concederle el estatus de candidato solo 
después de que se cumplan las prioridades señaladas 
por la Comisión en su dictamen, que, además de re-
comendaciones similares a las de Ucrania y Moldavia, 
requiere que se garantice el completo funcionamiento de 
todas las instituciones con transparencia y rendición de 
cuentas, mejorar los procedimientos electorales y reforzar 
la igualdad de hombres y mujeres y la lucha contra la 
violencia de género.

Tanto los dos candidatos como el precandidato tie-
nen una relación previa con la UE a través de los Acuer-
dos de Asociación, suscritos en el marco de la Asociación 
Oriental, a la que los tres pertenecen junto con Armenia, 
Azerbaiyán y Bielorrusia (suspendido). Georgia y Mol-
davia suscribieron los acuerdos en 2016, y Ucrania en 
2017. Aunque no están relacionados con el proceso de 
adhesión, los avances que se han logrado y se logren 
aún en el desarrollo de estos acuerdos facilitarán sin 
duda la negociación y sus posibilidades de alcanzar la 
integración plena.

Estos tres países tienen muchas cosas en común, 
además de deficiencias políticas y legales semejantes 
señaladas por la Comisión. Los tres formaron parte de 
la Unión Soviética y los tres tienen minorías rusas o rusó-
filas, que han declarado independientes las regiones en 
las que se asientan, quedando de facto fuera del control 
de los respectivos gobiernos. En Georgia, desde su inde-
pendencia, Osetia del Sur y Abjasia; en Moldavia, Trans-
nistria, también desde su independencia; y en Ucrania, el 
Donbass –las autoproclamadas Repúblicas Populares de 
Donetsk y Luhans – desde 2014. Rusia intervino en 2008 

en Georgia para impedir que Tiblisi tomara por la fuerza 
el control de Osetia del Sur y Abjasia, que Moscú reco-
noció entonces como independientes. En 2014 intervino 
solapadamente en Ucrania para apoyar a los separatistas 
que se rebelaron a raíz de la revolución del Maidán, en 
el Donbass y en Crimea, anexionándose esta última. Y 
en febrero de 2022 invadió Ucrania con la excusa de de-
fender a los separatistas e impedir que Ucrania se uniera 
a la OTAN, provocando una guerra cruel, ilegal e injusta, 
que aún no ha terminado. Solo se ha salvado, por ahora, 
Moldavia porque desde julio de 1992 nunca ha atacado 
a Transnistria, donde hay estacionadas fuerzas militares 
rusas –teóricamente en misión de paz–, pero es objeto 
de presión por parte de Rusia, sobre todo en términos 
de suministro energético.

Los intereses de Rusia en estos países están relacio-
nados principalmente con la seguridad y la protección de 
las minorías rusas o rusófilas que forman parte de ellos. Se 
opone radicalmente a que se conviertan en miembros de 
la OTAN, pero en cuanto a la adhesión a la UE tiene pocos 
argumentos, incluso para consumo interno, y su oposición 
es más débil, además de que no parece tener suficiente 
fuerza como para hacerla prevalecer en caso de quisiera 
ejercerla. No obstante, este aspecto debe ser considerado 
también, y conviene ser muy prudentes porque la entrada 
en la Unión de Estados que no ejercen su soberanía sobre 
todo su territorio, y que tienen conflictos latentes que en 
cualquier momento pueden reavivarse, puede desestabili-
zar el proceso de integración europea y convertirse en un 
problema grave para todos los Estados miembros. Aunque 
existe el precedente de Chipre, cuyo problema territorial 
sigue sin solucionarse pese a su pertenencia a la UE, pero 
está controlado debido a la candidatura de Turquía. 

Por otra parte, Ucrania, Moldavia y Georgia tienen 
problemas políticos, sociales y legales muy graves, se-
ñalados por la Comisión, que no han impedido que los 
dos primeros hayan alcanzado en un tiempo récord el 
estatus de candidatos, aunque es probable que en otras 
circunstancias lo hubieran retrasado. Las decisiones de 
otorgarlo son comprensibles –especialmente en el caso 
de Ucrania– como un acto de solidaridad europea ante 
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la agresión de Rusia. Pero eso no puede mover a las 
instituciones europeas, ni a los futuros negociadores, a 
rebajar su rigor ni a suavizar los criterios que se aplican 
al resto de los candidatos en las negociaciones de ad-
hesión. Porque la guerra acabará algún día, esperemos 
que en las mejores condiciones posibles para Ucrania, 
y la Unión se puede encontrar con que ha aceptado a 
países que no estaban preparados para la integración y 
le causan dificultades importantes. 

La comunidad política europea

En el continente europeo hay 49 Estados soberanos, in-
cluyendo los euroasiáticos, Rusia, Turquía, Chipre y los del 
Cáucaso sur: Armenia, Azerbaiyán, Georgia; y excluyendo 
los que no tienen reconocimiento internacional completo, 
como Kosovo. De ellos, 27 son miembros de la UE. Hay 
otros tres: Islandia, Liechtenstein y Noruega, que forman 
parte del Espacio Económico Europeo, es decir, tienen 
acceso al mercado interior de la Unión. Además, la UE 
tiene tratados específicos con Suiza y Reino Unido. De los 
18 restantes, cuatro son microestados que dependen en 
todo, salvo en la administración interior, de sus vecinos: 
Andorra, Ciudad del Vaticano, Mónaco y San Marino, y 
ocho –como hemos visto– son candidatos a entrar en 
la Unión. Los cinco que faltan en la lista son Rusia, Bie-
lorrusia y los tres del Cáucaso Sur. Todos estos Estados, 
excepto Rusia, Bielorrusia, y la Santa Sede –que tiene 
la condición de observador– forman parte también del 
Consejo de Europa, cuyo objetivo es la protección de los 
derechos humanos, la democracia y el Estado de derecho.

En mayo de 2022, el presidente francés Emmanuel 
Macron propuso una nueva iniciativa: la Comunidad Po-
lítica Europea (CPE), con una vocación paneuropea, aun-
que excluyendo –como el Consejo de Europa– a Rusia 
y Bielorrusia. De hecho, el motivo inicial era lograr una 
coordinación política en todo el continente, incluidos los 
países del este, para oponerse a la agresión rusa a Ucra-
nia y a cualquier presión que Rusia pueda ejercer sobre 
otros. Aunque en un principio, algunos países candidatos 

fueron reticentes, porque podía suponer una alternativa a 
su adhesión, esta iniciativa no tiene ninguna intención de 
interferir en ese proceso. Más bien responde al hecho de 
que la entrada de los candidatos, y de otros que podrían 
serlo en el futuro, como los países caucásicos, llevará se-
guramente mucho tiempo y en algún caso –como podría 
ser el de Turquía– tal vez ni siquiera llegue a producirse. 
Además, hay otros países con los que existen relaciones 
económicas, bien a través del Espacio Económico Euro-
peo bien bilaterales, pero no había un marco de concer-
tación política y estratégica que los incluyera a todos.

La CPE no prevé, por ahora, institucionalizarse ni 
crear una estructura propia, sino únicamente servir de 
foro de debate y acuerdos de carácter informal y flexible, 
con dos reuniones al año: una en el país que ostente 
la presidencia de la UE y otra en un país candidato. La 
primera cumbre se celebró en Praga, en octubre de 2002, 
y asistieron todos los Estados de la UE, incluido Kosovo, 
excepto Andorra, Mónaco y San Marino, y –por supues-
to– sin Rusia ni Bielorrusia, un total de 44 países más los 
presidentes del Consejo Europeo y la Comisión. En esta 
reunión se perfilaron los ámbitos de interés de este foro, 
que se resumen en la seguridad, incluida la seguridad 
energética y la de las comunicaciones y la información, 
y la conectividad, tanto de infraestructuras como digital 
y económica. En la práctica se trata de unir a la UE y al 
resto de los países europeos contra Rusia y Bielorrusia.

La segunda cumbre tuvo lugar el 1 de junio de 2023 
en Bulboaca, Moldavia. A ella asistieron, además de los 
presentes en la primera, Andorra, Mónaco y San Marino, 
hasta un total de 47 Estados, reflejando la misma compo-
sición del Consejo de Europa, más Kosovo, que no forma 
parte de él. Esta reunión se centró en el apoyo a Molda-
via, político contra cualquier coacción de Rusia y también 
económico para ayudarla con los refugiados ucranianos, y 
en reafirmar la voluntad de seguir respaldando a Ucrania 
en todas las áreas, en su lucha contra la invasión rusa.

La CPE duplica en cierto modo al Consejo de Europa, 
aunque sus objetivos son diferentes. Los de la nueva 
iniciativa de carácter geopolítico y están estrechamente 
relacionados con la crisis actual en el continente. Por ello, 



EL ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA

36

cabe preguntarse si dejará de ser necesaria con el fin de 
la guerra y la integración de los candidatos –actuales o 
futuros– en la Unión, o buscará sobrevivir redefiniendo 
sus áreas de interés. 

Conclusión

En principio, tal como establece el TUE, todos los Esta-
dos europeos que cumplan las condiciones establecidas 
pueden optar a integrarse en la UE. No obstante, es ne-
cesario extremar el rigor de las negociaciones para evitar 
problemas posteriores. 

Hemos visto que todos los países candidatos tienen 
aún serios problemas en temas esenciales como el Esta-
do de derecho, la separación de poderes, la lucha contra 
la corrupción y las oligarquías. La Comisión hacía constar, 
en su dictamen sobre la candidatura de Ucrania, que “el 
proceso de adhesión sigue estando basado en criterios 
y condiciones establecidos. Esto permite que cualquier 
país en el proceso progrese en función de sus propios 
méritos, pero también significa que los pasos hacia la UE 
pueden revertirse si las condiciones subyacentes ya no 
se cumplen”, lo que está muy bien, pero cuando ya no 
se puede revertir es cuando el candidato es ya Estado 
miembro. Hay que constatar que algunas ampliaciones, 
como las de 2004 y 2007, han incluido a países que teó-
ricamente cumplían los criterios, pero que después no los 
han cumplido en su totalidad y, por tanto, su integración 
ha debilitado a la Unión más que reforzarla.

Ser estrictos en la exigencia del cumplimiento total 
de los criterios es necesario y bueno para la Unión y 
para el país concernido. Implica también no tener prisa 
en despachar la negociación, por razones de otra índole, 
como parecen desear algunos Estados miembros en el 
caso de Ucrania y Moldavia, porque si se adopta esa vía 
de urgencia después se pagarán las consecuencias.

Además de los criterios técnicos, a la hora de admitir 
a un nuevo país es necesario tener también en cuenta la 
orientación de su política exterior para evitar discrepan-
cias que debiliten a la Unión, ya que no siempre com-

parten la misma percepción geopolítica. Por ejemplo, 
cuando el Consejo Europeo acordó en Reikiavik, el 17 
de mayo, que Rusia pague por la destrucción de Ucrania 
y puso en marcha un registro de daños, seis países se 
desmarcaron de la decisión, y entre ellos estaba un Es-
tado miembro de la UE, Hungría, y tres candidatos a la 
adhesión: Bosnia-Herzegovina, Serbia, y Turquía. No se 
puede avanzar hacia la deseada autonomía estratégica 
de la UE sin una sólida unidad interna.

El creciente número de miembros, y su diversidad, 
aconseja que antes de proceder a nuevas ampliaciones se 
hagan las reformas necesarias que eliminen el requisito 
de unanimidad en aquellos aspectos en los que aún se 
requiere, para evitar que un solo país –pequeño o gran-
de– pueda condicionar la política del conjunto o exigir a 
cambio algún tipo de compensación.

Solo si se adoptan estas reformas y se mantiene la 
exigencia del cumplimiento estricto de los criterios de 
adhesión, podrán las futuras ampliaciones cumplir el ob-
jetivo de contribuir a una Unión más grande y más fuerte 
en beneficio de todos los europeos.

Recomendaciones

	− Debe extremarse el rigor en la negociación con los 
Estados candidatos a ingresar en la Unión, para evi-
tar que después surjan problemas como los que han 
protagonizado alguno de los actuales miembros. Un 
aspecto importante a valorar es la disposición política 
para aceptar una integración cada vez más estrecha y 
a favorecer la autonomía estratégica de la UE.

	− No puede haber atajos para la adhesión de ningún 
nuevo miembro, por más que se desee compensar 
alguna situación anómala o dolorosa, como en el 
caso de Ucrania, que siempre será coyuntural.

	− Antes de proceder a una nueva ampliación, será ne-
cesario abordar las reformas necesarias para abolir 
las decisiones por unanimidad, en aquellos asuntos 
donde aún subsisten, para evitar que un solo país 
pueda vetar la decisión del conjunto.
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Abreviaturas

	− BiH: Bosnia-Herzegovina.
	− CPE: Comunidad Política Europea.
	− EUFOR: Fuerza Europea para la estabilización de 

Bosnia-Herzegovina.
	− KFOR: Fuerza de estabilización de Kosovo.
	− OHR: Oficina del Alto Representante en Bosnia-

Herzegovina.

	− OTAN: Organización del Tratado del Atlántico Norte.
	− PIC: Consejo para la Aplicación de la paz en Bosnia-

Herzegovina.
	− RSK: República Srpska.
	− TUE: Tratado de la Unión Europea.
	− UE: Unión Europea.
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Situación del Estado  
de derecho en la UE.  
El mecanismo anual

Francisco Fonseca Morillo

El 5 de julio de 2023, la Comisión adoptó su cuarto infor-
me anual sobre el Estado de derecho en la Unión Europea 
(UE). El mismo comienza afirmando los elementos siguien-
tes que hacen del respeto del Estado de derecho un vector 
central político, económico e institucional de la acción de la 
Unión y de su legitimidad frente a sus ciudadanos:

“El Estado de Derecho es, junto con la democracia 
y los derechos fundamentales, uno de los valores fun-
dacionales de la Unión. Es común a todos los Estados 
miembros y una piedra angular de la identidad de la 
Unión. Es un factor fundamental para la estabilidad y 
la prosperidad económica de Europa. En los últimos 
años, estos valores fundacionales han sido atacados 
en todo el mundo, poniendo a prueba la resiliencia de 
la UE y sus Estados miembros. La guerra de agresión de 
Rusia contra Ucrania constituye un trágico recordatorio 
de que estos valores nunca pueden darse por sentados. 
Es necesaria una acción proactiva contante para salva-
guardar estos valores y proteger a la sociedad europea 
frente a los desafíos cambiantes”1.

Esta perspectiva es crucial, no estamos ante un rito 
anual valorativo, sino ante un aspecto fundamental para 
el propio porvenir y subsistencia de la Unión. El mecanis-
mo anual sobre el Estado de derecho debe enmarcarse 

1   Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, 

al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones: 

Informe sobre el Estado de Derecho en 2023. COM(2023) 800 final.

como una exigencia de “constitucionalidad” y es decisivo 
para el adecuado funcionamiento del mercado interior 
y de la prosperidad económica de la Unión. Tiene que 
servir para establecer unos parámetros que vayan más 
allá de la evaluación entre pares, siguiendo el método 
del name and shame, y que vinculen a los Estados. No 
se trata solamente de la promoción de los valores de la 
Unión y en particular del respeto al Estado de derecho, 
sino también de convertirse en referencia para su respeto 
y aplicabilidad a través de los mecanismos específicos al 
servicio de la Unión y de sus instituciones.

En el capítulo firmado por este autor en el informe 
sobre el Estado de la Unión Europea 2022 de las Fun-
daciones Alternativas y Friedrich Ebert Stiftung, se hizo 
un análisis general de la situación y de los mecanismos 
con los que cuenta la Unión Europea para defender sus 
valores y, en particular, asegurar el respeto del Estado de 
derecho. Por lo tanto, este año quisiera centrar este tra-
bajo en los tres aspectos que el año pasado consideraba 
cruciales, remitiéndome para los interesados, y en lo que 
se refiere a “la caja de herramientas” de la que dispone 
la Unión Europea en la materia, a lo allí expuesto.

Decía literalmente en dicho trabajo: 
“Para concluir con este trabajo, el año 2022 puede 

considerarse el punto de partida de una política mucho 
más proactiva y con instrumentos más adecuados, para 
defender decidida y coherentemente el Estado de dere-
cho en la UE. 
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Tres desarrollos en la vida institucional de la UE de-
ben en este sentido ser los elementos que marquen este 
cambio de rumbo en 2022:

	− Las consecuencias de la decisión pendiente del Tribu-
nal de Justicia en el caso 204/21, Comisión/Polonia.

	− El desarrollo del mecanismo de condicionalidad pre-
supuestaria tras la sentencia del Tribunal de Justicia 
de 16 de febrero de 2022 desestimando los recursos 
de anulación presentados por Hungría y Polonia.

	− La implementación de las recomendaciones dirigidas 
a los Estados en el tercer informe anual sobre el Es-
tado de Derecho en la UE del 13 de julio de 2022”2.
Sin ninguna duda y sin olvidar que los procedimien-

tos en curso contra Polonia y Hungría abiertos en el 
marco del artículo 7 del Tratado de la Unión Europea 
(TUE) siguen durmiendo “el sueño de los justos”, estos 
tres instrumentos han constituido un punto de inflexión 
en la manera en que las instituciones europeas abordan 
el respeto a los valores del artículo 2 del TUE como ele-
mento central para la acción y la legitimidad de la Unión, 
tanto en su dimensión interna como en su papel de actor 
global en el marco de las relaciones internacionales.

El objetivo central de este trabajo será examinar el 
mecanismo sobre el Estado de derecho que, desde 2019, 
constituye un mecanismo de supervisión colectivo que 
inspira a las instituciones y a los Estados a impulsar una 
agenda legislativa con propuestas concretas, garantizando 
un marco común de respeto de los valores del artículo 2 
reforzado; a utilizar todas las herramientas posibles, inclu-
yendo la actividad jurisdiccional del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea (TJUE) y la aplicación de reglas de con-
dicionalidad presupuestaria; y, en fin, a gestar un debate 
profundo sobre la mejor manera de atajar derivas de ero-
sión del consenso constitucional europeo que nos es propio. 

Tal y como afirma el Informe sobre el Estado de  
Derecho 2023: 

2   Fonseca Morillo F. El Estado de derecho en la Unión Europea: situa-

ción. En: López Garrido D (dir.). El estado de la Unión Europea. Reformar 

Europa en tiempos de guerra. Fundación Alternativas y Friedrich Ebert 

Stiftung, Madrid 2022, pp. 57 y ss.

“El orden basado en normas es fundamental para la 
credibilidad de la UE y en los últimos años se ha desa-
rrollado un conjunto de instrumentos más amplio para 
salvaguardar el respeto del Estado de Derecho. Los pro-
cedimientos de infracción, los mecanismos instituciona-
les, como los procedimientos del artículo 7, y los motores 
de actuación, como el Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia, revisten gran importancia dentro del Estado 
de Derecho. El régimen general de condicionalidad ofrece 
una herramienta específica para proteger el presupuesto 
de la UE cuando las violaciones del Estado de Derecho 
afectan o corren el riesgo de afectar gravemente a su 
buena gestión financiera o a los intereses financieros de 
la UE. Estas herramientas tienen por objeto garantizar 
que el Estado de Derecho no sea solo un principio, 
sino una realidad tangible en la que puedan confiar 
todas y cada una de las personas y empresas de la UE. 

El Estado de Derecho y un orden internacional ba-
sado en normas constituyen una protección fundamen-
tal contra la propagación de regímenes autoritarios y 
la violación del Derecho internacional. La defensa del 
Estado de Derecho es, por tanto, un elemento crucial de 
la acción exterior de la UE, junto con la consolidación 
de las estructuras democráticas y la protección de los 
derechos humanos. Es fundamental para el diálogo de 
la UE con los países candidatos y candidatos potenciales 
a través del proceso de ampliación, su colaboración con 
los socios de la vecindad y la interacción más amplia de 
la UE con los países de todo el mundo”3.

El cuarto informe del Estado de derecho

Un instrumento bien rodado y con espacio 
propio

En este cuarto informe adoptado por la Comisión el 5 
de julio de 2023, se nota desde el punto de vista me-
todológico que el procedimiento está bien enraizado y 

3   Comunicación ya citada. COM(2023) 800 final, p. 1-2.
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ocupa un lugar importante en la programación y activi-
dad interinstitucional. 

En primer lugar, y en cuanto a la estructura del in-
forme en sí misma, su articulación en cuatro pilares que 
se han ido consolidando desde 2019 hasta este mo-
mento, constituye ya un formato bien asentado y que 
de manera omnicomprensiva abarca un estatus común 
paneuropeo de todos los elementos que deben ser teni-
dos en consideración en los 27 Estados para evaluar el 
estado de salud del Estado de derecho en el conjunto de 
la Unión Europea. Estos cuatro pilares, tal y como apare-
cen delimitados en el propio informe, son los siguientes:

	− Los sistemas judiciales de los Estados miembros, 
centrándose en su independencia, calidad y efi-
ciencia. Estos parámetros son fundamentales para 
garantizar la eficacia de la aplicación y el cumpli-
miento del Derecho de la UE y el respeto del Estado 
de Derecho. Unos sistemas judiciales que funcionen 
correctamente y sean plenamente independientes 
son cruciales para garantizar que la justicia traba-
je en beneficio de los ciudadanos y las empresas. 
También son esenciales para la cooperación judicial 
en toda la UE, así como para el funcionamiento del 
mercado único y del ordenamiento jurídico de la UE 
en su conjunto. 

	− Los marcos de lucha contra la corrupción, cen-
trándose en la eficacia de las políticas nacionales 
de lucha contra la corrupción y evaluando diferentes 
ámbitos clave de actuación adoptados por los Esta-
dos miembros para prevenir y combatir la corrup-
ción. La eficacia de la lucha contra la corrupción, la 
transparencia y la integridad contribuyen a garantizar 
la fortaleza y la fiabilidad del poder estatal y son 
esenciales para la confianza de los ciudadanos y las 
empresas en las autoridades públicas.

	− Libertad y pluralismo de los medios de comuni-
cación, centrándose en ámbitos fundamentales, 
incluida la independencia de las autoridades regu-
ladoras de los medios de comunicación; la transpa-
rencia y concentración de la propiedad de los medios 
de comunicación; la transparencia y equidad en la 

asignación de publicidad estatal; la seguridad de los 
periodistas y el acceso a la información; y la gober-
nanza de los medios de comunicación públicos. Todo 
ello es esencial para que los medios de comunicación 
ejerzan su papel en una democracia sana.

	− Cuestiones institucionales relacionadas con el sis-
tema de contrapoderes institucionales, centrándose 
en ámbitos de importancia clave para el Estado de 
Derecho, tales como: la calidad y el carácter inclusivo 
del proceso legislativo nacional; el papel de los tribu-
nales constitucionales y las autoridades independien-
tes, como el Defensor del Pueblo, los organismos de 
igualdad6 y las instituciones nacionales de derechos 
humanos; y el papel de las organizaciones de la so-
ciedad civil en la salvaguardia del Estado de Derecho4.
En segundo lugar, y desde el punto de vista de su 

inserción en la mecánica interinstitucional de la Unión, 
este informe se inserta en el marco de un ciclo anual 
sobre el Estado de derecho que, en lo que se refiere 
a este cuarto informe, comenzó en el momento de la 
adopción del tercer informe por la Comisión en julio de 
2022, centrado en el seguimiento y la cumplimentación 
de las recomendaciones que en ese momento se diri-
gieron a los 27 Estados miembros y desarrollado en las 
siguientes etapas:

	− Aprobación y lanzamiento por la Comisión en otoño 
de un cuestionario actualizado, basado en las re-
comendaciones del tercer informe y dirigido a una 
“audiencia cualificada” (target audience) formada 
por organizaciones y entidades reconocidas por su 
trabajo en el ámbito del Estado de derecho, con cues-
tiones vinculadas a los cuatro grandes bloques que 
conforman la estructura de estos informes: sistemas 
judiciales nacionales, los marcos de lucha contra la 
corrupción, la libertad y el pluralismo de los medios 
de comunicación, y cuestiones generales relaciona-
das con el sistema de contrapoderes institucionales.

	− Esta consulta pública estuvo abierta desde el 14 de 
noviembre de 2022 al 20 de enero de 2023 y al tiempo  

4   Ídem, p. 2-3.
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que se dirigía a los interlocutores más relevantes a 
escala nacional (ONG especializadas, asociaciones 
de jueces y fiscales, profesiones legales, asociaciones 
de prensa, mundo académico, etc.), también estaba 
abierta para que las administraciones nacionales 
pudieran presentar sus propios puntos de vista res-
pondiendo al cuestionario.

	− A continuación, y tras analizar las contribuciones 
recibidas, la Comisión comenzó en febrero de 2023 
la fase de visitas por país, cerradas en abril de 2023. 
Estas visitas, en forma virtual, constituyen una opor-
tunidad para profundizar en las respuestas a los 
cuestionarios y tener intercambios con las adminis-
traciones nacionales y los principales interlocutores 
concernidos, a efectos de resolver dudas que pueda 
tener la Comisión para redactar las recomendaciones 
dirigidas a cada uno de los Estados.

	− Finalmente, y antes de la adopción final, en junio 
de 2023 la Comisión transmitió a cada uno de los 
Estados los capítulos del informe referidos al mismo, 
para poder presentar así observaciones antes de su 
aprobación final por la Comisión.

Un valor añadido reforzado y autónomo  
del mecanismo

Pero, más allá de este trabajo técnico liderado por la Co-
misión en tanto “guardiana de los tratados y defensora 
del interés general”, ¿cuál es el valor añadido de este 
cuarto informe en tanto exigencia de “constitucionalidad 
de la UE” y encarnación de una “mínima moralia” de 
legitimidad de la propia UE, como acertadamente lo ha 
definido Julio Baquero Cruz?5

Una primera novedad en este sentido consiste en la 
incorporación al ciclo anual del Estado de derecho de 
una dimensión interinstitucional, la cual se traduce en un 

5   Baquero Cruz J. Mínima moralia: el Estado de Derecho, el método 

comunitario y el presupuesto de la Unión Europea. Revista de Derecho 

Comunitario Europeo, vol. 72, 2023, pp. 431 y ss.

mecanismo de cooperación interinstitucional mediante 
el cual Consejo y Parlamento Europeo discutirán este 
informe y cómo se han implementado las recomenda-
ciones en un diálogo a lo largo del otoño de 2023, en 
paralelo a su discusión a nivel nacional entre gobiernos 
y parlamentos nacionales6. 

En sí mismo, este diálogo significa que el debate so-
bre el informe anual forma ya parte de las prioridades 
políticas del Consejo de Asuntos Generales de la Unión y 
de la agenda central del Parlamento Europeo. Y ello signi-
fica, a su vez, que este ejercicio pasará de ser un ejercicio 
importante de name and shame a otro de examen polí-
tico de “constitucionalidad” que garantice la esencia del 
proceso de integración europea plasmada en los tratados 
constitutivos. Como dice J. Baquero Cruz: “Los tratados 
han de entenderse como un pacto constitucional inter-
generacional: las antiguas generaciones se vincularon y 
también vincularon a las generaciones presentes y futuras, 
por razones bien conocidas y de peso. La Unión es esa 
autolimitación constitucional o pierde su razón de ser”7. 

La Presidencia española del Consejo de la Unión es 
consciente de esta responsabilidad y de la necesidad de 
evaluar de aquí al final del 2023 cómo está funcionado el 
mecanismo del Estado de derecho y qué recomendaciones 
deberían incluirse en forma de conclusiones del Consejo 
de Asuntos Generales, tal y como se recogía en las conclu-
siones propias de la Presidencia finlandesa del 19 de no-
viembre de 2019 tras una reunión del Consejo de Asuntos 
generales8. Así, en su programa de la Presidencia en curso, 
se dice que “durante el segundo semestre, será prioritaria 
la evaluación del mecanismo de diálogo sobre el Estado 
de Derecho y el consenso en torno a unas Conclusiones”9. 

6   Para más detalles, véase el punto 3.1. Diálogo y seguimiento del 

informe sobre el Estado de derecho de la Comunicación ya citada, 

COM(2023) 800 final, pp. 31 a 33. 

7   Ídem, p. 438.

8   Council of the European Union, doc. 14173/19.

9   Programa Presidencia española del Consejo de la Unión Europea, 

segundo semestre de 2023: “Europa, más cerca”, p. 15. Disponible en: 

https://spanish-presidency.consilium.europa.eu/es/programa/

https://spanish-presidency.consilium.europa.eu/es/programa/
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Independientemente de los compromisos políticos 
que haya que negociar por parte de la Presidencia es-
pañola, me parece evidente que este mecanismo anual 
sobre el Estado de derecho conforma ya una prioridad 
política e institucional que no puede ignorarse, más allá 
de su naturaleza formal no vinculante. 

El respeto del Estado de derecho forma parte de 
las obligaciones de todos los Estados adquiridas en 
el momento de su adhesión a la Unión Europea, de 
respetar los valores comunes del artículo 2 del TUE. 
La consecuencia de este compromiso adquirido libre y 
voluntariamente es, como dice claramente el TJUE, en 
su sentencia de 20 de abril de 2021 en el caso Repub-
blika, que “un Estado miembro no puede modificar su 
legislación de modo que dé lugar a una reducción de 
la protección del valor del Estado de Derecho, valor 
que se concreta, en particular, en el artículo 19 TUE 
(…). Así pues, los Estados miembros deben velar por 
evitar, en relación con este valor, cualquier regresión 
de su legislación en materia de organización de la 
Administración de Justicia, absteniéndose de adoptar 
medidas que puedan menoscabar la independencia 
judicial”10.

Y este es el valor metaconstitucional del mecanismo: 
ser el momento de evaluación, análisis y recomendación 
colectivos a partir del cual se le puede exigir a todos 
los Estados miembros su respeto estricto para “poder 
disfrutar de todos los derechos derivados de la aplicación 
de los tratados”11.

¿Responde el informe del 5 de julio de 2023 a estas 
exigencias? A mi modo de ver, nos encontramos en esta 
materia y en lo que se refiere al valor y a la aplicabili-
dad de las recomendaciones contenidas en los informes 
anuales, en una situación similar a la de la proclamación 
de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea en el Consejo Europeo de Niza en diciembre de 
2001. Si bien hubo que esperar a la entrada en vigor del 
Tratado de Lisboa en 2010 para que la Carta tuviera un 

10   C-896/19, EU:C:2021:311, párrafos 63 y 64.

11   Ídem, párrafo 63 primera frase.

carácter jurídico vinculante con “el mismo valor jurídico 
que los tratados” (artículo 6.1 TUE), desde el mismo mo-
mento de su proclamación fue considerada por el TJUE 
como elemento clave de interpretación en sus decisiones, 
cuando no como principios generales propios del Dere-
cho de la Unión Europea.

¿Puede este mecanismo jugar un papel de meta 
constitucionalidad similar? Creo que la sentencia en el 
caso Repubblika ya citada va en esta dirección teleológi-
ca. Otra cuestión diferente es si podemos descargar toda 
la responsabilidad de garantizar el respeto al artículo 2 
del TUE en los hombros del Tribunal, teniendo en cuenta 
que el procedimiento de sanciones previsto en el artículo 
7 se ha mostrado inoperante hasta este momento, al ser 
un mecanismo intergubernamental bloqueado ab initio 
por la exigencia de unanimidad y desde planteamientos 
más propios del Derecho Internacional Público que del 
derecho de integración supranacional propio de la Unión 
Europea12.

Caminante no hay camino, se hace camino 
al andar

En cualquier caso, y dentro de los límites propios del 
ejercicio, la maduración de este mecanismo de Estado 
de derecho ha llevado a que las instituciones europeas, 
siguiendo el método comunitario, hayan puesto sobre 
la mesa iniciativas nuevas para defender el Estado de 
derecho y la aplicación de las recomendaciones en el 
mismo adoptadas en dos de los cuatro pilares en los 
que se centra el mecanismo donde la Unión tiene com-
petencias atribuidas, demostrando así la importancia 
del método comunitario y que “obras son amores y no 
buenas razones”:

En el área de los marcos nacionales de lucha contra 
la corrupción y de su eficacia, tanto para prevenirla como 
para combatirla, lo que es esencial para la confianza 
de los ciudadanos y de las empresas en las autoridades 

12   Baquero Cruz J. Op. Cit. pp. 441-2.
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públicas; para la seguridad jurídica, en suma, la Comisión 
ha propuesto una Directiva sobre lucha contra la corrup-
ción el 3 de mayo de 2023, reforzando el marco jurídico 
e institucional europeo, propuesta que está comenzando 
en estos momentos su iter legislativo13.

En esta propuesta se moderniza el marco jurídico 
europeo en tres áreas:

	− Prevención de la corrupción y creación de una 
cultura de la integridad, mediante la realización 
de campañas de información y sensibilización y el 
desarrollo de programas de investigación y educa-
ción para reducir los riesgos (1); velando porque el 
sector público rinda cuentas con arreglo a los más 
altos niveles de exigencia, imponiendo a los Estados 
miembros la obligación de adoptar normas eficaces 
sobre el acceso abierto a la información de interés 
público, sobre la gestión de conflictos de intereses 
en el sector público, la verificación de los activos de 
los funcionarios públicos y regulando la interacción 
entre el sector público y el privado (2); y creando 
organismos especializados en la lucha contra la co-
rrupción, con recursos y formación adecuados para 
las autoridades responsables de la prevención y la 
lucha contra la corrupción (3).

	− Codificando todos los delitos y sanciones en materia 
de corrupción, mediante la armonización de las de-
finiciones de los delitos tipificados como corrupción, 
que abarquen no solo el cohecho o soborno, sino 
también la malversación o apropiación indebida, 
el tráfico de influencias, el abuso de funciones, la 
obstrucción a la justicia y el enriquecimiento ilícito 
relacionado con los delitos de corrupción (1); y agra-
vando las sanciones penales a las personas físicas y 

13   Propuesta de Directiva sobre la lucha contra la corrupción, por 

la que se sustituyen la Decisión Marco 2003/568/JAI del Consejo y 

el Convenio relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los 

que estén implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de 

los Estados miembros de la Unión Europea, y por la que se modifica 

la Directiva (UE) 2017/1371 del Parlamento Europeo y del Consejo. 

COM(2023) 234 final.

jurídicas, armonizando las circunstancias agravantes 
y atenuantes (2). 

	− Garantía de la eficacia de las investigaciones y el en-
juiciamiento de la corrupción. Los Estados miembros 
tendrán que velar porque los cuerpos y fuerzas de 
seguridad y los fiscales dispongan de los instrumen-
tos de investigación adecuados para luchar contra la 
corrupción (1); y tendrán que garantizar que los privi-
legios y la inmunidad puedan levantarse durante las 
investigaciones de corrupción mediante un proceso 
eficaz y transparente preestablecido por ley y en el 
momento oportuno (2).También entran aquí normas 
mínimas sobre el plazo de prescripción para que se 
disponga del tiempo suficiente para llevar los delitos 
de corrupción ante la justicia.
En el ámbito de reforzar la libertad y el pluralismo 

de los medios de comunicación, de su independencia, 
de su seguridad y de acceso a la información y de la 
gobernanza de los medios de comunicación, elementos 
esenciales para que nuestras democracias gocen de bue-
na salud, la Comisión propuso el 16 de septiembre de 
2022 la llamada Ley Europea de Libertad de los Medios 
de Comunicación14. El Consejo ha adoptado reciente-
mente su posición común, el 21 de junio de 2023, y en 
estos momentos se está negociando con el Parlamento 
Europeo su adopción, según el procedimiento legislati-
vo ordinario, figurando su culminación como una de las 
prioridades de la actual Presidencia española.

Esta propuesta constituye un nuevo conjunto de 
normas y mecanismos que promueven el pluralismo y la 
independencia de los medios de comunicación en toda 
la UE, en particular en lo que se refiere a:

	− La protección de la independencia editorial.
	− Medidas firmes para proteger los derechos de los 

prestadores de servicios de medios de comunicación, 
incluida una protección eficaz de los empleados y sus 
familias y salvaguardias contra el uso de programas 

14   Propuesta de Reglamento por el que se establece un marco común 

para los servicios de medios de comunicación en el mercado interior. 

COM(2022) 457 final.
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espía contra los medios de comunicación, los perio-
distas y sus familias.

	− Una financiación adecuada, estable y transparente 
de los servicios de medios de comunicación públicos.

	− La obligación de evaluar las repercusiones de las 
concentraciones en el mercado de los medios de co-
municación sobre el pluralismo y la independencia 
editorial de los medios de comunicación.

	− Publicidad estatal transparente y no discriminatoria.
	− Salvaguardias contra la eliminación injustificada de 

contenidos de los medios de comunicación en línea.
En el proyecto de Reglamento también se propone 

la creación de un nuevo Comité Europeo de Servicios 
de Medios de Comunicación independiente, así como 
establecer mecanismos reforzados de cooperación entre 
las autoridades y organismos reguladores nacionales de 
los Estados miembros. 

La defensa del Estado de derecho  
más allá del diálogo político. El arsenal  
más allá del procedimiento del artículo 7 TUE 

Desde este punto de vista, el informe anual sobre el 
Estado de derecho constituye la manifestación política 
e institucional más evolucionada para exponer las ten-
dencias, los retos, los avances y las amenazas al respeto 
del Estado de derecho dentro de la Unión Europea en 
ámbitos en los que la capacidad de mejorar la situación 
utilizando el arma normativa es más difícil ante la au-
sencia de competencias atribuidas por los tratados. Por 
eso, necesitamos acudir a mecanismos de arbitraje polí-
tico mediante el diálogo, a defecto de un procedimiento 
sancionador efectivo cuyas condiciones hoy por hoy no 
reúne el artículo 7 del TUE. 

Evidentemente, cuando hablamos de cuestiones tan 
propias de la soberanía nacional como pueden ser la or-
ganización de sus poderes judiciales o el establecimiento 
de contrapesos institucionales y que son el objeto de 
atención preferente de los pilares 1 y 4 del informe, este 
diálogo político y de lealtad constitucional es fundamen-

tal, constituyendo la máxima expresión de ese “mínima 
moralia” del que ya se ha hablado, y que se traduce en 
el marco de las recomendaciones específicas dirigidas a 
los 27 Estados. Porque, además, estas recomendaciones 
van más allá de un ejercicio retórico, puesto que, como 
la Comisión explicaba en la presentación del informe en 
julio de 2023, el 65% de las recomendaciones adoptadas 
en el tercer informe en 2022 se han abordado por los 
Estados total o parcialmente15. 

Más allá de las críticas justificadas sobre el verda-
dero alcance de este mecanismo y sobre el riesgo de 
crear falsas expectativas16, fruto de pretender que este 
mecanismo tenga una relevancia “sancionadora” que 
solo incumbe al procedimiento del artículo 7 TUE, siendo 
este el auténtico “nudo gordiano” que habría que cortar, 
este mecanismo constituye un excelente ejemplo de la 
capacidad de la UE de utilizar el método comunitario más 
allá de las competencias estrictas en aras de responder a 
amenazas existenciales del modelo de consenso constitu-
cional europeo para el que los tratados no han previsto 
mecanismos de solución apropiados. Como se pregunta 
J. Baquero Cruz: “…cuando varios Estados miembros 
empiezan a desmantelar el Estado de derecho a plena 
luz del día… ¿la Unión debería permanecer impasible, 
como si la cosa no fuera con ella?”17.

En cualquier caso, conviene insistir en la importante 
actividad legislativa en curso fruto de los análisis y reco-
mendaciones de estos informes, como ya se ha descrito. 
Esto en sí mismo constituye ya una dimensión positiva de 
este mecanismo y, de alguna manera demuestra que la 
prudencia de la Comisión a la hora de invocar el artículo 7 
del TUE, añadiendo una serie de instrumentos para evitar 

15   Informe sobre el Estado de derecho en 2023. Disponible en: https://

digital-strategy.ec.europa.eu/es/news/rule-law-report-2023-progress-

65-recommendations-further-action-needed

16   Laurent P, Bard P. The Commission’s Rule of Law Report and the EU 

monitoring and enforcement of Article 2 TEU values. Study requested 

by the LIBE and AFCO committees of the European Parliament, 2022, 

pp. 66 y ss.

17   Baquero Cruz J. Op. Cit. p. 437.

https://digital-strategy.ec.europa.eu/es/news/rule-law-report-2023-progress-65-recommendations-further-action-needed
https://digital-strategy.ec.europa.eu/es/news/rule-law-report-2023-progress-65-recommendations-further-action-needed
https://digital-strategy.ec.europa.eu/es/news/rule-law-report-2023-progress-65-recommendations-further-action-needed
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la activación del “la bomba nuclear”, ha contribuido tam-
bién a establecer un mainstreaming interinstitucional que 
ha reforzado la confianza mutua y el nivel de ambición 
legislativo para proteger los valores del artículo 2 TUE18. 

Cuestión diferente y que merece una reflexión en 
profundidad constituyen las recomendaciones en el pri-
mer pilar de la estructura de estos informes, el de los 
sistemas judiciales y, en particular, la noción y contornos 
comunes de la independencia judicial y, en menor medi-
da, en su pilar cuarto, en lo que se refiere al sistema de 
contrapoderes institucionales. No es sorprendente que 
en este ámbito sea donde se concentren las principales 
preocupaciones de la Comisión Europea y de la inmen-
sa mayoría de actores concernidos en este ciclo anual  
de diálogo.

En esta área y, en particular en el de los mecanismos 
de nombramiento, cese y condiciones estatutarias de los 
jueces es donde este mecanismo debe convertirse no 
solo en la referencia institucional, sino conseguir que sus 
recomendaciones se cumplan e implementen las refor-
mas necesarias. El valor añadido de estos informes debe 
encontrarse en constituir elemento de referencia, no solo 
para la “reprobación” política e instrumento de “disci-
plina colectiva” que permita superar los marcos políticos 
nacionales cortoplacistas, sino como elemento evaluativo 
para la actuación del TJUE a la hora de condenar políticas 
estructurales atentatorias de esta independencia judicial 
y, por tanto, en contradicción con el respeto exigido a los 
valores del artículo 2, o como utilización del mecanismo 
de condicionalidad presupuestaria, tanto en el ámbito del 
Reglamento 2020/2092 de condicionalidad presupues-
taria19, como a la hora de aprobar y ejecutar los planes 

18   Sobre la crítica a la Comisión por haber sido “timorata”, sigue 

siendo de actualidad el artículo de Mangas Martín A. Polonia en el 

punto de mira: ¿Sólo riesgo de violación grave del estado de derecho? 

Revista General de Derecho Europeo n.º 44, 2018, pp. 1 y ss. 

19   Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de di-

ciembre de 2020, sobre un régimen general de condicionalidad para la 

protección del presupuesto de la Unión (DOUE L 433I del 22.12.2020, 

pp. 1-10.

nacionales de recuperación y resiliencia en el marco del 
Next Generation EU20. 

La paradoja consiste en que en casos flagrantes de 
violación de los valores del artículo 2 del TUE y ante 
la incapacidad del artículo 7 del TUE para proceder 
a aplicar sanciones, como demuestra el bloqueo de 
los procedimientos abiertos contra Polonia y Hungría, 
como ya se explicó detalladamente en mi contribución 
al informe del año pasado21; el sistema “constitucio-
nal” propio basado en la fusión parcial de soberanías 
de la Unión ha funcionado de manera más eficaz que 
en la zona más gris de deficiencias o necesidades de 
mejoras de las diferentes prácticas constitucionales, 
a efectos de crear ese sistema de Estado de derecho 
paneuropeo esencial para la continuidad del proceso 
de integración.

Y ello ha sido así porque en el caso de violaciones 
flagrantes que afectan a la confianza mutua en la ca-
pacidad de respetar las reglas europeas mutuamente 
consentidas, el método de integración comunitario ha 
demostrado su real valor añadido, a través del papel im-
pagable del Tribunal de Justicia en su ya larga lista de de-
cisiones referidas a Polonia y Hungría22 y, además, en lo 
que se refiere a Hungría, a través del valiente ejercicio de 
“cooperación leal” entre las instituciones y los Estados, 
que ha concluido con la adopción avalada por el propio 
TJUE del Reglamento de condicionalidad presupuestaria 
y de los poderes conferidos a la Comisión Europea a la 
hora de aprobar los Planes nacionales de recuperación, 
resiliencia y transformación en función del respeto a los 

20   Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo 

de 12 de febrero de 2021 por el que se establece el Mecanismo de 

Recuperación y Resiliencia. DOUE L 57, de 18.02.2021, pp. 17-75.

21   Véase nota 2.

22   Véase un interesante análisis y desarrollo en Sanz Caballero S. 

Las violaciones del Estado de Derecho en la UE y el rol del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea: Problemas y soluciones ¿posibles? En: 

Bar Cendón A, Martínez López-Sáez M (coord..). La Unión Europea 

ante la crisis. Derechos, Valores, Seguridad y Defensa. Aranzádi 2023, 

pp. 25 y ss.
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valores del artículo 2 del TUE, así como de congelar o 
retrasar desembolsos.

Como prueba de ello y sin volver a lo ya desarrollado 
en el informe de la Fundación el año pasado, baste como 
botón de muestra:

En el caso de Polonia, finalmente el TJUE, en su 
sentencia de la Gran Sala en el caso 204/21 del 5 de 
junio de 202323, partiendo de la afirmación rotunda de 
que “el valor del Estado de Derecho forma parte de la 
identidad misma de la Unión, como ordenamiento jurídi-
co y se concreta en una serie de principios que contienen 
obligaciones jurídicamente vinculantes para los Estados 
miembros” (párrafo 67), ha estimado el recurso de la 
Comisión apoyado por 5 Estados (Bélgica, Dinamarca, 
Países Bajos, Finlandia y Suecia), considerando que la 
reforma del sistema judicial polaco de diciembre de 2019 
viola el Derecho de la Unión:

	− Al atribuir competencias a la Sala disciplinaria del 
Tribunal Supremo polaco, cuya independencia e 
imparcialidad no están garantizadas, para pronun-
ciarse sobre asuntos que inciden directamente en 
el estatuto de los jueces y el ejercicio de funciones 
jurisdiccionales a la hora de aplicar el Derecho de la 
Unión, afectando así directamente a la independen-
cia judicial, en contradicción con el artículo 47 de 
la Carta de Derechos Fundamentales (derecho a la 
tutela judicial efectiva y a un juez imparcial).

	− Además, al imponer a los jueces la obligación de 
presentar una declaración escrita indicando su per-
tenencia a asociaciones, fundaciones sin ánimo de 
lucro o afiliación política en el pasado, la legisla-
ción polaca vulnera el derecho al respeto a la vida 
privada y a la protección de datos personales y es 
contraria, por tanto, a los artículos 7 y 8 de la Carta 
y al Reglamento General de Protección de datos de 
2016/67924.

23   Comisión v. Polonia independencia y vida privada de los jueces. 

ECLI:EU:C:2023.442.

24   Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Con-

sejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas 

Más allá de la relevancia de esta sentencia en tan-
to “jurisprudencia constitucional europea”, la misma 
constituye también un ejemplo de cómo, a través de la 
presentación por la Comisión de recursos de incumpli-
miento por infracción al Derecho de la Unión, el Tribu-
nal, convirtiéndose conforme al artículo 19.1 del TUE en 
garante del respeto del Derecho de la UE y del principio 
de tutela judicial efectiva en los ámbitos cubiertos por 
el Derecho de la Unión, está siendo capaz de aplicar 
sanciones efectivas de naturaleza pecuniaria. 

Como es bien sabido, desde el 15 de julio de 2021, 
Polonia ha sido objeto de una multa coercitiva de 1 mi-
llón de euros diaria hasta el 20 de abril de 2023, redu-
cida desde el 21 de abril por auto del vicepresidente del 
Tribunal de Justicia a 500 000 euros diarios y que ha 
estado en vigor hasta el día de la sentencia definitiva. 
Esto significa que de los fondos atribuidos a Polonia en el 
presupuesto de la Unión se le han retraído 170 millones 
del presupuesto de 2021, 365 del de 2022 y, hasta el 
momento, 132,5 del de 2023. Y si Polonia no suspen-
de su legislación en conformidad con la sentencia del 
Tribunal, no es difícil imaginar que la Comisión solicita 
en un plazo razonable la imposición de nuevas medidas 
provisionales conforme al artículo 260 del TFUE.

Ciertamente, estas multas coercitivas son importan-
tes, aunque supongan un poco menos del 2% de los 
fondos de la UE asignados a Polonia entre 2021 y 2023, 
pero demuestran que la labor del Tribunal es muy impor-
tante, aunque no basta por sí sola para hacer frente a las 
violaciones graves de los valores del artículo 2 TUE y en 
particular en lo que se refiere al Estado de derecho. Más 
importante es que en el momento de la aprobación por la 
Comisión del Plan Nacional de Recuperación y Resilien-
cia polaco en junio de 2022 (y Polonia dispondrá hasta 
2027 de 36 000 millones de euros suplementarios), se 
estableció claramente que la Comisión no aprobará nin-

físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la 

libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 

95/46/CE (Reglamento general de protección de datos). DOUE L 119 

de 4.5.2016, pp. 1 y ss.
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gún desembolso hasta que se modifique la legislación 
atentatoria contra el principio de independencia judicial 
de 2019.

Y esta es, precisamente, la gran arma suplementaria 
de la que se dispone institucionalmente sin necesidad de 
activar el artículo 7 TUE o ante el temor de que el mis-
mo sea inaplicable. Me refiero a la aplicación del nuevo 
régimen de condicionalidad presupuestaria establecido 
por el Reglamento 2020/2092 sobre cuya estructura y 
análisis me remito a mi contribución al informe de la 
Fundación del año 202225. 

Y este mecanismo es el que se ha aplicado por 
primera vez a Hungría mediante la decisión de ejecu-
ción del Consejo 2022/2506 de 15 de diciembre sobre 
medidas para la protección del presupuesto de la Unión 
frente a la vulneración de los principios del Estado de 
derecho en Hungría26. En esta decisión el Consejo ha 
impuesto medidas para la protección del presupuesto 
de la Unión frente a las consecuencias de la vulneración 
de los principios del Estado de derecho por parte de 
Hungría en lo que respecta a la contratación pública, la 
eficacia de la acción judicial y la lucha contra la corrup-
ción en Hungría, suspendiendo aproximadamente 6300 
millones de euros en compromisos presupuestarios, lo 
que supone en torno al 55% de los créditos de los pro-
gramas presupuestarios UE afectados por la suspensión. 
Esta suspensión se levantará a partir del momento en el 
que Hungría adopte las medidas correctoras fijadas en 
la decisión y la Comisión irá presentando al Consejo a 
estos efectos informes trimestrales hasta el momento en 
el que considere que se puede levantar la suspensión.

Conforme al procedimiento previsto en el Regla-
mento 2020/2092, este procedimiento se inició por la 
Comisión el 27 de abril de 2022 mediante notificación 
formal al Gobierno húngaro para que pudiera responder 
a los elementos críticos estimados por la Comisión; y tras 
una serie de intercambios en los que el Gobierno hún-
garo no dio respuestas satisfactorias desde el punto de 

25   Véase nota 2, en particular las páginas 66-8. 

26   DOUE L 325 de 20.12.2022, pp. 94 y ss.

vista de la Comisión en cuanto a la adopción de medidas 
correctoras, la Comisión adoptó una propuesta formal 
de propuesta de decisión de ejecución el 18 de septiem-
bre de 2022. En la decisión del Consejo de diciembre 
se consideró por mayoría cualificada que Hungría tiene 
que adoptar medidas legislativas formales en los cuatro 
ámbitos siguientes:

	− Irregularidades, deficiencias y carencias sistémicas 
en la contratación pública, con un funcionamiento 
inadecuado de las autoridades nacionales que ejecu-
tan el presupuesto de la Unión en el contexto de los 
procedimientos de contratación pública (por ejem-
plo, participación de un único licitador, atribución de 
contratos a empresas específicas con una cuota de 
mercado importante, deficiencias graves en la atri-
bución de acuerdos marco, etc.).

	− Fideicomisos de interés público: dado que no están 
sujetos a normas en virtud de las directivas de la 
UE sobre contratación pública, con sus problemas 
recurrentes relacionados con conflictos de intereses 
y la transparencia (por ejemplo, miembros del fidei-
comiso no sujetos a los requisitos sobre conflictos 
de intereses, normas sobre conflictos de intereses 
no aplicables a los diputados, secretarios de Estado 
y otros funcionarios públicos del Gobierno que pue-
den ejercer al mismo tiempo como miembros de los 
consejos de administración de dichos fideicomisos).

	− Limitaciones a la investigación y el enjuiciamiento 
efectivos de presuntas actividades delictivas, la or-
ganización de los ministerios fiscales y la falta de un 
marco de lucha contra la corrupción que funcione y 
sea eficaz en la práctica (por ejemplo, falta de re-
cursos judiciales efectivos por parte de un órgano 
jurisdiccional independiente contra las decisiones 
del ministerio fiscal de no investigar ni enjuiciar su-
puestos casos de corrupción, fraude y otros delitos 
que afecten a los intereses financieros de la Unión, 
o falta de obligación de motivar los casos de fraude 
y corrupción atribuidos o reasignados).

	− La falta de una estrategia general de lucha contra la 
corrupción que abarque también los ámbitos más per-
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tinentes de prevención de la corrupción; una infrauti-
lización de toda la gama de instrumentos preventivos 
para ayudar a la investigación de la corrupción, así 
como una falta general de prevención y represión 
efectivas del fraude y los delitos de corrupción.
La relevancia de este mecanismo es su capacidad 

de responder de manera política e institucional con 
sanciones normadas de mayor relevancia financiera que 
las multas coercitivas que pueda imponer el Tribunal de 
Justicia. Si a ello se suma el arma de no efectuar desem-
bolsos en el marco de los Planes Nacionales de Recupe-
ración y Resiliencia, es obvio que este mecanismo es de 
una gran eficiencia.

La necesidad de un diagnóstico global

Pero, ¿cuál es el diagnóstico? ¿es suficiente? Aparte 
de los casos flagrantes de Polonia y Hungría, en los 
que se han ensayado estrategias novedosas, el me-
canismo sobre el Estado de derecho debe continuar 
ganando espacio en tanto que instrumento “meta-
constitucional reglado”, en el que todos los Estados 
tienen que continuar y no cejar en sus esfuerzos en la  
materia. 

Y, en este sentido, el informe anual sobre el Estado 
de derecho constituye ya hoy un observatorio privilegiado 
que permite detectar y poner bajo escrutinio público los 
avances y las debilidades. 

No procede en este trabajo hacer un estudio por-
menorizado de la situación, de los progresos y de las 
mejoras constatables entre el tercer y el cuarto infor-
me, incluso en los países más díscolos como Polonia o  
Hungría, aunque basta con recorrer el informe para darse 
cuenta de la existencia de avances significativos en lo 
que se refiere al aspecto más sensible, el de los sistemas 
judiciales y su independencia. Aun siendo básicamente 
cuestiones que solo pueden resolverse en el marco cons-
titucional interno, ese “mínima moralia” al que ya me he 
referido, esa creación de un marco común de valores pa-
neuropeo de obligado cumplimiento, como nos recuerda 

constantemente el Tribunal de Justicia, ha avanzado de 
manera cualitativa27.

Esto es palmario en el caso de España, donde las 
recomendaciones no censuran el sistema español desde 
el punto de vista de sus principios, sino la incapacidad 
de llegar a compromisos y consensos que demuestran 
los puntos débiles del sistema y la necesidad de reformas 
suplementarias. Así, en las recomendaciones dirigidas a 
España se señala: 

“Sobre esta base, considerando otros sucesos que 
han ocurrido en el periodo de referencia y recordando 
los compromisos contraídos en el marco del Plan nacio-
nal de recuperación y resiliencia en relación con deter-
minados aspectos del sistema judicial, se recomienda 
a España:

	− Reforzar el estatuto del Fiscal General, en parti-
cular en lo que respecta a la disociación temporal 
de los mandatos del fiscal general del Estado y del 
Gobierno, teniendo en cuenta las normas europeas 
sobre independencia y autonomía del Ministerio 
Fiscal.

	− Proceder a la renovación del Consejo General del 
Poder Judicial con carácter prioritario e, inmedia-
tamente después de la renovación, dar inicio a un 
proceso para adaptar el nombramiento de sus voca-
les elegidos entre jueces y magistrados, teniendo en 
cuenta las normas europeas relativas a los consejos 
del poder judicial.

	− Proceder a aprobar la ley sobre la actividad de los 
grupos de interés, incluido el establecimiento de un 
registro público obligatorio de grupos de interés.

	− Intensificar los esfuerzos para solucionar los esco-
llos relativos a la duración de las investigaciones y 
enjuiciamientos con el fin de aumentar la eficiencia 
en la sustanciación de los asuntos de corrupción de 
alto nivel, en particular mediante la finalización de la 
reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

27   Un listado completo de todos estos avances y márgenes de mejora 

aparece en las páginas 4-11 del informe. Comunicación citada en la 

nota 1. 
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	− Robustecer las normas sobre conflictos de intereses 
y declaraciones de patrimonio de los altos cargos de 
la Administración mediante el refuerzo de la com-
petencia sancionadora de la Oficina de Conflictos 
de Intereses. 

	− Avanzar en la mejora del acceso a la información, en 
particular mediante la reforma de la ley sobre secre-
tos oficiales, teniendo en cuenta las normas europeas 
sobre el acceso a los documentos oficiales”.
Esta es la grandeza de este mecanismo si los Estados 

operan en base al principio de cooperación leal y con-
fianza mutua. En el caso de España es obvio que este 
proceso de disciplina colectiva ha servido para mejorar 
sensiblemente en aspectos como el de la necesidad de 
mejorar los plazos en la duración de los procedimientos, 
las normas de conflicto de intereses y de grupos de inte-
rés o la legislación sobre secretos oficiales. En todos estos 
ámbitos se percibe la demanda de que España concluya 
las reformas en curso y que la dimensión paneuropea 
coloca en el centro del debate político e institucional 
español.

Más horizontales son las otras dos recomendacio-
nes y, en particular, la que se refiere a la renovación 
del Consejo General del Poder Judicial. Aunque el len-
guaje europeo es sumamente cuidadoso, es evidente 
que el cumplimiento de manera urgente de lo explici-
tado en esta recomendación tiene que ser un objetivo 
prioritario del Ejecutivo y del Legislativo, al igual que 
los cambios solicitados acerca del Estatuto del Fiscal 
General. No me cabe ninguna duda de que la presión 
política, institucional o incluso jurisdiccional, basada en 
la necesidad de garantizar el principio de tutela judicial 
efectiva, subirá en intensidad y de manera cualitativa 
de no hacerse así.

Conclusiones

De manera sintética y a expensas de desarrollos en 
próximos informes, mis conclusiones principales son las 
siguientes:

	− La Unión Europea tiene dos armas bien asentadas 
para luchar contra las violaciones o los incumpli-
mientos a los valores del artículo 2 del TUE, los 
cuales son “principios que contienen obligaciones 
jurídicamente vinculantes”: la labor del Tribunal de 
Justicia garantizando el principio de la tutela ju-
dicial efectiva y el mecanismo de condicionalidad 
presupuestaria.

	− Además, el mecanismo del Estado de Derecho, 
tanto desde el punto de vista institucional como 
de control colectivo “metaconstitucional”, va mu-
cho más allá de un ejercicio burocrático y, cada vez 
más, será el instrumento de evaluación para em-
prender actuaciones concretas frente a Estados que 
infrinjan sus obligaciones conforme al artículo 2  
del TUE.

	− Ahora bien, ello no nos puede hacer ignorar que es-
tos instrumentos tienen un alcance limitado y que 
el nudo gordiano sigue siendo la incapacidad del 
procedimiento previsto en el artículo 7 del TUE para 
sancionar violaciones (o riesgos de) graves y per-
sistentes de los valores del artículo 2. Y la solución 
objetiva es simple, aunque parezca imposible políti-
camente: convertir el procedimiento del artículo 7 no 
en un mecanismo de Derecho Internacional Público 
basado en la soberanía, sino en otro más acorde con 
el método comunitario en una Unión basada en la 
fusión parcial de soberanías. 
En suma, si el respeto del artículo 2 TUE es una 

exigencia “constitucional” para ingresar en la UE (ar-
tículo  49 TUE), esta exigencia “constitucional” debe 
ser mantenida a lo largo de la membresía en la UE, y 
el artículo 7 TUE no es apto para ello. Se necesita un 
arma de “última instancia” allí donde ni el Tribunal, ni 
la condicionalidad presupuestaria, ni el mecanismo del 
Estado de derecho pueden llegar si fallan todas las fases 
preventivas, de evaluación y de recomendación. 

Y esto no es una exigencia maximalista, es una exi-
gencia para evitar la involución del proceso de integra-
ción política europeo desafiado como nunca hasta ahora 
tanto interna como externamente.
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Abreviaturas

	− TJUE: Tribunal de Justicia de la Unión Europea.
	− TUE: Tratado de la Unión Europea.
	− UE: Unión Europea.
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La defensa europea  
tras la guerra de Ucrania:  

¿es la autonomía estratégica 
un objetivo realmente 
compartido y factible?

Mercedes Guinea Llorente

La guerra de agresión rusa a Ucrania vuelve a po-
ner en la agenda de la Unión Europea (UE), con 
toda crudeza, la cuestión de la guerra y la necesi-
dad de defender con herramientas también militares 
la integridad territorial de sus Estados miembros 
(EE. MM.) y la seguridad de sus ciudadanos. En pa-
labras de los Jefes de Estado y de Gobierno de la 
UE, “la guerra de agresión rusa constituye un vuelco 
descomunal en la historia europea. En nuestra reu-
nión en Versalles hemos debatido cómo lograr que la 
UE esté a la altura de sus responsabilidades en esta 
nueva realidad, protegiendo a nuestros ciudadanos, 
nuestros valores, nuestras democracias y el modelo 
europeo” (2022:3). 

La guerra nos permite visualizar los efectos de un 
entorno internacional en deterioro donde normas y mul-
tilateralismo están siendo reemplazados por “políticas de 
poder”, donde la conectividad, en vez de ser un motor de 
cooperación, se convierte en fuente de conflicto (Leonard 
2022) y donde el peso del hard-power vuelve a ser de-
terminante. Y la UE en la protección de sus ciudadanos 
y modo de vida no puede ser ajena a esta realidad. La 

guerra también nos ha mostrado con crudeza que las 
capacidades defensivas europeas no están a la altura de 
lo que exige un conflicto de alta intensidad sostenido 
en el tiempo.

El desarrollo de una Unión de la Defensa ha sido 
en el proceso de integración una cuestión altamente 
controvertida, y también decepcionante, donde, como 
recuerda Borrell, ha existido una gran brecha entre las 
declaraciones y los resultados efectivos (Borrell 2023a: 
147). Esto se explica por la incidencia de varios factores 
de diferente alcance y naturaleza: su ligazón al núcleo 
duro de soberanía del Estado, la existencia de diferentes 
culturas estratégicas, percepciones y prioridades entre 
los EE. MM., la sospecha de unos EE. MM. por el li-
derazgo de otros, la distinta posición sobre el uso de 
la fuerza y la inevitable cuestión de su relación con la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), y 
por ende, con Estados Unidos. Tampoco podemos obviar 
el hecho de que la política de defensa está ligada a 
relevantes intereses nacionales, y que muchas veces los 
planeamientos y las compras vienen determinados por 
el deseo de favorecer a determinadas empresas nacio-
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nales o proteger determinadas alianzas internacionales. 
Por todo ello, y a pesar de que en 2016 hablábamos 
del “despertar de la bella durmiente”, el proceso de 
construcción de una Europa de la Defensa está resul-
tando arduo, complejo y más lento de lo que podríamos 
desear. En este ámbito, “el diagnóstico y las prescripcio-
nes están claras, pero ha habido un déficit de voluntad 
política” (Borrell 2023a:163).

Cabe en el año 2023 preguntarse cómo está inci-
diendo la vuelta del fantasma de la guerra al continente 
europeo en el desarrollo de la Política Común de Se-
guridad y Defensa (PCSD) y en la consecución de una 
auténtica autonomía estratégica, tal y como se ha fijado 
como objetivo la UE (EEAS 2016). En este momento se 
dan argumentaciones en dos sentidos diferentes. Se pue-
de considerar, en primer lugar, que la guerra y la amenaza 
existencial que la política de Putin encierra para la UE 
es un toque de atención para que los EE. MM. deci-
dan compartir soberanía en el ámbito de la defensa y 
la construcción de una verdadera política digna de ese 
nombre (Raik, Blockmans et al. 2023:37). En la dirección 
contraria hay otros que consideran que la guerra vuelve a 
poner de manifiesto la indispensabilidad de la OTAN para 
la defensa del continente europeo y que, por tanto, no 
va a incidir en un desarrollo positivo de la PCSD (Pirozzi, 
2023:2). Nos encontramos una vez más con el dilema 
eterno que enfrenta a los EE. MM. ante la integración 
europea: soberanía vs. eficacia. Dilema al que Monnet 
encontraba salida afirmando que Europa se formaría en 
las crisis y que sería la suma de las soluciones que apor-
táramos a las crisis (Monnet 1976:488).

En el presente trabajo vamos a analizar los desarro-
llos políticos que se han producido en los dieciséis meses 
de guerra para intentar, en la medida de lo posible, ofre-
cer una respuesta a si la crisis de Ucrania está sirviendo 
para fortalecer la política de defensa de la UE. Para ello 
plantearemos inicialmente un breve marco de referencia 
sobre las peculiares características de la PCSD y la coope-
ración existente en materia de defensa entre los EE. MM., 
para conocer cuál es el punto de partida y los condicio-
nantes existentes. En un segundo epígrafe abordaremos 

brevemente el concepto de autonomía estratégica refe-
rido a la defensa, tal y como se está planteando desde 
2016, y qué progresos ha experimentado. En una tercera 
parte analizaremos los desarrollos de la defensa que es-
tamos experimentando en este último año, tanto desde el 
punto de vista de los documentos estratégicos aprobados 
—Declaración de Versalles y Brújula Estratégica— como 
de las realizaciones, para no solo ver las declaraciones de 
intenciones, sino también los resultados, y preguntarnos 
si existe un cambio de paradigma. Terminaremos con las 
conclusiones y recomendaciones de acción.

La Política Común de Seguridad y Defensa: 
coordinación en manos de los Estados 
miembros

El proyecto de integración europea nace con un ADN 
ideológico específico, basado en las ideas kantianas 
de que promover “el tráfico comercial entre diferentes 
pueblos (…) hubo de tener como consecuencia el man-
tenimiento de las relaciones pacíficas entre ellos y aún 
con otros más apartados” (Kant 2011:81). Parte de la 
presunción de que en las relaciones internacionales es 
posible acabar con la guerra a través de la generación 
de interdependencias —y por tanto de intereses comu-
nes— entre los Estados. En consecuencia, el hard power 
no fue considerado en el modelo de Maastricht entre las 
herramientas que la UE debería tener para convertirse en 
un actor internacional. Decía un observador atinadamen-
te que “la UE no se hizo para hacer la guerra”. 

Desde sus orígenes, la UE ha convivido con la OTAN, 
organización en la que participan la mayor parte de los 
EE. MM. y que ha servido para que Estados Unidos ac-
tuara como garante de la seguridad europea1. Este hecho 

1   A fecha de 30 de junio de 2023, la UE y la OTAN comparten 22 

EE. MM., estando pendiente la ratificación de la adhesión de Suecia a 

esta última por parte de Turquía y Hungría, lo que haría que fueran 23. 

Los Estados UE que quedarían fuera de la OTAN son los 4 neutrales o no 

alineados: Austria, Irlanda, Malta y Chipre. Sumando sus poblaciones, 
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hace que los europeos hayan podido decidir destinar sus 
recursos económicos prioritariamente a políticas sociales 
y de bienestar, y hayan sacado de su mentalidad la necesi-
dad de invertir en defensa (Cottey 2013:11). Esto explica, 
por una parte, una integración europea que no introduce 
más que tardíamente la seguridad y defensa entre sus 
actividades, solo desde 2003. Y también responde a la 
realidad, constantemente afeada desde Estados Unidos, 
de que los EE. MM. no inviertan suficientemente en sus 
capacidades defensivas2, lo hagan fragmentariamente3 o 
que sea el primer sector en el que se recorta cuando nos 
vemos afectados por una crisis económica4.

Los Tratados desde Maastricht incluyen la posibilidad 
de que la UE desarrolle una Política Exterior y de Seguri-
dad Común, “incluida la definición de una política común 
de defensa, que podrá conducir a una defensa común” 
(art. 24 TUE) en un enfoque progresivo que, en su eta-
pa final, ha de ser ratificado por los EE. MM. conforme 
a sus normas constitucionales internas. Está diseñada 
como una política intergubernamental, lo que implica 
que la UE no tiene una competencia propia, sino que 
actúa de foro en el que los EE. MM. coordinan sus polí-
ticas nacionales y deciden actuaciones conjuntas. Sigue, 
por tanto, tradicionalmente las reglas de la interguber-
namentalidad: unanimidad del Consejo como regla de 

una vez que Suecia se adhiera, el 96,5% de la población europea estará 

cubierta por la garantía de la Alianza Atlántica.

2   Muy lejos del 2% del PIB fijado como umbral por la OTAN, los 

EE. MM. en 2021 agregadamente solo destinaron un 1,5% de su PIB 

a defensa (European Commission 2022:1).

3   Cuando los propios EE. MM. se habían propuesto destinar a proyec-

tos colaborativos con otros EE. MM. un 35% de su gasto en defensa, en 

2021 solo se llegó a un 11%, frente al 89% destinado a gasto nacional 

(European Commission 2022:1).

4   Así, a modo de ejemplo, la crisis financiera desencadenada en 2008 

tuvo un efecto global de recortes en el presupuesto de defensa de los 

27 EE. MM. que llega a alcanzar un 12% en 2014. Esos presupuestos 

no llegarían a recuperar el nivel de gasto que se tenía en 2007 hasta 

el año 2018. En el entretanto, potencias como Rusia o China han 

multiplicado su gasto por 3 o por 4 (EDA 2021:4).

decisión5, no participación de las instituciones comunes, 
no vinculatoriedad jurídica de las decisiones adoptadas 
y prohibición de que los gastos militares se financien con 
cargo al presupuesto comunitario. 

La consecuencia más clara de que sea un área de 
cooperación es que se decide no dotar a la UE de ca-
pacidades militares propias, sino que la ejecución de las 
operaciones conjuntas se apoya en las “capacidades 
proporcionadas por los Estados miembros” (art. 42.1). 
El Tratado refleja también la variedad de naturalezas de 
las políticas de seguridad y defensa de los EE. MM., re-
cogiendo tanto el compromiso de “respetar” las obliga-
ciones derivadas del Tratado de la OTAN para los EE. MM. 
que sean parte de esta organización (art. 42.2), como la 
voluntad de integrar a los Estados neutrales y no alinea-
dos en una política que prevé también la utilización de 
medios civiles (art. 42.3).

El Tratado de Lisboa, que surgió de la iniciativa políti-
ca de la Convención Europea, supuso un paso adelante, 
en la medida en que superó el enfoque de política de 
seguridad centrada en la gestión de crisis de los tratados 
anteriores y puesta en marcha desde 2003. El nuevo giro 
hacia una política de defensa pretendía tanto fomentar la 
cooperación entre EE. MM. para conseguir la excelencia 
en capacidades militares como la asistencia y defensa 
mutua (Guinea 2011:655). En el primer sentido, el trata-
do establece una Agencia Europea de Defensa con la fi-
nalidad de determinar necesidades operativas, reforzar la 
base industrial y tecnológica y participar en la definición 
de una política europea de capacidades y armamento. Se 
quería abordar tanto el problema del gasto fragmentado 
y el planeamiento hecho solo a escala nacional, como el 
déficit de inversión en tecnologías clave (Acción Común 
2004/551/PESC). Dada su necesidad, los EE. MM. no 
esperarían a la entrada en vigor del tratado y la crea-
rían ya en 2004, desarrollando desde los primeros años 

5   Hay que recordar que esta unanimidad es una exigencia insuperable, 

dado que el TUE prohíbe expresamente en su artículo 30.4 que se 

pueda aplicar la mayoría cualificada a cualquier decisión que tenga 

repercusiones en el ámbito militar o de la defensa.
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proyectos colaborativos para fomentar la innovación y la 
puesta en marcha de un mercado común de la defensa. 

Con la misma finalidad, el artículo 42.6 del TUE crea 
la cooperación estructurada permanente “para los Esta-
dos que cumplan criterios más elevados de capacidades 
militares y que hayan suscrito entre sí compromisos más 
vinculantes al respecto”. Esta institución se pensó con 
la idea de permitir agrupaciones variables de EE. MM. 
que cooperaran sobre bases pragmáticas para desarrollar 
proyectos concretos de capacidades. Introduce una cierta 
comunitarización o mayor exigencia, en la medida en 
que una vez constituido el proyecto, sus participantes 
toman decisiones por mayoría cualificada y, en caso de 
que un Estado no cumpla con sus compromisos, puede 
ser expulsado, lo que constituye una forma de sanción. 
Se recoge también en el artículo 42.7 una cláusula de 
asistencia mutua y solidaridad entre EE. MM. en caso 
de agresión armada que podría convertir la UE en una 
alianza defensiva. Los EE. MM., sin embargo, hasta este 
momento han decidido dejar esta cláusula como papel 
mojado al no haberla desarrollado normativamente ni 
haber establecido los procedimientos institucionales, ni 
las capacidades políticas necesarias para su implemen-
tación. Se constata así que no desean hacer sombra a la 
OTAN y que prefieren respetar el monopolio de esta para 
garantizar la defensa colectiva de los EE. MM. en una 
suerte de división del trabajo (Guinea 2023).

Para finalizar estas reflexiones previas hay que señalar 
que dos de los EE. MM. obtuvieron en momentos distintos 
excepciones en materia de defensa, debido en ambos casos 
a referendos de ratificación de Tratados negativos. Sería 
Dinamarca en 1992, con motivo de la ratificación de Maas-
tricht (Consejo Europeo 1992: Parte B), e Irlanda en 2008, 
para conseguir la vigencia del Tratado de Lisboa (Consejo 
Europeo 2008: Anexo I). Los dos consiguen no verse vin-
culados por las obligaciones del tratado a este respecto, 
pero nada obsta a que se puedan adherir voluntariamente 
a determinadas instituciones o compromisos de PCSD o a 
que decidan cooperar bilateral o multilateralmente en te-
mas de defensa con otros EE. MM. La guerra ha cambiado 
la posición danesa, como veremos más adelante.

La autonomía estratégica vinculada  
a la defensa: una cuestión 
(tradicionalmente) controvertida

El Tratado de Lisboa, en vigor desde 2009, introduce 
innovaciones para poner en marcha una política de de-
fensa que se sume a la previa de seguridad, pero estas no 
resultan aplicadas en los años siguientes. Habrá que es-
perar hasta 2016, año que supone un punto de inflexión 
en la política europea, pasando el Consejo Europeo a 
situar la defensa entre sus prioridades, con la adopción 
del objetivo de la autonomía estratégica. Este nuevo ob-
jetivo es planteado por la Estrategia Global de la Unión 
Europea en materia de Política Exterior y Seguridad (EEAS 
2016: 4) y desarrollado por la Hoja de Ruta de Bratislava 
(Jefes de Estado y de Gobierno 2016:5). La autonomía 
estratégica se entiende como “la capacidad para actuar 
de manera autónoma cuando y donde sea necesario y, 
en la medida de lo posible, con los países asociados” 
(Council of the EU 2016).

Podemos preguntarnos qué pasó en 2016 para que 
la mentalidad y la voluntad de los EE. MM. cambiara. El 
entorno internacional se ve convulsionado, creciendo la 
demanda de seguridad. Se generaliza el conflicto y la 
inestabilidad en el vecindario, tanto en el Este, después 
de la primera guerra de Ucrania, como en el Mediterrá-
neo, con los diversos conflictos en que desemboca la 
Primavera Árabe. La política global también se vuelve 
más agria y menos cooperativa con la creciente asertivi-
dad de las potencias emergentes. Y, finalmente, la llegada 
de Trump a la Casa Blanca hace recelar de que la OTAN 
siga pudiendo ser considerada como la garante de la 
seguridad europea. 

Dentro de la propia UE también se dan otras dinámi-
cas que favorecen el desarrollo de la política de defensa: 
un cambio significativo en la opinión pública europea 
causado por el entorno internacional, una Comisión Eu-
ropea liderada por Juncker mucho más política, que no 
duda en asumir un rol nuevo interpretando creativamen-
te los tratados, y la ventana de oportunidad que supone 
el Brexit. Efectivamente, la salida del Reino Unido actúa 
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como revulsivo en una triple dirección: crea un vacío de 
capacidades, al ser el ejército británico el más importante 
de la UE; desaparece el tradicional veto de este país al 
desarrollo de una defensa propiamente europea y los 
líderes europeos se sienten obligados a dar una señal de 
compromiso con el futuro político de la UE, papel en el 
que la defensa actúa como un potente símbolo (Guinea 
2021:166).

La Unión Europea de la Defensa que se pone en 
marcha entre 2016 y 2017 bascula en torno a tres pila-
res diferentes: que han sido denominados como “pen-
sar, comprar y actuar juntos” (Tocci 2018:135-137). El 
primer paso se da en noviembre de 2016, cuando la 
Comisión Europea elabora el Plan de Acción de la Defen-
sa Europea (Comisión Europea 2016). Este documento 
hace un balance de los déficits de seguridad y defensa 
existentes, se fija como objetivo promover la eficiencia 
en el gasto militar de los EE. MM., se propone promo-
ver la cooperación entre EE. MM. mediante incentivos 
financieros en investigación y desarrollo de capacidades 
y pone también el énfasis en reforzar la competitivi-
dad y la innovación de la base industrial de la defensa. 
Consecuencia de este Plan de Acción, en 2018 se crea 
el Programa Europeo de Desarrollo Industrial en mate-
ria de Defensa, que apunta a reforzar la investigación 
y el desarrollo en materia militar, apoyando esfuerzos 
colaborativos tanto de EE. MM. como de industrias con-
cretas (Reglamento (UE) 2018/1092). Se quiere con él 
abordar uno de los déficits importantes de la defensa 
europea como es la falta de inversión pública en tec-
nologías críticas y la consecuente brecha en innovación 
con otras regiones del mundo. 

Consecuencia de lo anterior, se decide poner en mar-
cha un proyecto piloto para financiar con presupuesto 
comunitario los esfuerzos colaborativos en investigación 
en materia de defensa. Sería la Acción Preparatoria sobre 
Investigación en materia de Defensa, que perseguía tes-
tar limitadamente algunos elementos de un futuro Fondo 
Europeo de Defensa (European Commission 2023a). La 
Acción Preparatoria se aplicó durante el bienio 2017-
19, siendo dotada con 90 millones de euros. Bajo esta 

iniciativa se han financiado 18 proyectos de investigación 
colaborativos, que han sido seleccionados en respuesta 
a tres convocatorias concretas. 

El Tribunal de Cuentas acaba de presentar recien-
temente el informe valorativo de esta iniciativa prepa-
ratoria (Tribunal de Cuentas 2023). Sostiene que como 
banco de pruebas su eficacia ha sido limitada. En lo que 
a nosotros nos importa —verificar la eficacia del progra-
ma a través de la implicación de los EE. MM.— señala 
que las convocatorias han tenido un éxito desigual entre 
EE. MM. e industrias, habiendo alguna en la que apenas 
se han presentado consorcios. La participación queda 
claramente focalizada en los grandes EE. MM. de Europa 
Occidental, con fuertes industrias de defensa. Lidera así 
abrumadoramente Francia en coordinación de proyectos 
y en entidades públicas y privadas participantes, le sigue 
a distancia Italia, y con mucha mayor diferencia Alema-
nia y España. Los Estados del Este y nórdicos no lideran 
ningún proyecto y sus entidades apenas participan en 
proyectos de esta iniciativa, luego no están interesados 
en inversiones conjuntas en defensa. Se detecta aquí un 
recelo de estos últimos EE. MM. hacia un proyecto que 
entienden que, al ser liderado por el eje francoalemán, 
promueve sus intereses en exclusiva.

En 2021 ya con carácter permanente, dentro del 
actual Marco Financiero Plurianual, se creaba el Fondo 
Europeo de Defensa (FED), con la finalidad de cofinanciar 
los proyectos colaborativos de investigación y desarrollo 
entre varios EE. MM., así como la compra conjunta de 
equipos de defensa (Reglamento (UE) 2021/697). Los 
objetivos son abordar déficits en materia de capacidades, 
invertir en investigación, fortalecer una industria a escala 
europea y generar interoperabilidad entre las capacida-
des militares de los EE. MM. Recibía ya una dotación 
considerable, llegando a los 7 953 millones de euros. Am-
parándolo bajo la base jurídica de la política industrial, se 
rompen con el FED dos tabúes: la prohibición de financiar 
gastos militares con cargo al presupuesto comunitario y 
la notable influencia de la Comisión, vía aprobación de 
las convocatorias. El FED no altera el modelo de PCSD 
actual, en la medida en que los proyectos cofinanciados 
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o las capacidades adquiridas lo serán de los EE. MM. 
o empresas participantes, quienes decidirán, en última 
instancia, qué destino darles.

Para poder conocer el estado de las capacidades de 
defensa de los EE. MM. y permitir la actuación coordi-
nada, se ponía en marcha en 2017 la Revisión Anual 
Coordinada en Defensa. Este proceso —CARD, por sus 
siglas en inglés— encomendado a la AED, realiza a lo 
largo de un año una evaluación del panorama de la de-
fensa europea, analizando la información que procede de 
los planeamientos de defensa nacionales desde la pers-
pectiva de las prioridades de desarrollo de capacidades 
europeas (EDA 2023). Pretende ofrecer un diagnóstico 
de las necesidades conjuntas para permitir que los ins-
trumentos con los que cuenta la UE (FED, PESCO, etc.) 
puedan dirigirse a apoyar proyectos colaborativos entre 
entidades públicas y privadas de los EE. MM. para paliar 
esas limitaciones. Su objetivo a largo plazo es ir consi-
guiendo un progresivo alineamiento de los planeamien-
tos y desarrollos de capacidades nacionales, buscando 
la complementariedad y europeización de las políticas 
de defensa nacionales.

Al mismo tiempo, en diciembre de 2017, el Consejo 
aprobaba la solicitud de veinticinco EE. MM. de activar 
la Cooperación Estructurada Permanente (PESCO), para 
asumir compromisos más vinculantes en relación a la 
defensa y lanzar proyectos cooperativos entre grupos 
de EE. MM. para desarrollar capacidades tanto militares 
como institucionales (Decisión (PESC) 2017/2315). La 
PESCO supone una innovación política relevante, en la 
medida en que permite la flexibilidad, de forma que los 
EE. MM. deciden en qué proyectos cooperar y comprome-
ter sus recursos según sus filosofías e intereses concretos. 
Así, a título de ejemplo, podemos ver cómo los Estados 
neutrales o con filosofías de potencia civil se decantan 
por la participación en proyectos sobre seguridad. La 
PESCO también supone el robustecimiento de una po-
lítica intergubernamental con una cierta limitación de 
soberanía, ya que los participantes asumen compromisos 
jurídicamente vinculantes; los resultados son sometidos 
a evaluación; una vez dentro del proyecto las decisiones 

se toman por mayoría cualificada; y existe la posibilidad 
de sancionar al Estado incumplidor con la expulsión. 
Consecuencia del referéndum sobre defensa celebrado, 
Dinamarca se uniría a la PESCO en mayo de 2023, sien-
do en la actualidad Malta el único Estado miembro no 
participante (Decisión (PESC) 2023/1015).

En la fecha en que se escribe ya se han aprobado 
un total de 72 proyectos y se han cerrado 3 por decisión 
de sus miembros (Decisión (PESC) 2023/995). Son muy 
variados: los hay desde el desarrollo de material militar 
específico o munición, hasta la configuración de estructu-
ras, logísticas o institucionales para apoyar operaciones; 
plataformas de cooperación entre EE. MM., o estructuras 
de entrenamiento o formación. Analizando la totalidad 
de ellos, se puede constatar que, en este momento, la 
PESCO persigue cuatro objetivos diferenciados: reducir 
el número de sistemas de armamento existentes; refor-
zar la cooperación operacional entre EE. MM.; conectar 
las tropas a través de la interoperabilidad; y fortalecer 
la competitividad industrial y la innovación. Como en 
el caso del FED, las capacidades militares desarrolladas 
bajo este formato son de titularidad de los participantes, 
que pueden decidir aplicarlas en el marco de la UE o en 
otras operaciones internacionales bajo mandato de la 
ONU o de la OTAN.

De los proyectos, si nos atenemos a la financiación, 
unos son muy ambiciosos, otros más limitados; y, en 
cuanto al interés que han recibido por parte de los Esta-
dos miembros, también la participación es muy diversa: 
así el más multitudinario es el de Movilidad Militar, en 
el que participan la totalidad de los miembros PESCO, e 
incluso Estados terceros6, mientras que hay varios proyec-
tos con solo dos participantes. En cuanto al compromiso, 
se ve diferente implicación de la práctica totalidad de los 
Estados, si bien aquí también se detecta que los grandes 

6   En este proyecto se ha autorizado por parte del Consejo la par-

ticipación de algunos Estados pertenecientes a la OTAN, que habían 

mostrado su interés, como Estados Unidos, Canadá, Noruega y Reino 

Unido, dado que la movilidad militar también es una de las líneas de 

acción de la cooperación UE-OTAN.
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Estados cuentan con más recursos que destinar a estos 
proyectos, luego ostentan el liderazgo. 

En la propia evaluación institucional que se hace de 
la PESCO, vemos que los resultados son ambivalentes 
(Recomendación 2022/C433/02). El Consejo llama a que 
los EE. MM. pongan más empeño en cumplir los compro-
misos en inversión nacional en defensa, en alineamiento 
de sus objetivos con las necesidades de la UE y en la par-
ticipación en misiones y operaciones de PCSD. También 
se muestra preocupado porque un número limitado de 
proyectos no está cumpliendo con sus objetivos en los 
plazos establecidos, aunque subraya que la mayoría sí lo 
hacen. Se muestra esperanzado, además, en que el nuevo 
impulso político que está recibiendo la defensa desde 
2022 como consecuencia de la guerra refuerce la vo-
luntad de los EE. MM. y conduzca a mayores resultados.

Finalmente, consecuencia de ese despertar, en junio 
de 2017, también se adoptaría por el Consejo Europeo 
la decisión de contar con un centro de mando de opera-
ciones permanente, para dotar a la UE de capacidades 
estratégicas, la Capacidad Militar de Planificación y Con-
ducción, primero activada para misiones civiles y mixtas, 
y después para pequeñas misiones ejecutivas, es decir, 
militares (Decisión (UE) 2017/971). Ya se han dirigido 
desde allí tres operaciones no ejecutivas: Somalia, Re-
pública Centroafricana y Mali. Valorando su aportación, 
se ve que ha facilitado la transmisión de información y 
la adopción de decisiones políticas, pero que requiere de 
mayor dotación de personal y recursos (Reykers 2019). 
Este elemento es muy relevante y es la otra pieza que 
necesita la defensa común. No se podrán desplegar y 
utilizar las fuerzas nacionales en operaciones conjuntas 
si la UE no cuenta con las capacidades institucionales 
necesarias de mando y control, inteligencia, logística, 
administración y enseñanza. No solo esta decisión, sino 
también algunos proyectos PESCO van construyendo de 
manera agregada estas capacidades.

Otra decisión del Consejo Europeo, no menos im-
portante, sería la de financiar el despliegue de Battle-
groups con cargo a recursos comunes (Consejo Europeo 
2017:5). Este había sido el principal problema en el 

pasado, los batallones conformados por los EE. MM. y 
dispuestos para ser desplegados por la UE existían des-
de 2007, pero nunca han sido utilizados. Ahora está en 
cuestión si este enfoque va a ser sustituido por la Fuerza 
de Despliegue Rápido. Desde 2016 también se pone en 
marcha una cooperación institucionalizada entre la UE y 
la OTAN, que ha llevado en este momento a tres decla-
raciones conjuntas y a la puesta en marcha de un marco 
de diálogo político sólido y un número sustancioso de 
proyectos en materia de seguridad, yendo desde la mo-
vilidad militar a la seguridad marítima o la ciberseguridad 
(EU-NATO 2022).

Valorando esta etapa del despegue de la política de 
defensa europea, se percibe que los EE. MM. comienzan 
un camino de cooperación, priorizando las capacidades 
y los aspectos industriales, pero existen aún importantes 
diferencias entre ellos (Duke 2018), todavía se muestran 
muy reacios a pensar solo en clave europea y abandonar 
el enfoque soberano de la defensa. Como el propio Tri-
bunal de Cuentas señala, son muchos los desafíos que 
perduran para conseguir que estas nuevas iniciativas 
tengan impacto en la capacidad de la UE de defenderse 
a sí misma (2019:6-7): un proceso eficaz de planificación 
al propio nivel de la UE, la participación efectiva de los 
EE. MM., el impacto sobre las necesidades de capaci-
dad reales y el marco de gobernanza y de rendición de 
cuentas. Coincidimos con Katsoulis en que se han hecho 
importantes progresos desde el punto de vista institu-
cional, pero no se invierte por parte de los EE. MM. en 
capacidades y no se detecta voluntad política entre los 
EE. MM. para actuar juntos (2022:102). 

Ese va a ser el siguiente objetivo, intentar conseguir 
que los EE. MM. vean como una prioridad la Unión de la 
Defensa y se comprometan efectivamente con su éxito, 
ya que son estos los “que constituyen la pieza central de 
la arquitectura de la defensa europea” (Tribunal de Cuen-
tas, 2019:7). Desde que el Alto Representante Borrell 
tomara posesión de su mandato, va a plantearse como 
objetivo dar los pasos necesarios para asegurar la capaci-
dad de actuación colectiva de la UE (Borrell 2023a:151). 
Detecta que uno de los principales problemas del fraca-
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so de los objetivos presentados por la PCSD y la poca 
implicación nacional ha sido las diferencias de visiones 
sobre lo que debe ser la PCSD, de culturas estratégicas 
y de intereses entre los EE. MM. y el recelo entre los 
EE. MM. Por ello, se propone trabajar en la formulación 
de un enfoque comprehensivo para la PCSD, que sea 
consensuado por los propios Gobiernos, para que actúe 
como una “guía de acción” para ser implementada en 
los siguientes años. Es la Brújula Estratégica, que aunque 
se aprueba ya comenzada la guerra de Ucrania, responde 
a la lógica anterior, por lo que la destacamos en este 
apartado (Consejo de la UE 2022). 

Su finalidad es promover una cultura estratégica 
común y un listado de objetivos que comprometa a los 
EE. MM. y rompa con la brecha entre expectativas y resul-
tados. Lo primero se intenta lograr a través del método de 
elaboración en que, sobre un primer esbozo realizado por 
expertos, la redacción final es realizada por los EE. MM. 
para que sea su plan. La segunda intención se pretende a 
través de la fijación de plazos para la consecución de los 
hitos y un “robusto” plan de seguimiento y evaluación. Y, 
en ese momento, se produce la invasión rusa de Ucrania, 
lo que da un nuevo sentido y finalidad a esa intención 
inicial y hace que el documento sea levemente reformado 
en el último momento.

Defensa y autonomía estratégica  
tras la vuelta de la guerra a Europa:  
¿un punto de inflexión? 

La invasión de Rusia a Ucrania el 24 de febrero de 2022 
presenta un impacto brutal en el curso de la integración 
europea contribuyendo al desarrollo de la UE como actor 
geopolítico (Guinea 2022). Afecta a la concepción de 
sus políticas, produciéndose una “hobbesianización” de 
su visión del mundo y de las relaciones internacionales. 
Impacta en la propia politics de la PESC, desarrollándose 
dinámicas más supranacionales. Contribuye a una recon-
sideración de las políticas con incidencia en el conflicto, 
produciéndose una “weaponización” de instrumentos 

económicos y sociales. Y, finalmente, instiga una refor-
mulación de toda su estrategia política, poniéndose el 
objetivo de la autonomía estratégica como vector trans-
versal de toda la acción política europea. Y, en esta nueva 
agenda política global, la defensa va a ser colocada en 
un lugar principal en la decisión de asumir nuestras res-
ponsabilidades en nuestra seguridad y construir la “sobe-
ranía europea” (Jefes de Estado y de Gobierno 2022:3). 

Respecto a la PCSD, la guerra impacta de maneras 
diferentes en el contexto de seguridad europeo, pre-
sentando nuevas demandas para que se desarrolle una 
Unión de la Defensa. Cambia radicalmente el contexto 
internacional y europeo de seguridad, demostrando que 
el marco normativo de la posguerra fría ha quedado in-
servible y que existe la posibilidad real de que los Estados 
de la UE sean agredidos y, dadas sus capacidades, mejor 
se protegen juntos que por separado. En paralelo a lo an-
terior, se pone de manifiesto la vulnerabilidad actual de 
la UE, que presenta un relevante déficit de capacidades 
competitivas de hard power y que depende estructural-
mente de Estados Unidos para su defensa a través de la 
OTAN. En tercer lugar, Ucrania también es una muestra 
de las formas híbridas de conflictividad actual y plantea 
la necesidad de abordar otras dimensiones de la defensa, 
como la cíber, la marítima y la espacial. 

Igualmente, el hecho de que Ucrania sea socio de 
la UE desde 2014 ha hecho que se le apoye de todas 
las maneras posibles, y ha incluido de facto a este país 
en el espacio UE de seguridad, lo que nos obliga a un 
apoyo político y militar no solo en el marco del conflicto, 
sino también en el largo plazo (Biscop 2023). El propio 
y concreto apoyo militar de los EE. MM. a Ucrania, ce-
diendo armamento y munición, plantea la necesidad de 
rellenar los stocks de material militar nacional, lo que 
permite una modernización y una “europeización” de las 
capacidades militares nacionales. Y, finalmente, incluso 
la propia reorganización de la OTAN con su objetivo del 
Nuevo Modelo de Fuerza supone una oportunidad para 
una mayor cooperación de los EE. MM., reforzando su 
interoperabilidad, lo que indirectamente también podría 
afectar a la PCSD (Biscop 2023).
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La toma de conciencia del nuevo entorno geopolítico 
ha hecho igualmente que las propias posiciones de los 
EE. MM. en relación a sus políticas de defensa hayan 
cambiado radicalmente. Así, hay que subrayar, en primer 
lugar, la decisión de Suecia y Finlandia de integrarse en 
la OTAN, renunciando a décadas de políticas como po-
tencias civiles. Finlandia es ya miembro de la Alianza 
Atlántica, Suecia espera a que se resuelvan las tensiones 
con Turquía y obtenga la ratificación de su adhesión por 
parte de los Parlamentos turco y húngaro. Igualmente, 
el 1 de junio de 2022, Dinamarca celebraba un refe-
réndum en el que preguntaba a su ciudadanía sobre su 
incorporación a la PCSD renunciando al opting-out de 
Maastricht. El resultado positivo, respaldado por un 67% 
de los votantes (Schaart 2022), eliminaba al grupo de los 
“soberanistas” de la PCSD. Incluso, Irlanda, que también 
tiene un opting-out formalmente, cada vez participa más 
activamente en iniciativas comunes de defensa7. 

El conflicto presenta también un impacto en el apo-
yo de la opinión pública europea a una defensa común 
europea, a pesar de que siempre se ha destacado por ser 
amplio —extendido a todos los EE. MM.— y alto. Así, 
el Eurobarómetro desarrollado justo un año después de 
la invasión muestra que un 77% de los que responden 
están a favor de una política común de seguridad y de-
fensa, un 80% respalda la idea de que las compras de 
equipamiento militar entre EE. MM. estén mejor coordi-
nadas y un 69% defiende que la UE necesita reforzar su 
producción de equipamiento militar (Standard Euroba-
rometer 2023).

En paralelo, la totalidad de los EE. MM. han reforza-
do muy notablemente su gasto en defensa, como con-
secuencia de la guerra, siendo Europa con un 13% la 
región del mundo que más ha aumentado en el último 
año el presupuesto militar (SIPRI 2023:1). Esto muestra 
que los EE. MM. han lanzado un proceso, largo y difícil, 
de reforzamiento de sus capacidades nacionales de de-

7   Este país participa en la AED y en la PESCO, a pesar de su excepción. 

En la activación del art. 42.7 por Francia en 2015, en que pedía asisten-

cia en su lucha contra el terrorismo internacional, también respondió.

fensa, lo que resulta esencial para mejorar la habilidad 
de Europa de asegurar su propia seguridad (Raik, Bloc-
kmans et al. 2023:32).

Los países europeos, además, han anunciado que 
expandirán muy notablemente su gasto militar en los 
próximos 5 a 10 años, lo que también responde a los 
proyectos multianuales en que se han embarcado (SIPRI 
2023:5). Se demuestra así que el objetivo no es solo 
dedicar más gasto, sino gastar mejor, en proyectos coo-
perativos que refuercen la defensa del conjunto. Ejemplo 
de este giro es Alemania, que ha estipulado expresamen-
te que ese reforzamiento de la defensa nacional tiene 
la finalidad de asegurar la defensa territorial de Europa 
(Scholz 2023:24). Constatamos así que la guerra y el 
enemigo común crean una voluntad política que antes 
no existía. 

Todo ello conduce a que la UE adopte, apenas tres 
semanas después del inicio de la guerra, su ambiciosa 
Agenda de Versalles, donde se propone el objetivo de la 
autonomía estratégica en tres áreas concretas de vulne-
rabilidad visibilizadas por el conflicto: defensa, energía 
y economía (Jefes de Estado y de Gobierno 2022). En 
relación a la defensa se plantean una serie de objetivos: 
(a) aumentar sustancialmente el gasto en defensa, dedi-
cando una parte significativa a la inversión, centrándose 
en las carencias estratégicas detectadas y desarrollando 
capacidades de defensa de manera colaborativa; (b) crear 
nuevos incentivos para estimular las inversiones colabo-
rativas de los EE. MM. en proyectos conjuntos y la adqui-
sición conjunta de capacidades de defensa; (c) aumentar 
la inversión en las capacidades necesarias para llevar a 
cabo el abanico completo de misiones y operaciones, 
en particular elementos de apoyo estratégicos como la 
ciberseguridad y la conectividad espacial; (d) fomentar 
las sinergias entre la investigación y la innovación civiles, 
de defensa y espaciales e invertir en tecnologías críticas 
y emergentes y en innovación para la seguridad y la de-
fensa; (e) adoptar medidas para reforzar y desarrollar la 
industria de defensa, incluidas las pymes; (f) protegerse 
frente a la intensificación de la guerra híbrida, reforzan-
do la ciberresiliencia, la protección de infraestructuras y  
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luchando contra la desinformación; (g) mejorar la dimen-
sión de seguridad y defensa de las industrias y activi-
dades espaciales; (h) acelerar la labor sobre movilidad 
militar en toda la UE.

Analizando detalladamente el mandato de Versalles, 
se ve que no hay grandes innovaciones de modelo, sino 
que se construyen y refuerzan los principales elementos 
que ya apuntalan la PCSD con nuevos compromisos. Res-
ponden todos ellos a esas demandas del entorno cam-
biante que muestra la guerra y que hemos visto más 
arriba. Es relevante, en este sentido, que el formato de 
esta Cumbre no es un Consejo Europeo, es una reunión 
de los Jefes de Estado y de Gobierno de la UE, lo que 
señala que actúan más allá de las competencias de la UE 
y que se comprometen como ente solidario a abordar una 
serie de desafíos en común. El valor añadido de Versalles 
es una mayor voluntad política, causada por la guerra, 
que se manifiesta en que se concibe como un plan de 
acción, que prevé una revisión periódica de su estado 
de realización por parte del Consejo Europeo. Si a eso 
se le añade el incremento de gasto militar por la práctica 
totalidad de los EE. MM., la lectura política es el com-
promiso de los líderes nacionales no solo de gastar más 
en equipamiento militar y de seguridad, sino de gastar 
en común, en proyectos compartidos para garantizar la 
interoperabilidad y, por tanto, la defensa común de la UE.

La Agenda de Versalles hay que leerla en conjunto 
con la Brújula Estratégica, que se aprobaría por el Con-
sejo, apenas dos semanas después (Consejo de la UE 
2022). Hemos visto que responde a una lógica diferente 
y previa a la guerra, pero los objetivos confluyen. La 
Brújula, además de un diagnóstico común de amenazas 
y riesgos, incluye también un plan de acción, a realizar 
igualmente de aquí a 2030, con un conjunto de obje-
tivos y medidas que se refieren de una manera global 
a seguridad y a defensa divididos en cuatro pilares. El 
primer pilar, “actuar”, pretende reforzar la respuesta 
de la UE a las crisis, proponiéndose cuatro grandes ob-
jetivos: mejorar la gestión de crisis, incidiendo en los 
mandatos, la decisión, la financiación y buscando mayor 
coherencia; desarrollar una Capacidad de Despliegue 

Rápido de 5 000 efectivos; generar capacidades propias 
para la gestión civil de crisis y fortalecer las estructuras 
de mando y control, la movilidad militar y los ejercicios 
conjuntos. El segundo pilar, “asegurar”, se proponer tra-
bajar en la resiliencia a través de mejorar la habilidad 
de anticipación para asegurarnos un entorno seguro. 
Dentro de él los objetivos son: reforzar las capacida-
des de inteligencia; crear una “caja de herramientas” 
híbridas para responder a amenazas de este tipo, con 
especial énfasis en la desinformación; y fortalecer las 
dimensiones cíber, de seguridad marítima y de espacio. 
En el tercer pilar, llamado “invertir”, es donde encon-
tramos mayor confluencia con la Agenda de Versalles. 
Se busca gastar más y mejor para mejorar las capa-
cidades operativas; desarrollar capacidades de última 
generación; y utilizar la PESCO y el FED para desarrollar 
capacidades críticas de manera cooperativa e invertir 
en innovación. El cuarto y último pilar, “asociaciones”, 
se propone reforzar la cooperación estratégica con la 
OTAN, la ONU y otras organizaciones regionales; desa-
rrollar asociaciones bilaterales con países con valores y 
principios similares y, finalmente, promover un Foro de 
Asociación en Seguridad y Defensa con todos los socios. 

Al analizar la Brújula nos surgen una serie de con-
sideraciones. En primer lugar, se centra más en una 
visión amplia de la seguridad, aunque hay elementos 
específicos de defensa. Parece que no encierra una gran 
innovación en materia de PCSD, dado que hay muchos 
elementos en los que ya se estaba trabajando previa-
mente. No es, por tanto, un compromiso aislado, sino 
que se integra perfectamente en todo el desarrollo de 
PCSD y es perfectamente compatible con la Agenda de 
Versalles. Las innovaciones pueden ser relevantes, sobre 
todo las que apuntan a capacidades propias de la UE y 
su utilización, como la Capacidad de Despliegue Rápida 
o la mejora de las estructuras institucionales, como la 
de inteligencia o la de mando o control. Sin embargo, 
en que no se salte a otro modelo está su valor añadido, 
buscando comprometer efectivamente a la totalidad de 
los EE. MM. con su consecución. Y aquí la evaluación 
de su implementación va a resultar clave. No obstante, 
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tenemos que seguir señalando que, aunque se alude va-
rias veces a la “solidaridad y asistencia mutua” prevista 
por el artículo 42.7 (Consejo de la UE 2022:2), no se 
plantea su desarrollo normativo ni su operatividad, luego 
no aborda el desafío de la defensa territorial de la UE, 
cuestión que se sigue dejando a la OTAN. 

Realizaciones en el primer año de respuesta 
común a la guerra: un cambio de paradigma

La invasión rusa de Ucrania hace que los EE. MM. cam-
bien sus políticas nacionales de defensa. La nueva agenda 
estratégica parece también mostrar una voluntad política 
clara de desarrollar una política común en el seno de la 
UE para delegar crecientemente a esta organización “la 
defensa de sus ciudadanos y de la Unión” (Consejo de 
la UE 2022:5). Sin embargo, en los esfuerzos para cons-
truir una defensa común hemos constatado demasiadas 
veces la realidad de la tesis del capabilities-expectations 
gap (Hill 1993). Esto es, la multitud de documentos y 
declaraciones asumiendo objetivos y las pocas realiza-
ciones efectivas, debido a la falta de voluntad política y 
de implicación de los EE. MM. Queremos preguntarnos 
aquí, valorando los desarrollos en los dieciséis meses 
transcurridos, si la guerra ha tenido un impacto efectivo 
en los EE. MM. y si, efectivamente, se está trabajando en 
alcanzar los objetivos de Versalles y la Brújula.

La primera constatación es que la utilización por 
parte de la UE de instrumentos de la PCSD para apo-
yar militarmente a Ucrania ya supone una innovación 
dentro de esta política. Nunca con anterioridad la UE 
se había planeado, ni de lejos, utilizar medios de la 
PCSD para apoyar a una de las partes en un conflicto 
interestatal. Así, el Fondo Europeo de Apoyo a la Paz 
(FEAP) se crea en 2021 con la finalidad de financiar 
los gastos comunes de las operaciones de gestión de 
crisis de la UE y medidas de asistencia a terceros, Esta-
dos y organizaciones internacionales, para reforzar sus 
capacidades y/u operaciones de gestión de crisis (Deci-
sión (PESC) 2021/509). Ha sido reformado y redotado 

para financiar la donación de material militar, equipos y 
plataformas, incluso letales a Ucrania (Decisión (PESC) 
2022/338). El Alto Representante anunciaba recien-
temente la decisión del Consejo de elevar hasta los 
10 000 millones de euros la dotación de este Fondo 
para apoyar a Ucrania (Borrell 2023c).

Dada la necesidad que tiene el Gobierno ucraniano 
de contar con material militar urgentemente, este dinero 
va destinado a los EE. MM. que cedan material proce-
dente de sus propios arsenales a Ucrania. Los primeros 
y principales proveedores han sido los Estados del Este, 
que contaban con stocks de armamento soviético y ruso 
que los ucranianos ya sabían manejar. El efecto de esta 
medida está siendo que los principales beneficiarios del 
Fondo están siendo los Estados del Este, y está permi-
tiendo una renovación y modernización de sus equipos 
y materiales militares (Gros-Verheyde 2023). Así que un 
efecto indirecto del apoyo militar a Ucrania por parte de 
la UE paradójicamente está siendo una modernización 
de las capacidades militares de los EE. MM., luego está 
contribuyendo a una mejora de las capacidades para una 
defensa común. La dirección deseable, además, sería que 
se gastara ese dinero en material europeo e interopera-
ble, pero todavía no tenemos constancia de qué encargos 
están haciendo los EE. MM.

La segunda medida innovadora es la puesta en 
marcha de la operación de ¿gestión de crisis? EUMAM 
Ucrania, con la finalidad de formar y entrenar por parte 
de los EE. MM. participantes a miembros del ejército 
ucraniano para mejorar sus técnicas de combate (Deci-
sión (PESC) 2022/1968). No solo es la primera vez que 
se crea una operación para apoyar militarmente a una 
parte beligerante, aunque amparada por el principio de 
la legítima defensa, sino que también es la primera vez 
que se desarrolla en el territorio de los propios EE. MM. y 
no en el exterior. En mayo de 2023, el Alto Representante 
Borrell daba cuenta de que ya se habían entrenado a 
20 000 soldados y que esperaba que para final del año 
2023 hayan sido un total de 30 000, el doble de lo ini-
cialmente planteado, lo que le lleva a considerar la misión 
un “extraordinario éxito” (Borrell 2023c). La utilización 
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de capacidades europeas para apoyar a Ucrania, como la 
información de inteligencia geoespacial procedente del 
Centro Europeo de Satélites, también es una novedad 
(SatCen 2023:28), aunque con impacto limitado en el 
desarrollo de la defensa común. 

Finalmente, la decisión del Consejo de 23 de marzo 
sobre la puesta en marcha de un mecanismo en tres 
pasos para surtir a Ucrania rápidamente de la munición 
que precisa, adquirir conjuntamente munición que la 
reemplace y redoblar la capacidad industrial europea sí 
es un salto cualitativo de primer orden (Consejo de la 
UE 2023). El objetivo es la adquisición de un millón de 
disparos de artillería de calibre 155 mm en el espacio 
de doce meses y misiles, si hiciera falta. Todo esto está 
obligando a actuar con urgencia. La primera vía de este 
mecanismo, ya aprobada, consiste en el destino de mil 
millones de euros más, con cargo al FEAP, para compen-
sar a los EE. MM. que entreguen con urgencia munición 
tierra-tierra y de artillería a Ucrania, e incluso misiles 
(Decisión (PESC) 2023/810). 

La segunda vía consiste en la procuración conjunta 
de munición por parte de los EE. MM. comprando a in-
dustrias de la UE o de Noruega, mecanismo en el cual ya 
han mostrado su interés 25 EE. MM. (Borrell 2023c). Para 
activar la tercera vía, que consiste en reforzar la capaci-
dad de producción de la industria de defensa europea, la 
Comisión Europea ha presentado hace unas semanas su 
propuesta de Reglamento de Apoyo a la Producción de 
Municiones, conocida por sus siglas en inglés como ASAP, 
que ha de ser ahora aprobada por los colegisladores (Eu-
ropean Commission 2023). Esta norma incluye diversas 
medidas, también financieras, para lanzar la capacidad 
de producción industrial europea. 

Es lógico pensar que este mecanismo, aunque se 
piense para ayudar puntualmente a Ucrania, encierra 
un enorme potencial para la defensa común. La compra 
conjunta por parte de los EE. MM., si se demuestra ágil 
y eficaz, puede sentar un precedente que se extienda 
más allá de la munición. También es relevante el factor 
de apoyo y desarrollo de una industria de defensa pro-
pia, cuyo potencial innovador redundará en beneficio de 

la competitividad de la totalidad de la economía. Pero 
hay que tener en cuenta que la industria europea está 
conformada mayoritariamente por empresas privadas, 
muchas de ellas pymes, y que estas no se animarán a 
hacer importantes inversiones reforzando su capacidad 
productiva más que si se les garantiza una demanda 
sostenida.

En un segundo plano, corresponde valorar el estado 
de desarrollo de los objetivos de Versalles dieciséis meses 
después. Como consecuencia del mandato de los Jefes 
de Estado y de Gobierno, la Comisión junto con la EDA 
elaboró un análisis del estado de las capacidades de 
defensa de los EE. MM. y un plan de acción para una 
inversión nacional coordinada (Comisión Europea/AR 
2022). Partiendo de una valoración de las principales 
debilidades de las capacidades militares de los EE. MM., 
se propone el objetivo de que el incremento de gasto en 
defensa de los EE. MM. se haga coordinadamente, de 
manera que “dé lugar a una base tecnológica e indus-
trial de defensa para la UE mucho más sólida, lo que se 
traduce en una mayor disuasión convencional para cual-
quier tipo de posible adversario (Comisión Europea/AR 
2022:1). Se persigue así que esa financiación reforzada 
se gaste “juntos”, en proyectos colaborativos, “mejor”, 
es decir, de acuerdo con las prioridades ya acordadas 
por los EE. MM. y señaladas en la Brújula Estratégica y 
“con perspectiva europea”, es decir, “comprando euro-
peo” para incentivar una industria de defensa potente 
común que, a largo plazo, pueda garantizar la autonomía 
estratégica.

Para lograr estos objetivos ya se ha creado por la 
Comisión y el Alto Representante un Grupo de Trabajo 
sobre Adquisición Conjunta para la coordinación con los 
EE. MM. en la adquisición de equipos de defensa, con 
el gran objetivo a largo plazo de que la programación y 
adquisición estratégica de material militar por parte de 
los EE. MM. se haga de manera concertada. Este objetivo 
encierra una gran ambición, visible si tenemos en cuen-
ta la simbiosis existente en muchos EE. MM. entre sus 
Ministerios de Defensa y sus industrias nacionales de de-
fensa. Pero aquí ya se detecta un cambio de paradigma, 
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aunque todavía se quede en la visión y no haya pasado 
completamente a la acción. La Comunicación además 
incide en la posibilidad de adoptar legislación europea 
para incentivar las adquisiciones conjuntas de material 
militar y reforzar, consecuentemente, la industria europea 
y también para poner en marcha un Programa Europeo 
de Inversión en Defensa, que fomente la puesta en mar-
cha de proyectos de desarrollo que en este momento 
exceden de la capacidad de los EE. MM. singularmente 
considerados.

En desarrollo de ese objetivo de promover la adqui-
sición conjunta, la Comisión presentaba en julio de 2022 
una propuesta de Reglamento para el Reforzamiento de 
la Industria Europea de Defensa mediante la Ley de ad-
quisición común, conocida en el argot bruselense por 
su siglas en inglés EDIRPA (Comisión Europea 2022). 
Se crea un instrumento financiado con 500 millones de 
euros para financiar la compra conjunta por parte de tres 
EE. MM. o más de material de defensa. Presenta diversos 
objetivos: animar a los EE. MM. a que trabajen juntos, 
incrementar la eficiencia del gasto en defensa, apoyar la 
sustitución de los stocks cedidos a Ucrania, favorecer la 
interoperabilidad de los ejércitos europeos y fortalecer 
la industria europea. Se prevé que se implemente este 
instrumento en coordinación con el Grupo de Trabajo 
sobre Adquisición Conjunta. El 28 de junio de 2023 se 
ha llegado al acuerdo político entre el Parlamento y el 
Consejo, en el marco del trílogo, superado el gran escollo 
que era el origen de los proveedores industriales (Council 
of the EU 2023). Finalmente, se ha consensuado que 
sean procedentes de la UE o de los Estados del Espacio 
Económico Europeo, con requisitos claros para asegurar 
en última instancia que ningún Estado tercero pueda 
poner límites sobre su uso. El criterio que se ha impuesto, 
por tanto, es el de proteger la autonomía estratégica 
de la UE.

También hay que evaluar el estado de implementa-
ción de la Brújula Estratégica. El Alto Representante ha 
presentado un informe en el que señala las actividades 
desarrolladas en este primer año en cada uno de los cua-
tro pilares (Borrell 2023b). Se destaca la ambiciosa res-

puesta ante el conflicto de Ucrania y la puesta en marcha 
de dos nuevas misiones de gestión de crisis en Armenia 
y Níger. También se detallan los trabajos preparatorios 
para la creación de la Fuerza de Reacción Rápida, que se 
quiere que esté operativa para 2025, y el reforzamiento 
de la Capacidad Militar de Planificación y Conducción, 
el cuartel general europeo, para que pueda planear y 
dirigir operaciones y ejercicios conjuntos. Se ha planeado 
un primer ejercicio conjunto de la UE para octubre de 
2023, con el objetivo de testar la interoperabilidad de 
las fuerzas europeas. 

Igualmente, en el objetivo de “asegurar” se puede 
destacar el reforzamiento de las capacidades civiles de 
gestión de crisis, el nuevo Plan de Acción en Movilidad 
Militar, así como el desarrollo de protocolos, coordina-
ción operativa y ejercicios conjuntos en los escenarios 
cíber, híbrido, espacial y marítimo. Por la parte “invertir” 
se da cuenta del incremento de gasto de los EE. MM., 
de la necesidad de coordinarlo e invertir juntos y de 
todas las iniciativas que derivan de Versalles, así como 
de la decisión de actualizar el Plan Europeo de Desarro-
llo de Capacidades y desarrollar un Programa Europeo 
de Inversión en Defensa. En la parte “asociaciones” 
se detalla la estrecha colaboración con la OTAN y la 
aprobación de una nueva agenda conjunta, con Na-
ciones Unidas, la Unión Africana y respecto a Estados, 
la especial relación con Estados Unidos y otros socios. 
En este sentido, se reporta la celebración del primer 
Foro Schuman, en marzo de 2023, para dialogar con 
los socios que comparten nuestros valores y objetivos 
sobre cómo abordar los actuales desafíos en seguridad 
y defensa.

El Informe concluye afirmando que se han producido 
avances concretos y significativos, y que se está estre-
chando la brecha entre nuestras aspiraciones y nuestras 
acciones, dejando atrás la tesis de Hill (Borrell 2023b:22). 
No podemos más que darles la razón. El brutal contexto 
de la guerra ha cambiado las percepciones y la voluntad 
de los EE. MM., impulsando un cambio de paradigma 
y dando a las instituciones comunes un mandato claro 
para desarrollar una defensa común. Y junto al desarrollo 
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institucional parece que hay voluntad de los EE. MM. por 
participar en todas esas iniciativas comunes.

Podemos preguntarnos también si en este año de 
guerra se ha visto afectada de alguna manera la relación 
UE-OTAN. Esto es muy relevante, dado que en el pasado, 
la lealtad de algunos EE. MM. hacia la Alianza Atlántica 
obstaculizaba el desarrollo de la PCSD. La guerra en este 
aspecto también ha actuado de elemento apaciguador. 
Como sostiene Katsoulis, la manzana permanente de la 
discordia que es la relación entre la UE y la OTAN puede 
dejarse de lado, a menos a medio plazo (2022:103). La 
necesidad de gestionar eficazmente el conflicto está lle-
vando a una cooperación continua y fluida entre las dos 
organizaciones. Así, podemos constatar cómo el Consejo, 
en su formación de Ministros de Defensa, invita regu-
larmente al Secretario General de la OTAN, Stoltenberg, 
para mantener un diálogo entre las dos organizaciones 
(Foreign Affairs Council 2023) y que los representan-
tes de las instituciones europeas han participado en la 
Cumbre de la OTAN y que Borrell también es invitado a 
las reuniones del Consejo Atlántico. Se ha impuesto una 
aproximación pragmática en que se reconoce la comple-
mentariedad de las dos organizaciones por su diferente 
naturaleza y la importancia de la cooperación conjunta 
para la construcción de seguridad en Europa, como de-
muestra la tercera Declaración de Cooperación aprobada 
en enero de 2023.

La guerra de Ucrania ha tenido también otro efecto 
inesperado: la coordinación de la acción política entre el 
Reino Unido y la UE que se han realineado para ofrecer una 
respuesta común a un desafío que comparten (Whitman  
2023). Esto es verdaderamente reseñable teniendo en 
cuenta que la conflictiva política interna británica con-
dujo a que en el Tratado de cooperación mutua no se 
recogiera ningún compromiso en materia de seguridad 
y defensa. En el caso tanto del apoyo diplomático, del 
militar como de las sanciones a Rusia, Reino Unido y la 
UE han coordinado posiciones, y esa voluntad de trabajar 
juntos para garantizar la seguridad europea se constata 
también en la voluntad del Reino Unido de integrar la 
Comunidad Política Europea.

Conclusiones

En el análisis que hemos desarrollado hemos constatado 
que la invasión rusa de Ucrania ha actuado como un 
poderoso revulsivo en el desarrollo de la PCSD, produ-
ciendo importantes cambios. En primer lugar, el apoyo 
militar a Ucrania ya no permite seguir calificando a la UE 
como potencia civil, se ha cruzado un Rubicón. Además, 
algunas de las medidas de asistencia tienen un impacto 
indirecto fundamental en la defensa común. Así, la deci-
sión de financiar con el FEAP el envío de material militar 
a Ucrania está produciendo de facto una modernización 
y mejora de las capacidades militares de los EE. MM. El 
enfoque de tres pasos para nutrir rápidamente a Ucrania 
de munición conduce al establecimiento a la procura-
ción conjunta y a la inversión en capacidades produc-
tivas de la industria europea de defensa. Pero parece 
lógico pensar que las industrias no se comprometerán 
en esfuerzos costosos de expansión de su negocio si no 
tienen un horizonte previsible de compras. Por ello, el 
siguiente paso debería ser encontrar incentivos para que 
los EE. MM. compren juntos con carácter estable, y a in-
dustrias europeas, dentro de lo cual la voluntad de hacer 
un planeamiento conjunto y la capacidad de innovación 
de las propias industrias resultan clave.

La guerra ha reforzado la voluntad política de los 
EE. MM., aflorada en 2016, por trabajar en el desarrollo 
de capacidades que permitan asegurar a la UE la defen-
sa de los europeos, es decir, su autonomía estratégica. 
Y parece haber acallado los recelos de los Estados del 
Norte y del Este sobre el excesivo protagonismo del eje 
francoalemán. El resultado más importante viene ilustra-
do por el análisis de los avances producidos en el primer 
año de guerra, que muestran un compromiso real con 
resultados y la determinación de acabar con la brecha 
entre promesas y capacidades. Ahora bien, la voluntad 
política se tiene que mantener a lo largo del tiempo, 
cuando ya no tengamos la amenaza de la guerra, en un 
ámbito que es especialmente delicado, por su simbolo-
gía, por las diferencias entre EE. MM. de percepciones 
y de intereses, por los ingentes recursos que requiere y 
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por la difícil relación con la OTAN, aunque ahora vivamos 
una fase de convivencia pacífica.

Los desarrollos del último año muestran que el modelo 
de PCSD existente, que apuesta por la coordinación y el 
enfoque cooperativo para garantizar la interoperabilidad de 
las capacidades nacionales, la inversión común, el apoyo a 
la innovación y a la industria, no se abandona. Al revés, se 
refuerza a través de las compras conjuntas y de la inversión 
directa para el reforzamiento de la capacidad industrial eu-
ropea. Aunque también se apuesta por el fortalecimiento 
de capacidades propias de la UE, en inteligencia, dirección 
de operaciones, etc., aunque todavía de manera tímida. No 
se ha optado, a pesar de las declaraciones grandilocuentes 
de algunos líderes, por construir un ejército europeo. 

Aun cuando el modelo es el mismo, sí existe un 
cambio de paradigma, que consiste en superar de facto 
el enfoque puramente intergubernamental para pasar 
a utilizar todas las ventajas de la actuación en común. 
Se encarga así a la Comisión Europea, con el apoyo de 
las instituciones intergubernamentales —EDA y SEAE—, 
que lidere la política común, los programas y proyectos se 
acogen a la base jurídica de industria y se aprueban me-
diante el procedimiento legislativo como Reglamentos, 
y se utiliza el presupuesto comunitario para financiar los 
diferentes instrumentos. Los EE. MM. demuestran aquí 
que priman la eficacia sobre la soberanía. La defensa 
por la vía de los hechos está dejando de ser una política 
intergubernamental para cumplir crecientemente con las 
características de una política comunitaria.

La guerra también encierra una lección de realidad 
y de humildad. Nos ha hecho comprobar que las ca-
pacidades con que los europeos cuentan a día de hoy, 
por sí solas, no permiten la autonomía estratégica y la 
defensa de Europa. Como sostiene Ayala, una de las 
lecciones que ha de aprender la UE de la guerra es que 
“es imprescindible crear una Europa de la Defensa que 
permita garantizar en condiciones normales la seguridad 
de los europeos contra cualquier agresión o coacción” 
(2022:87). Aunque no tenemos más remedio que seguir 
confiando en la OTAN para la disuasión y defensa colec-
tiva en un reconocimiento de impotencia, a largo plazo 

el compromiso estadounidense con la defensa de Europa 
no está asegurado, por lo que hay que seguir trabajando 
en conseguir la autonomía estratégica.

Más allá de la guerra de Ucrania, las amenazas y pro-
blemas de seguridad del entorno internacional no dejan 
de crecer. Los EE. MM. individualmente considerados son 
demasiado pequeños para hacerles frente por separado. La 
protección de la seguridad y los intereses de los europeos 
solo puede hacerse de manera cooperativa. Es hora, por 
tanto, de olvidar las pasadas dinámicas de declaraciones 
grandilocuentes y seguir centrándose en ofrecer resulta-
dos, reforzando la tendencia de este último año. La pelota 
está en el tejado de los EE. MM., que eligen libremente los 
recursos que destinan y si participan o no en los proyectos 
colaborativos bajo el paraguas de la Unión. Parece que la 
guerra ha arrojado una nueva voluntad de acción en co-
mún, pero, para tener éxito, el impulso ha de ser sostenido 
a lo largo de las próximas décadas. El dilema es más acu-
ciante y crudo que nunca: aferrarse a las viejas soberanías 
o trabajar juntos para tener capacidad de actuar.

Recomendaciones de acción

	− Ucrania es una pieza clave de la seguridad europea, 
sostener el apoyo militar a nuestro socio por el tiem-
po que sea necesario.

	− Seguir trabajando de manera proactiva en un con-
senso entre todos los EE. MM. para diseñar y cons-
truir una PCSD inclusiva, que responda a las visiones 
e intereses de todos y donde no se sospeche de los 
liderazgos de determinados EE. MM.

	− Sostener la voluntad política de los Estados miembros 
para seguir implementando los compromisos de Versa-
lles y la Brújula, en inversión cooperativa en capacida-
des y en innovación, lo que supone mantener un gasto 
sustancial en defensa más allá del conflicto, dada la 
urgencia de contar con una autonomía estratégica 
europea, para defender a la UE y a sus ciudadanos.

	− Dado el robustecimiento de la PCSD, diseñar meca-
nismos para fortalecer la rendición de cuentas de-
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mocrática, tanto ante el Parlamento Europeo, como 
ante los Parlamentos Nacionales.

	− Garantizar la coordinación de todas las instituciones, 
programas y proyectos desarrollados y planificados, 
de forma que sean piezas de una política coherente; 
aquí el esfuerzo conjunto de la Comisión y el SEAE 
con el Alto Representante resulta clave.

	− Continuar considerando a la OTAN como el foro para 
la disuasión y la defensa territorial de la UE, pero 
asumiendo que, a plazo, la UE deberá asumir esa 
responsabilidad por sí misma. Para ello, necesita ca-
pacidades militares competitivas, pero también desa-
rrollar normativa, institucional y procedimentalmente 
la cláusula del artículo 42.7.

	− Incentivar la planificación estratégica y la adquisi-
ción conjunta de material y equipamiento militar por 
parte de los EE. MM., con la finalidad de conseguir 
unas fuerzas europeas cada vez más interoperables 
y economías de escala en la inversión en defensa.

	− Poner el énfasis en reforzar la generación de las ca-
pacidades institucionales necesarias para poner en 
marcha operaciones conjuntas a partir de fuerzas 
nacionales interoperables y desarrollarlas con éxito: 
una capacidad de mando y control suficientemente 
robusta, inteligencia, logística, administración y en-
señanza común. 

	− Promover compromisos entre los EE. MM. para ga-
rantizar compras a largo plazo con destino a la in-
dustria europea, dado que será la única razón que 
impulse a esta a grandes inversiones que amplíen su 
capacidad productiva, necesaria ahora para asistir a 
Ucrania y en el futuro.

	− Seguir apoyando, a través de los instrumentos ya 
creados y de los planificados en la Brújula, la investi-
gación, la innovación tecnológica y la competitividad 
en el sector de la defensa, única manera de conseguir 
que los EE. MM. sigan comprando “europeo”.

	− Mantener una cooperación adecuada con la OTAN, 
sin perder nuestra autonomía decisora, para evitar 
duplicidades y solapamientos y aprovechar las dife-
rentes capacidades de las dos organizaciones, pero 

también para estar prevenidos en caso de que un 
futuro Gobierno estadounidense pierda su interés 
en la defensa de Europa.
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2022-2023: el avance 
confederal compatible  

con la profundización federal
Francisco Aldecoa Luzárraga

En el informe del año 2022 señalaba que la Conferencia so-
bre el Futuro de Europa (COFOE) no funcionó debido tanto 
a su composición como al método empleado. Sin embargo, 
a través de ese hilo, el presidente Macron propuso, cuando 
se presentaron las conclusiones de la COFOE en el pleno 
del Parlamento Europeo el 9 de mayo, ampliar el proyecto 
europeo al ámbito confederal. Asimismo, se comprometió 
a apoyar la propuesta del Parlamento Europeo del día 4 de 
mayo en la que solicitaba al Consejo Europeo convocar la 
Convención en aplicación del artículo 48 para la reforma de 
los tratados. No obstante, el Consejo Europeo del 23 y 24 de 
junio en Presidencia Francesa supuso un jarro de agua fría, 
ya que no solo no se convocó la Convención Europea, sino 
que se decidió conceder el estatuto de candidato a Ucrania 
y Moldavia y, con condiciones, a Georgia. Con ello, se hacía 
más necesaria que nunca la reforma de los tratados. 

Desde entonces, a lo largo del final del 2022 y du-
rante el 2023 hasta ahora, septiembre, se ha avanzado 
en las dos direcciones a la vez, en la confederal y en 
la federal. Especialmente se ha desarrollado la iniciati-
va confederal, principalmente a través de la puesta en 
marcha de la Comunidad Política Europea (CPE), que se 
reúne por primera vez en Praga el 2 de octubre de 2022. 
Por otro lado, la perspectiva federal se ha plasmado con 
claridad en el dictamen de la Comisión Constitucional 
aprobado el 28 de agosto y firmado por los cinco líderes 
de los principales partidos políticos, que plantea la nece-
sidad de una Convención para abordar la reforma de los 

tratados en clave claramente federal. Se trata de reformar 
las instituciones y ampliar las competencias de forma 
sustantiva. No cabe duda de que su inspiración es clara-
mente federal, ya que, por si hubiera dudas, el segundo 
considerando es “teniendo en cuenta el Manifiesto de 
Ventotene de junio de 1941”, claramente federalista.

La guerra de agresión continúa durante más de 550 
días pero, en contra de lo que se pensaba al principio, Rusia 
no ha conseguido sus objetivos. Se esperaba una invasión 
rápida de un mes escaso donde Rusia llegó a ocupar el 
70% del territorio ucraniano. En la actualidad, han tenido 
que ir retirándose paulatinamente y mantienen hoy poco 
más del 10% del mismo. Por otro lado, Borrell recuerda 
en su libro The Year that the War Returned to Europe que 
“el objetivo de la agresión no era solo anexar Ucrania (...) 
sino también dividir y debilitar la Unión Europea”. Por ello, 
la agresión ni ha debilitado a la Unión ni ha dividido a los 
Estados miembros, sino que ha producido el efecto contra-
rio y, especialmente, acelerado los aspectos confederales, 
desarrollando y profundizando la lógica federal.

El nuevo ciclo político 19-23 europeo  
y su incidencia en el proceso político

Comenzó la legislatura europea (2019-2024) con un 
aumento notable de la participación en las elecciones 
de 2019 al Parlamento Europeo, de casi el 10%, y con 
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ello creció la legitimidad democrática. Unos meses des-
pués de su inicio, surge la pandemia de la COVID-19, 
que va a exigir decisiones llamativas para hacer frente 
a las consecuencias en materia de salud, pero también 
económicas, políticas y sociales, especialmente el Plan 
de Recuperación y el Fondo de Nuevas Generaciones, 
que van a ser un avance federal de facto sin precedentes.

Al mismo tiempo, el 1 de febrero de 2020 se pro-
duce la retirada definitiva del Reino Unido de la Unión 
Europea. Esta cuestión, que planteaba para algunos un 
gran problema, se convierte en una oportunidad para que 
la Unión Europea se consolide de forma considerable. 
Hubiera sido imposible avanzar si el Reino Unido hubie-
ra seguido siendo miembro, tanto en la aprobación del 
Fondo de Nuevas Generaciones, la duplicación del Marco 
Financiero Plurianual 2021-2027 hasta las medidas en 
torno a la COVID-19 y el pasaporte, que se adopta de 
una forma rápida y que va a tener grandes efectos, entre 
otros temas.

También, la agresión rusa a Ucrania desde 2022 va 
a producir efectos económicos adversos, pero, al mismo 
tiempo, ayudará a que la Unión Europea tome medi-
das al unísono y aumente la cohesión entre los Estados 
miembros y se fortalezca su política exterior de forma 
considerable, especialmente a partir del Consejo Euro-
peo extraordinario de Versalles del 10 y 11 de mayo de 
2022. Es importante recordar la relevancia de los once 
paquetes de sanciones que se han aprobado y que han 
dejado a Rusia en una situación económica muy delicada 
y aislada en un momento en que la caída del rublo está 
siendo enorme, por debajo de 1 céntimo de dólar el día 
1 de septiembre de 2023.

Son menos conocidos los avances que se están dan-
do durante el último curso 2022-2023 que, sin embargo, 
a mi juicio, son de enorme trascendencia: (a) la puesta 
en marcha de la CPE en octubre de 2022, en Praga; 
(b) a progresiva comunitarización de la política exterior 
e incluso de la de defensa a lo largo del segundo y tercer 
trimestre de 2023; (c) la consideración de candidatos 
a Ucrania, a Moldavia y en su caso a Georgia y la re-
consideración de la ampliación a los países balcánicos, 

entre otros, en agosto de 2023; (d) el incremento de los 
paquetes de las sanciones a Rusia; (e) el aumento de la 
cohesión económica y social a lo largo de las reuniones 
del ECOFIN; (f) la posibilidad, de cara ya a la Presidencia 
Española, de reforzar el Pacto de Migración y Asilo; (g) la 
renovación e intensificación de las relaciones CELAC-UE; 
entre otros.

Es decir, este curso ha complementado los avances 
de los años anteriores y mejorado la cohesión interna y 
la cohesión internacional de una forma considerable, lo 
que ha permitido avances en la comunitarización de la 
política exterior europea. Sin embargo, ha pasado bas-
tante desapercibida en los medios de comunicación, en 
donde se ha puesto el acento más en las incertidumbres 
que en los logros, sobre todo, prácticamente no se han 
dado noticias sobre los avances federales de facto que 
se están dando en los últimos años y meses de forma 
progresiva.

Génesis y desarrollo de la Comunidad 
Política Europea

La CPE surge del discurso del 9 de mayo de Macron en 
el pleno del Parlamento Europeo de Estrasburgo y tendrá 
como objetivo desarrollar una visión confederal de Euro-
pa, es decir, se trata de un instrumento por el cual parti-
cipen todos los estados europeos democráticos a través 
de una estructura típicamente intergubernamental donde 
se trata de pensar una Europa que va más allá de la UE 
y en la que se estableciera una comunidad de intereses 
(paz, seguridad, interconexiones, abastecimiento energé-
tico, seguridad alimentaria, gestión de migraciones…) en 
donde no se comparta la soberanía.

Con ello, no se trataba de crear una comunidad 
política europea en oposición a la UE, ni tampoco que 
fuera únicamente la antesala para los países candidatos 
a la ampliación, sino de lo que se trata es de establecer 
una organización que vaya más allá de la UE pero con 
la UE y el contacto con algunos Estados que no están 
pensado en adherirse, al menos ahora, a ella (Noruega, 
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Islandia y Reino Unido), junto con otros que, sin embargo, 
piensan hacerlo. En gran medida, con este conjunto de 
Estados tienen también acuerdos de diverso tipo, como 
pueden ser el del Espacio Económico Exclusivo o los 
Acuerdos de Asociación. Por lo tanto, lo que se prevé es 
que se incorporen los 27 de la Comunidad más los 8 de 
la ampliación, más la Asociación Europea de Libre Co-
mercio (Noruega, Islandia, Liechtenstein, Suiza, Mónaco, 
Andorra, San Marino y la Santa Sede y las Islas Feroe) 
más Turquía y la Vecindad (Ucrania, Moldavia, Georgia, 
Azerbaiyán y Armenia).

El 6 de octubre de 2022 se reunieron en Praga, 
capital de la República Checa, los 44 jefes de Estado y 
de Gobierno de los países democráticos europeos en lo 
que ya se ha considerado como la Primera Cumbre de la 
Comunidad Política Europea. Esta nueva organización, 
que, de momento, se trata de una alianza flexible, ágil y 
que no tiene una formalidad jurídica, tendrá un funcio-
namiento equivalente al de las reuniones del G7 o del 
G20. Se compone por los 27 Estados miembros de la UE 
y los otros 17 Estados europeos de carácter democráti-
co, consistiendo entre todos ellos más de 700 millones 
de personas. Estamos hablando de todos los Estados 
del continente europeo salvo Rusia y Bielorrusia, a los 
que no se invitó por no considerarlos democráticos, y los 
tres micro-Estados europeos (Andorra, Mónaco y San 
Marino), admitidos después en la Cumbre de Moldavia.

La primera reunión de la CPE se celebró en Praga 
durante la Presidencia Checa el 2 de octubre. Posterior-
mente, la segunda fue en Mimi, en Bulboaca (Moldavia), 
y la tercera será en Granada, con lo cual, se está dan-
do continuidad a este proyecto confederal. La cuarta se 
prevé que sea en Londres y la quinta en Serbia. Con 
ello, estamos viendo que existe un equilibrio entre las 
cumbres que se celebran en los países miembros de la 
UE y en los que no son miembros. Por parte del Reino 
Unido hubo una gran duda respecto a la participación 
en la Cumbre, ya que temían que fuera una manera de 
vincularse más a la Unión Europea. 

Esta iniciativa fue propuesta por el presidente de 
la República Francesa, Emmanuel Macron, en la se-

sión de entrega de las conclusiones de la Conferencia 
sobre el Futuro de Europa, el 9 de mayo de 2022, 
en el Parlamento Europeo de Estrasburgo. En aquel 
momento no vimos la relevancia que podía tener la 
convocatoria. Sin embargo, hoy tenemos la impresión 
de que a través de este encuentro se ha dado un paso 
decisivo, ya que se ha unido al proyecto comunitario 
europeo, o lo que es lo mismo, a la Europa supra-
nacional con una perspectiva de carácter confederal; 
pues existen muchos aspectos comunes para tratar 
entre ellos.

Hasta ahora se habían visto como dos realidades di-
ferentes (la comunitaria y la confederal); ahora es posible 
verlas como dos caminos compatibles e incluso comple-
mentarios que fortalecen el proyecto interno, en ambas 
partes, e incluso que permiten visualizar la fortaleza de 
su unidad en el ámbito internacional, ya que se presenta 
ante el mundo como una Europa unida, y, especialmente, 
ante la crisis contra la Federación Rusa. Y, sobre todo, 
estableciendo una visión internacional común, aunque 
tengan dos métodos de trabajo diferentes. Bien enten-
dido que entre los 44 Estados reunidos en Praga se en-
cauzará este diálogo político a través de mecanismos 
intergubernamentales. 

Primera Cumbre en Praga  
(2 de octubre de 2022) 

Esta reunión tuvo una importancia grande, dado que, por 
primera vez, se han unido los 44 líderes de los Estados 
del continente europeo en una umbre al más alto nivel, 
con el fin de establecer un diálogo político entre los máxi-
mos signatarios de los diferentes países para tratar los 
temas y retos más importantes que afectan al conjunto 
de Europa, como son la agresión rusa a Ucrania y la 
seguridad y abastecimiento energético, entre otros temas 
que han podido abordar a lo largo de las sesiones cele-
bradas a primeros de octubre. De momento, los temas 
principales que se debatieron en la primera sesión fueron 
la seguridad de las infraestructuras, la ciberseguridad, la 
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energía y, como no puede ser de otra manera, la agresión 
a Ucrania; elemento que estuvo de manera transversal a 
lo largo de todo el encuentro. 

Hay que resaltar que no se trata de una Cumbre 
aislada, sino que nace y es un paso más en el nuevo ciclo 
político que surge desde las elecciones al Parlamento 
Europeo de mayo de 2019. Y que, como consecuencia 
del acierto en la respuesta de los retos a los que la UE 
ha tenido que hacer frente, ha ido dando pasos federa-
les. Mediante esta iniciativa, se vincula a aquellos países 
europeos que no se encuentran dentro del proyecto eu-
ropeo pero que, en algunos ámbitos, están dispuestos 
a participar juntos, obteniendo el máximo partido entre 
todos. 

Esto es posible ya que existen unos valores compar-
tidos, unos intereses comunes y una misma visión del 
mundo, pese a que les separen diferentes métodos de 
trabajo a la hora de tomar decisiones. Nos da la impre-
sión de que con esta Cumbre se inicia una nueva fase de 
entendimiento entre los Estados europeos con dos lazos, 
el federal y el confederal, dentro de un marco común 
intergubernamental o confederal, pero que, en todo caso, 
no limita el proyecto europeo, sino justo lo contrario, ya 
que permite que los 27, en su caso, se amplíen a algunos 
miembros más en el futuro. 

Y que, para lograr este primer elemento, se pro-
fundice el proceso federal; y, en segundo lugar, que 
la convocatoria de la Convención Europea sea más 
necesaria que nunca, ya que hay que mejorar la toma 
de decisiones de los 27 o, en su caso, al menos, para 
un grupo de ellos. En esta ocasión la Presidencia la ha 
tenido la República Checa y ha llevado la misma con 
verdadero acierto, y se han comprometido, los 44, a 
que el próximo periodo sea presidido por un Estado 
que no sea miembro de la Unión Europea, como es 
el caso de Moldavia, que celebrará la sesión en Chi-
sinau, su capital. La tercera Cumbre se celebrará en 
el segundo semestre de 2023 en España. Y lo más 
sorprendente es que ya se ha aceptado que la cuarta 
reunión tendrá lugar en el Reino Unido, pese a las 
grandes dudas que tenía el Gobierno británico los días 

previos a la celebración de la primera Cumbre, por su 
temor a una mayor vinculación con la Unión Europea 
si asistía a la misma.

La relevancia de la Cumbre del Consejo  
de Europa en Reikiavik (16 y 17 de mayo)

Los días 16 y 17 de mayo, el Consejo de Europa tuvo 
la Cumbre de Primeros Ministros en Reikiavik, a la cual 
asistieron sus principales mandatarios. Fue la cuarta vez 
que se reunieron los primeros ministros desde su naci-
miento en el año 1949. Esta Cumbre era especialmente 
relevante, ya que se celebraba en pleno auge del apoyo 
político económico y diplomático que estaba logrando 
durante esas semanas Ucrania como resultado de las 
visitas de su presidente a las principales capitales eu-
ropeas. Esa Cumbre se produjo unas semanas antes de 
la segunda reunión de la CPE, que se celebró el 12 de 
junio en Moldavia.

En la misma, se tomaron decisiones importantes 
en relación con el apoyo a Ucrania y, especialmente, se 
acordó la creación de un censo sobre los daños produ-
cidos como consecuencia de la agresión. Esta decisión 
fue aprobada por 41 estados miembros, que no son la 
totalidad de los miembros del Consejo de Europa, ya que 
Hungría, Serbia, Armenia y Azerbaiyán se abstuvieron. Se 
tomaron otras decisiones en relación a los temas propios 
del Consejo de Europa en materia de Derechos Humanos 
y culturales. 

Precisamente, los presidentes de los consejos na-
cionales del Movimiento Europeo firmamos un artícu-
lo publicado en Le Monde, escrito por Hervé Moritz, 
presidente del Movimiento Europeo Francés. En este 
artículo nos manifestamos en contra de la agresión rusa 
a Ucrania y mostramos solidaridad con el país. Además, 
proponíamos el reforzamiento de la relación entre la 
Unión Europea y el Consejo de Europa, y especialmen-
te, incluimos la creación de un tribunal especial del 
Consejo de Europa para tratar los crímenes de guerra 
y crímenes contra la humanidad desde la agresión de 
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Rusia a Ucrania. Más importante es que se propone 
crear un registro para recibir e investigar las quejas 
desde Ucrania. 

Segunda Cumbre de la CPE en el Castillo 
de Mimi, en Bulboaca (Moldavia) 
 (12 de junio): un paso más  
en la consolidación de la CPE

Dentro de la oleada de reuniones y declaraciones en 
torno a la solidaridad manifestada a favor de Ucrania 
frente a la agresión rusa en los meses de mayo y junio, 
como han sido la reunión de Reikiavik del Consejo de 
Europa (15 y 16 de mayo) o la del G7 de Hiroshima 
unos días después (19-21 de mayo), entre otras, hay que 
resaltar la Segunda Cumbre de la CPE, celebrada en el 
Castillo de Mimi, Bulboaca, una ciudad moldava situa-
da a 50 kilómetros de Chisináu. En ella, se reunieron 
los 44 primeros ministros de la CPE, dando continuidad 
a la primera reunión que hubo en Praga, Chequia, en 
octubre de 2022.

Esta segunda reunión tiene muchísima importancia 
política, a mi juicio, al menos por cinco razones: (a) se 
da continuidad a las Cumbres de la CPE y no queda la 
de Praga como una cumbre suelta; (b) Moldavia es un 
estado que desde junio de 2022 es candidato a formar 
parte de la Unión Europea y que, además, tiene una 
situación política muy complicada debido a las ame-
nazas de Rusia, y por lo tanto, recibe un importante 
apoyo al reunirse allí la CPE; (c) en la cumbre están 
todos los primeros ministros, así como el Presidente del 
Consejo Europeo, Charles Michel, la Presidenta de la 
Comisión Europea, Úrsula von der Leyen, la Presiden-
ta del Parlamento Europeo, Roberta Metsola, y el Alto 
Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y 
Política de Seguridad, Josep Borrell; (d) de la Cumbre 
no salieron unas conclusiones formales, aunque se tra-
taron temas de seguridad, energía y conectividad de 
las comunicaciones, entre otros; (e) también estuvo el 
presidente de Ucrania, Zelenski, quien tuvo una amplia 

ovación y por el cual se ha manifestado en la reunión 
una gran solidaridad hacia Ucrania.

La relevancia de las Cumbres de la CPE a partir de 
Chisináu fue creciente. Su significado se está consolidan-
do internacionalmente, porque son un grupo informal de 
44 estados que representan a su vez más 700 millones 
de habitantes, y es el primer grupo económico mundial, 
con mucha diferencia tanto en comercio como en riqueza 
respecto al resto. Lo relevante es que se les vea juntos 
a nivel de primeros ministros. Precisamente en Reikiavik 
dos semanas estuvieron estas mismas personalidades, 
pero en el ámbito del Consejo de Europa, donde única-
mente se tratan temas de valores, derechos humanos y 
cultura, mientras que en este foro se empiezan a tratar 
otros temas como la energía o las redes físicas y tecno-
lógicas, y otras.

También hay que resaltar las reuniones bilaterales 
que se mantuvieron en los márgenes de la conferencia 
sobre diferentes diálogos políticos entre los primeros 
ministros de países como pueden ser el de Azerbaiyán o 
Armenia, que se encontraban en guerra, Kosovo y Serbia, 
presididos por Macron, y los primeros ministros de Mace-
donia del Norte y Bulgaria por reclamaciones territoriales 
y con objeto de conseguir levantar el veto búlgaro a la 
adhesión de Macedonia del Norte a la UE. 

Cumbre Europa-América Latina (33 + 17) 
(16 y 17 de julio)

Si bien la Cumbre Eurolatinoamericana que por prime-
ra vez en 7 años se celebró en Bruselas en aplicación 
de la asociación estratégica entre Europa y América La-
tina de 23 años de funcionamiento . En dicha reunión 
se ha tratado de fortalecer, a través de muy diversos 
mecanismos, esta asociación estratégica. Hacemos 
mención en este epígrafe a esta asociación porque 
de alguna manera está también inspirada en una vi-
sión confederal latente y en la lógica estrictamente 
intergubernamental, pero sustentada en unos intereses 
comunes, en unos valores compartidos y en una misma 
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visión del mundo, de tal manera que también tiene un 
anhelo confederal. 

A su vez, en la medida en que el objetivo futuro es 
que la relación no sea solo entre la UE y la CELAC, sino 
que sea entre América Latina y el Caribe y Europa. Por lo 
tanto, tendrían que participar en la CPE todos, los 43 de 
la CPE más los 33 Estados de la CELAC. Es importante 
tener en cuenta que en el encuentro del ECOFIN del 15 
de septiembre estuvieron presentes en alguna sesión 
los ministros de Economía de los 3 países países de la 
CELAC, además de los 27.

El avance en la comunitarización  
en la Política de Seguridad y Defensa  
y en las sanciones

En el caso de la Política Exterior de Seguridad Común 
(PESC) y de la Política Común de Seguridad y Defen-
sa (PCSD) se está produciendo un efecto inverso, es 
decir, de lo intergubernamental se está pasando a lo 
comunitario. Hasta ahora, ha sido un lugar común decir 
que la PESC y la PCSD eran claramente interguber-
namentales y, por ello, que tenían un cierto anhelo 
confederal. Sin embargo, en los últimos meses, y como 
consecuencia especialmente de la respuesta de la UE 
a la agresión rusa a Ucrania, se está produciendo un 
efecto diferente. 

Por eso, nos atrevemos a decir que hay una cierta 
comunitarización en algunos elementos de la política 
exterior. Es decir, decisiones que hasta ahora era impres-
cindible tomarlas por unanimidad se están consiguiendo 
a través de diferentes herramientas, que se voten sin una-
nimidad. Este es el caso de la interpretación de Hungría 
mediante la abstención constructiva en relación a los 11 
paquetes de sanciones contra Rusia, especialmente los 
últimos, que gracias a esta interpretación está permitien-
do llevarlas a cabo. 

Es también ilustrativo de esta novedad la aplica-
ción del artículo 179 del TFUE, que trata del fomento 
de la industria. Debido a una interpretación amplia, la  

Comisión Europea ha propuesto la compra de munición 
a través de este artículo. Con ello, se trata de superar la 
unanimidad. En aplicación de este artículo, únicamente 
se puede comprar munición y armamento a empresas 
europeas. 

La propuesta federal del Informe  
de Verhofstadt (22 de agosto)

Es importante recordar cómo el Parlamento Europeo 
solicitó la reforma de los tratados en su decisión del 
4 de mayo y 11 de junio a través de la solicitud al 
Consejo Europeo de una Convención para la reforma 
de los tratados en aplicación del artículo 48 del TJUE. 
Es sabido que el Consejo Europeo no lo llevó a cabo 
hasta ahora. Sin embargo, hay una moción propuesta 
por el Parlamento y presidida por Verhofstadt y los otros 
4 líderes de los principales grupos políticos el 22 de 
agosto de 2023 firmada por los ponentes de la Comi-
sión Constitucional, en la cual se insiste en la necesidad 
de la reforma de los tratados y en la convocatoria de la 
Convención e incluso se explicita los artículos que hay 
que enmendar. Concretamente, plantean 267 enmien-
das al TUE y al TFUE.

En este documento se plantea con claridad la pe-
tición de la Comisión Constitucional al Parlamento 
Europeo y al Consejo Europeo para que convoque 
la Convención Europea y se inicie la reforma de los 
tratados. Señalan también que es más necesario que 
nunca porque diversos Estados de la UE están en 
proceso de ingreso en la Unión y, por ello, hay que 
abordarlo antes de que se inicie el proceso de am-
pliación. Tiene dos partes principales. 

En primer lugar, en cuanto a la reforma de los trata-
dos, los temas que abarca tratan de dar más poderes al 
PE y tratan de regular su derecho de iniciativa legislativa, 
entre otras mejoras, en el proceso de toma de decisión. 
Por otro lado, establece la ampliación de competencias 
exclusivas de la UE en muchos ámbitos y desarrolla la 
forma de tomar decisiones superando la unanimidad en 
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campos como la política exterior y la defensa, el mercado 
único, el presupuesto, la educación, la migración y otros 
muchos. El documento se completa con un anexo donde 
se presentan de forma concreta las 267 enmiendas al 
TUE y al TFUE.

Conclusión: el avance confederal 
compatible con los proyectos  
de profundización federal 

A lo largo de este artículo he querido resaltar cómo du-
rante los años 2022 y 2023 se está produciendo a la vez 
un avance claramente confederal a través especialmente 
del mecanismo de las Cumbres, donde los primeros mi-
nistros de los gobiernos europeos se reúnen cara a cara 
para hacer frente a los desafíos que se encuentran diaria-
mente y con vistas a un futuro próximo. Al mismo tiempo, 
hemos puesto muchos ejemplos sobre esto, como la CPE, 
pero también otros ejemplos como la reunión de Reikia-
vik del Consejo de Europa y otros. 

Asimismo, hemos querido resaltar cómo por un lado 
se produce una cierta federalización de facto del proyecto 
europeo, en algunos casos comunitarización, como pue-
de ser en la PESC, y, especialmente, las propuestas de la 
Comisión Constitucional del PE sobre la reforma de los 
tratados que tienen una gran ambición y se inscriben 
claramente en la lógica de una profundización federal. 
Es decir, los avances confederales son compatibles con 
la profundización federal e, incluso, me atrevo a decir 
que, para que tengan resultado estos, es necesario que 
se avance en la federalización, no solo de facto, sino 
también de iure, es decir, es necesario abordar cuanto 
antes la reforma de los tratados.

En el CFEME hemos publicado recientemente las 
actas del Congreso de Europa en La Haya en 1948 con 
motivo de la celebración del 75 Aniversario de esta. De 
una lectura atenta de los debates producidos en La Haya 
podemos ver que hubo un enfrentamiento claro entre fe-
deralistas y confederalistas o unionistas, pero que al final 
se buscaron formas, tanto especialmente federales como 

confederales, para fundamentar el proyecto europeo que 
nació prácticamente en aquel momento. 

Es decir, la experiencia que nos da este año es que se 
ha vuelto a la consideración confederal, pero sin aban-
donar a la larga la profundización federal. En años ante-
riores, está claro que había un debate entre unos y otros, 
pero la experiencia de 2022 y 2023 es la compatibilidad 
de ambas cuestiones y, no solo ello, sino la necesidad de 
abordarlo a la vez, pero mientras que la parte confederal 
ha avanzado, los avances federales solo están o de facto 
o como propuestas. El desafío para 2024 y los siguientes 
años es conseguir que se incorporen en la reforma de los 
tratados pendientes. 

Hemos dicho anteriormente que, como consecuencia 
del nuevo ciclo político, ha aumentado de forma conside-
rable la federalización de facto. Ahora se tratará de que, a 
lo largo de 2024 y como consecuencia de la Convención, 
exista un acuerdo político de reforma de los tratados 
donde los avances no fueran solo de facto, sino también 
de iure, y esta reforma de los tratados se desarrolle en 
clave federal siguiendo las propuestas mencionadas por 
la Comisión Constitucional del 22 de agosto, que pronto 
se convertirán en un acuerdo en el pleno, posiblemente 
en el mes de noviembre, dado que lo respaldan los 5 
grandes partidos políticos proeuropeos.

Recomendaciones

	− Poner el acento en la importancia que está teniendo 
el elemento confederal en Europa, especialmente con 
el desarrollo de la Comunidad Política Europea.

	− A su vez, esto es compatible con la profundización 
federal que está pasando. La mejor manifestación es 
la propuesta de la Comisión Constitucional en torno 
a la convocatoria de la Tercera Convención Europea 
y la reforma de los tratados.

	− A lo largo del 2022 y 2023, ambas dimensiones, 
la confederal y la federal, están siendo compatibles. 

	− Una vez más ha vuelto a surgir el debate entre am-
pliación y profundización, por ejemplo, en el discurso 
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de la presidenta de la Comisión el 13 de septiembre. 
Tiene que darse a la vez o –en caso de duda– la pro-
fundización antes que la ampliación. Este es un tema 
que le concierne a la Presidencia española. 

Abreviaturas

	− CELAC: Comunidad de Estados Latinoamericanos y 
Caribeños.

	− CFEME: Consejo Federal Español del Movimiento 
Europeo.

	− COFOE: Conferencia sobre el Futuro de Europa.
	− CPE: Comunidad Política Europea.
	− ECOFIN: Consejo de Asuntos Económicos y Finan-

cieros.
	− G20: Grupo de los 20.
	− PCSD: Política Común de Seguridad y Defensa. 
	− PE: Parlamento Europeo.
	− PESC: Política Exterior de Seguridad Común.
	− TFUE: Tratado de Funcionamiento de la Unión Eu-

ropea.
	− TUE: Tratado de la Unión Europea.
	− UE: Unión Europea.
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Cinco años del pilar europeo 
de derechos sociales: 

panorama social de Europa  
en tiempos de crisis

Björn Hacker

En 2023, el bajo crecimiento económico y las elevadas ta-
sas de inflación vuelven a poner en peligro la estabilidad 
social de la UE. A pesar de la relativa resistencia del mer-
cado laboral, el riesgo de pobreza o de exclusión social 
se mantienen elevados. Es más: los grupos vulnerables 
están aún más expuestos. La pandemia fue el primer gran 
desafío del pilar europeo de derechos sociales (PEDS), 
adoptado en 2017. En sus cinco años de existencia, ¿en 
qué medida ha contribuido a reforzar el progreso social 
en la UE? En este artículo, repasaremos, en primer lugar, 
la actual situación socioeconómica, laboral y social de 
la UE, para luego recordar las principales características 
del PEDS y su papel en la pandemia. Acabaremos con un 
análisis de la evolución de los indicadores sociales en los 
últimos cinco años.

Estanflación económica en la UE

En 2022, la UE mostraba un crecimiento real del producto 
interior bruto (PIB) positivo del 3,5% en comparación con 
el ejercicio anterior. La situación económica se ha entur-
biado de nuevo en 2023, y se prevé un crecimiento anual 
solo del 1% (Comisión Europea, 2023a). Tras el fin de 

la mayoría de las restricciones vinculadas al COVID-19, 
se notó un claro efecto de recuperación en el consumo 
privado, que, debido a varios factores, empezó a ralenti-
zarse a partir del otoño de 2022. Entre ellos, los cuellos 
de botella en el suministro, que no pudieron resolverse 
en determinados sectores hasta que el Gobierno chino 
levantó su estrategia de “cero COVID” a finales del año 
2022-23. Otro factor fue el nuevo repunte de la inflación, 
que redujo la renta disponible de los hogares y, por lo 
tanto, una bajada de su poder adquisitivo. La inflación en 
la UE tocó techo en octubre de 2022, con una tasa inte-
ranual del 11,5%. Desde entonces, ha descendido hasta 
el 6,4% en junio de 2023, de forma muy desigual entre 
los distintos Estados miembros. La adopción de medidas 
políticas permitió contener el aumento de los precios 
del sector energético, pero la inflación subyacente se ha 
enquistado. Aunque el Banco Central Europeo (BCE) ha 
combatido el encarecimiento de la vida con subidas de 
los tipos de interés desde julio de 2022, el efecto de 
esta política monetaria restrictiva –con un tipo de interés 
básico del 4,25% en agosto de 2023– está afectando a 
las inversiones empresariales. 

El lastre de la estanflación (un crecimiento econó-
mico reducido con una inflación aún muy superior al  
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objetivo del BCE para 2023) llega en mal momento, por-
que deja a la UE sin aliento tras 15 años ininterrumpidos 
de profundas crisis económicas. También complica los 
ajustes necesarios al cambio del entorno geopolítico, 
como la agresión rusa contra Ucrania. Dichos ajustes 
requieren la disociación parcial o la reorientación de 
los flujos comerciales internacionales para disminuir la 
dependencia. Además, la situación socioeconómica su-
pone un freno para la transformación de las economías 
europeas en el contexto de la digitalización, la reducción 
de los gases de efecto invernadero en un 55% sobre los 
niveles de 1990 antes de 2030 y la neutralidad climática 
para el año 2050.

Mercados laborales estables

En el primer trimestre de 2023, se contaba un total 
de 216,1 millones de personas empleadas en la UE, 5 
millones más que antes de la pandemia, en el último 
trimestre de 2019. En 2022, la UE alcanzó un máximo 
de ocupación del 75% en la población de 20 a 64 años, 
a solo tres puntos del objetivo del 78% para 2030 del 
Plan de Acción del PEDS, lanzado en la Cumbre social de 
Oporto en 2021. Algunos Estados miembros ya superan 
esta cifra, con Países Bajos (83%), Suecia y Estonia (82% 
en ambos casos) a la cabeza. En el mismo tiempo, los 
mercados laborales de los países con las tasas de em-
pleo más bajas –Italia (65%), Grecia (66%) y Rumanía 
(69%)– también han mejorado de forma continua.

Esta evolución demuestra la estabilidad del empleo 
europeo, que ha superado la pandemia mucho mejor que 
las anteriores crisis monetaria y financiera; también sale 
mejor parado comparado con el mercado laboral esta-
dounidense. Esto se ha conseguido, entre otros, gracias 
al apoyo prestado por el Instrumento Europeo de Apoyo 
Temporal para Atenuar los Riesgos de Desempleo en una 
Emergencia (SURE) (Comisión Europea, 2023b). Hasta 
ahora, la ocupación en la UE ha desafiado la ralentiza-
ción económica. Esto se debe también al aumento de la 
demanda de bienes y servicios tras el fin de los confina-

mientos y restricciones de movilidad, que provocaron una 
creciente escasez de trabajadores cualificados. 

Las cifras de desempleo reflejan esta evolución la-
boral favorable, que en mayo 2023 alcanzaba el 5,9  de 
la población activa en la UE. Esta cifra representa un 
pequeño descenso de 0,2 puntos porcentuales respecto 
del año anterior. Sin embargo, siguen existiendo pronun-
ciadas diferencias entre los distintos Estados miembros: 
para mayo de 2023, las cifras relativas al desempleo 
oscilan entre el 2,4% de la República Checa y el 2,7% 
de Polonia en un extremo, y el 12,7% de España y el 
10,8% de Grecia en el otro. Entre mayo de 2022 y mayo 
de 2023, la brecha de empleo entre sexos se ha reducido 
ligeramente, y pasa de 0,7 a 0,5 puntos porcentuales en 
toda la UE. Para el mismo periodo, la tasa de desempleo 
juvenil de 15 a 24 años se ha mantenido prácticamente 
sin cambios: un 13,9% en la UE. En el rango superior 
(desempleados de 15 a 29 años), la tasa del 6,3% re-
gistrada en 2022 marca el nivel más bajo desde el inicio 
de las series de datos, en 2009. En 2022, la tasa de 
jóvenes desempleados que no reciben formación aca-
démica ni capacitación (jóvenes NEET) de 15 a 29 años 
también se redujo al 11,7% en la UE, casi un punto 
porcentual menos que antes de la pandemia en 2019. 
No obstante, dado el menor crecimiento económico, la 
Comisión Europea prevé que, en 2023, se inviertan estas 
tendencias positivas, o, al menos, entren en una fase de 
estancamiento (Comisión Europea, 2023c).

En 2022, los niveles de demanda e inflación enca-
recieron en un 5% los costes laborales en la UE con 
respecto al año anterior. Esto se debe, en mayor parte, a 
los incrementos de salario nominal, que, sin embargo, no 
han logrado contrarrestar una inflación mucho más ele-
vada: en términos reales, el resultado neto es una pérdida 
salarial para los trabajadores. Solo Bulgaria y Hungría 
han conseguido compensar plenamente la inflación en 
2022, mediante considerables aumentos salariales; en 
los demás Estados miembros se registran pérdidas de 
salario reales entre el -1,1% en Francia y el -8,3% en 
Estonia, arrojando para la UE una media del -4,3% 
en comparación con el año anterior. Esta evolución es  
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importante en términos sociopolíticos a causa del intenso 
impacto de la inflación sobre el segmento salarial más 
bajo, puesto que aumenta el coste de la vida y agudiza 
la desigualdad de ingresos reales (Müller et al., 2023).

Divergencias sociales persistentes

El aumento del coste de la vida también agrava el riesgo 
de pobreza o exclusión social, sobre todo para los hogares 
de rentas medias y bajas. Sin embargo, el indicador retros-
pectivo AROPE (At Risk Of Poverty and Exclusion, riesgo 
de pobreza o exclusión social) solo muestra un ligero in-
cremento de 0,5 puntos porcentuales en toda la UE. Os-
cila entre un mínimo de 21,1% de la población en 2019 
a un 21,6% en 2020, 21,7% en 2021 y de nuevo 21,6% 
en 2022. Por lo tanto, el indicador AROPE se mantiene re-
lativamente estable en la UE, lo que puede explicarse por 
las intervenciones políticas de gran alcance que apoyaron 
la demanda y ampliaron las prestaciones sociales en la 
pandemia y la crisis energética, tanto a escala nacional 
como europea. En términos absolutos, hablamos de 95,3 
millones de personas en 2022, lo que sigue siendo una 
cifra elevada y se sitúa lejos del objetivo de reducción en 
15 millones de personas desde los niveles de 2019, para 
llegar a 77,2 millones en 2030, tal y como se acordó en 
la Cumbre Social de Oporto, en 2021. Persisten grandes 
diferencias entre los Estados miembros de la UE: mientras 
que la República Checa (11,8%), Eslovenia (13,3%) y Po-
lonia (15,9%) obtienen las cifras más bajas en 2022, los 
países del sudeste de Europa, Rumanía (34,4%), Bulgaria 
(32,2%) y Grecia (26,2%) se sitúan a la cabeza.

Las personas más expuestas al riesgo de pobreza o 
exclusión social son los niños y niñas de la UE, con una 
tasa de vulnerabilidad del 24,7% de todos los menores 
de 18 años en 2022, casi dos puntos más que antes de 
la pandemia. La vulnerabilidad de los jóvenes entre 15 y 
29 años también ha sido significativamente superior a la 
población general, con un 24,9% en 2022; lo mismo vale 
para las personas con discapacidad, cuya tasa AROPE ha 
sido del 28,8% en la UE en 2022.

Como era de esperar, se produjo un aumento signi-
ficativo de la pobreza energética entre la población de 
la UE tras el inicio de la guerra de agresión rusa contra 
Ucrania. Esta variable puede medirse con el porcentaje 
de hogares sin capacidad de mantener una temperatura 
suficiente. En 2021, esta tasa era del 6,9%; en 2022, del 
9,3%, con un aumento mucho mayor entre las personas 
en riesgo de pobreza o exclusión, que pasaba del 16,4 al 
20,2%. También son elevadas las diferencias entre Esta-
dos miembros: en la población ya en riesgo de pobreza 
o exclusión, más de la mitad sufre pobreza energética 
en Chipre, cifra que apenas llega al 4% en Finlandia. En 
2022, Francia (más de 8,8 puntos porcentuales), Portu-
gal, Rumanía, Países Bajos, Eslovaquia, Letonia, Alema-
nia e Irlanda (más de 4,1 puntos) registraron distintos 
incrementos por encima de la media en este grupo de 
población. Queda por ver si este problema se intensifica 
aún más en 2023 o si puede limitarse con medidas po-
líticas para reducir los costes de la energía.

En el cuadro de indicadores sociales asociado al 
PEDS, la mayoría de los indicadores considerados “críti-
cos” en los Estados miembros apuntan a una bajada de 
la renta disponible de los hogares, un aumento del riesgo 
de pobreza y exclusión en la infancia, una reducción de 
la pobreza insuficiente merced a los sistemas de segu-
ridad social y una elevada tasa de abandono escolar y 
formativo. Esto demuestra el grado en que las crisis de 
los últimos años consolidan las desigualdades y plantean 
retos a los estados del bienestar. 

El PEDS: creación de un nuevo instrumento 
en 2017

En 2016, la Comisión presentó un primer borrador del 
PEDS, que después fue adoptado por las tres grandes insti-
tuciones de la UE –Parlamento, Consejo y Comisión– en la 
cumbre social de Gotemburgo (Suecia) el 17 de noviembre 
de 2017. Consta de tres capítulos: “Igualdad de oportuni-
dades y de acceso al mercado de trabajo”, “Condiciones 
de trabajo justas” y “Protección e inclusión social”. Como 
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vemos en la Tabla 1, el PEDS establece un total de 20 
principios que abarcan, entre otras cosas, las prestaciones 
sociales, las condiciones de trabajo, las oportunidades edu-
cativas y las políticas de inclusión, y aboga por la existencia 
de un adecuado acceso, calidad y cobertura a todos ellos. 

Los 20 principios del PEDS no constituyen legislación 
comunitaria jurídicamente vinculante, aunque postulan 
derechos legales. Recogen partes del acervo comunitario 
en materia social (como la igualdad de género o la lu-
cha contra la discriminación), pero van mucho más allá, 
y abordan ámbitos que son competencia inequívoca de 
los Estados miembros, como, por ejemplo, las políticas de 
educación, salarios o pensiones. Así, el PEDS ha conse-
guido crear un nuevo punto de referencia para el debate 
de la Europa social en los años transcurridos desde su 
adopción, a pesar de que no ha cambiado el reparto de 
competencias. La Comisión ha sido especialmente im-
portante en ello, ya que hace referencia al Pilar en sus 
iniciativas legislativas en todos los ámbitos imaginables 
de política social. El Parlamento y el Consejo suelen hacer 
suyas estas referencias al PEDS, entre otros en el apartado 
de motivos de la legislación europea. Ejemplos de esto 
son el Reglamento de creación de una Autoridad Laboral 
Europea, que el Consejo adoptó en junio de 2019; la Re-

comendación adoptada por el Consejo en junio de 2021 
para crear una Garantía Infantil Europea contra la pobreza 
infantil o la Directiva sobre salarios mínimos adecuados 
en la UE, que el Consejo adoptó en octubre de 2022.

El PEDS también tiene peso en la política social dis-
tributiva de la UE y se ha integrado en la programación 
y administración del Fondo Europeo de Desarrollo Re-
gional (FEDER), el Fondo Social Europeo Plus (FSE+), el 
Fondo de Cohesión y el Fondo de Transición Justa (FTJ). 
Para el periodo de financiación 2021-2027, “una Euro-
pa más social e integradora mediante la aplicación del 
pilar europeo de derechos sociales” se identificó como 
el cuarto de los cinco objetivos políticos. Por lo tanto, 
los Estados miembros están obligados a integrarlos 
en la preparación de sus respectivos programas. La UE 
proporciona qué ámbitos de intervención y qué criterios 
detallados deben tenerse en cuenta. Estos van ligados 
a los principios del PEDS en materia de políticas activas 
del mercado laboral, igualdad de género, educación y 
formación, inclusión social y reducción de la pobreza, 
o sanidad y cuidados de larga duración, por ejemplo. 
En consecuencia, los Acuerdos de Asociación (AA) de 
los Estados miembros, negociados con la Comisión, ha-
cen referencia a cómo contribuyen al cumplimiento del  

Tabla 1. Los 20 principios del pilar europeo de derechos sociales
Capítulo 1
Igualdad de oportunidades y de  
acceso al mercado de trabajo

Capítulo 2
Condiciones de trabajo justas

Capítulo 3
Protección e inclusión social

1.	 Educación, formación y aprendiza-
je permanente

2.	 Igualdad de género
3.	 Igualdad de oportunidades
4.	 Apoyo activo para el empleo

5.	 Empleo seguro y adaptable
6.	 Salarios
7.	 Información sobre las condiciones 

de trabajo y la protección en caso 
de despido

8.	 Diálogo social y participación de 
los trabajadores

9.	 Equilibrio entre vida profesional y 
vida privada

10.	Entorno de trabajo saludable, 
seguro y adaptado y protección 
de datos

11.	Asistencia y apoyo a la infancia
12.	Protección social
13.	Prestaciones por desempleo
14.	Renta mínima
15.	Pensiones y prestaciones de vejez
16.	Asistencia sanitaria
17.	 Inclusión de las personas con 

discapacidad
18.	Cuidados de larga duración
19.	Vivienda y asistencia para las 

personas sin hogar
20.	Acceso a los servicios esenciales

Fuente: Comisión Europea (2017): Pilar europeo de derechos sociales. Disponible en: https://data.europa.eu/doi/10.2792/506887

https://data.europa.eu/doi/10.2792/506887
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objetivo social. Los avances en la aplicación del PEDS se 
evaluarán en la revisión intermedia de 2025.

Con el Semestre Europeo ya existía un proceso con-
solidado para la gobernanza “blanda”, que podía am-
pliarse a la coordinación de las políticas sociales. Con el 
fin de hacer operativo el PEDS en el ciclo anual de coor-
dinación, se le dotó, en 2017, de un cuadro de indicado-
res sociales. Actualmente, hay 17 indicadores principales 
(inicialmente 14), que se complementan con otros subin-
dicadores, y constituyen el marco de referencia para que 
la Comisión pueda medir el progreso social. El cuadro de 
indicadores está articulado en torno a los tres capítulos 
del PEDS. Tras una revisión realizada en 2021, 18 de los 
20 principios están ya cubiertos por indicadores. Mientras 
que la Comisión incorporó inmediatamente referencias 
al PEDS en el Semestre Europeo 2017/18 en todos sus 
informes y sus recomendaciones, los Estados miembros 
respondieron con cautela. En los Planes Nacionales de 
Reforma (PNR) que presentaron a Bruselas en la prima-
vera de 2018, 16 de ellos no mencionan en absoluto el 
nuevo instrumento; solo cuatro Gobiernos trataron los 
principios e indicadores individuales con más detalle y 
los relacionaron con el desarrollo social en sus propios 
países (Hacker, 2019).

Uso del PEDS durante la pandemia

El PEDS se enfrentó a su primer desafío en 2020, con 
la pandemia del coronavirus, que exigió coordinar las 
políticas sanitarias a escala europea. Se trataba, sobre 
todo, de reaccionar ante las consecuencias económi-
cas de los confinamientos. En una decisión inédita de 
marzo de 2020, el Consejo activó la cláusula general 
de salvaguardia del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, 
dejando así a los Estados miembros vía libre en términos 
presupuestarios para adoptar las políticas necesarias. El 
paquete de medidas NextGenerationEU (NGUE) se alejó 
nítidamente del rumbo adoptado en la crisis del euro, que 
ponía el foco en la responsabilidad individual de los Esta-
dos miembros y priorizaba las medidas de austeridad. En 

este caso, la UE se decantó por la innovación absoluta: el 
endeudamiento comunitario permite aportar un total de 
750 000 millones de euros en transferencias financieras 
y préstamos, que se asignan a los Estados miembros a 
través del recién creado Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia (MRR), también según criterios de impacto 
socioeconómico. La condición clave para recibir dinero 
del MRR es la aprobación de un Plan de Recuperación y 
Resiliencia (PRR), en coordinación con la Comisión, que 
contemple inversiones y reformas hasta 2026. Aunque 
es obligatorio actuar en los ámbitos del cambio climá-
tico y la digitalización, el PRR también tiene que cubrir 
las áreas de cohesión social, sanidad, educación y res-
iliencia social. De esta forma, en el desembolso de los 
fondos asignados, la UE combina las medidas procíclicas 
con estructurales. El Semestre Europeo se eligió como 
instrumento de coordinación de esta ayuda financiera 
excepcional. 

Las consecuencias sociales de la recesión económica 
de 2020 no tardaron en hacerse visibles y rápidamente 
se pusieron de manifiesto qué grupos de población son 
especialmente vulnerables (Comisión Europea, 2020). 
Entre ellos se encuentran los niños y adolescentes (a 
causa del cierre de guarderías y escuelas), las familias 
monoparentales (a causa de la necesidad de hacer la 
escuela en casa), las mujeres (debido al número despro-
porcionado de tareas de crianza y cuidado de los hijos 
que se les asigna, así como a su proporción a menudo 
elevada de empleo a tiempo parcial), las personas con 
discapacidad (debido a su integración a menudo insu-
ficiente en el mercado laboral), las personas de origen 
inmigrante y las personas con un bajo nivel educativo (a 
causa de situaciones laborales a menudo precarias, un 
equipamiento digital deficiente o la falta de cualificacio-
nes) y los autónomos (que cuentan con una protección 
suficiente a través de la seguridad social). 

En la Cumbre Social celebrada en Oporto los días 7 
y 8 de mayo de 2021, la UE redobló sus esfuerzos por 
tener en cuenta la dimensión social de la pandemia y, al 
mismo tiempo, dirigió su atención hacia los nuevos retos 
sociales de la doble transformación ecológica y digital. 
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La Comisión se vale del PEDS para estos fines y prioriza 
decididamente su aplicación en su Plan de Acción (Co-
misión Europea, 2021). En Oporto, los Estados miem-
bros acordaron unos objetivos cuantitativos para el año 
2030, basándose en la propuesta de la Comisión para 
tres grandes indicadores sociales en materia de empleo, 
formación y reducción de la pobreza. Esto lo vemos en 
la Tabla 2. 

Ahora, los objetivos cuantitativos complementan los 
ya existentes en los ámbitos de la acción por el clima y 
la digitalización en los PRR de los Estados miembros. 
De esa forma, la Comisión refuerza el PEDS y eleva a 
un plano superior la dimensión social de la política de 
crisis de la UE. En la Declaración de Oporto, los jefes de 
Estado y de Gobierno se comprometen con el PEDS como 
piedra angular de la política de crisis: “el pilar europeo 
de derechos sociales es un elemento fundamental de la 
recuperación. Su aplicación reforzará el impulso de la 
Unión hacia una transición digital, ecológica y justa, y 
contribuirá a lograr una convergencia social y económica 
al alza y a hacer frente a los desafíos demográficos” 
(Consejo Europeo, 2021). Con este refuerzo adicional en 
la crisis, la UE ha conseguido dar prioridad a las cuestio-
nes sociales de forma retrospectiva (Andor, 2022).

Es el caso también para el MRR, a través del cual 
se asigna la mayor parte de los fondos del NGUE. Aquí, 
la atención se centra en las inversiones de los Estados 
miembros para la transformación ecológica y digital. En 
términos de gasto por país beneficiario, la UE ha fijado 
unos objetivos cuantitativos mínimos del 37% para la 
acción por el clima y del 20% para la digitalización. Aun-

que el sector social no cuenta con objetivo cuantitativo, 
resulta obvio que una media del 28% del mecanismo se 
emplea en inversión social genérica en los 27 países de 
la UE. Se trata de una cifra bastante elevada, que debe 
ponerse en relación con el total de previsiones de gasto 
alcanzadas hasta la fecha, un 40% en la protección del 
clima y un 26% en digitalización. El gasto previsto en 
materia social oscila entre los 46 y 44% de Hungría y 
Portugal, y el 13% de los Países Bajos o 3% de Dina-
marca. Es difícil hacer un seguimiento preciso de las me-
didas en el sector social por país: la Comisión no puede 
asignar con exactitud todas las reformas, o bien los Es-
tados miembros han establecido sus propias prioridades 
y asignaciones en sus PRR por debajo de las categorías 
especificadas en las normas. Además, hay que tener en 
cuenta que el abanico de ámbitos que cubre el PEDS es 
muy amplio, y que se tiene en cuenta no solo las políticas 
sociales clásicas, sino también sectores adyacentes como 
la educación o los servicios públicos. Según los cálculos 
de la Comisión, casi la mitad de los Estados gastan más 
de un tercio de su parte de los fondos del MRR en cues-
tiones sociales; solo cuatro países invierten aquí menos 
de la quinta parte. Siguiendo una norma de notificación 
del gasto social, la Comisión asigna estos gastos a cuatro 
categorías, que por desgracia no se corresponden con los 
capítulos del PEDS; según esto, el 20% del gasto social 
de los PRR nacionales en el conjunto de los 27 países se 
asigna a políticas de empleo y cualificaciones, el 33% a 
educación y cuidado de la infancia, asistencia sanitaria 
y cuidados de larga duración, y el 14% a otras medidas 
sociales (Comisión Europea, 2023d).

Tabla 2. Principales objetivos sociales de la UE para 2030

2016 2021 Objetivo 2030

Tasa de empleo (%) (20-64 años) 69,6 73,1 78,0

Participación en formación continua en los últimos 12 meses (%) (16-74 años) 43,7 - 60,0

Número de personas en riesgo de pobreza o exclusión social en miles (AROPE) 103 556 95 387 77 201

Fuente: Comisión Europea (2023c); Eurostat; cálculos propios. Se espera que para el año 2030 el número de personas en 
situación de pobreza o exclusión social se reduzca en al menos 15 millones respecto de 2019.
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Evolución del cuadro de indicadores 
sociales (2017-2021)

La imagen que aparece del examen de cada uno de los 
tres capítulos del PEDS y de la evolución de las medias 
de la UE en los 15 indicadores sociales comparables en-
tre 2017 y 2021 (publicados en 2022) es relativamente 
positiva (Hacker, 2023). Los cuatro indicadores sociales 
del primer capítulo del PEDS (“Igualdad de oportuni-
dades y de acceso al mercado laboral”) muestran, sin 
excepción, leves mejoras en la media simple de los 27 
países de la UE. El abandono prematuro de los estudios 
se ha reducido en un punto porcentual, la tasa de jóve-
nes NEET ha bajado en 0,75 puntos y la brecha laboral 
de género ha disminuido en medio punto. La proporción 
de los quintiles de renta, que utiliza la ratio S80/S20 
para medir la desigualdad en la distribución de la renta, 
se ha mantenido relativamente estable en promedio. 
De la misma forma, los cuatro indicadores del segun-
do capítulo del PEDS (“Condiciones de trabajo justas”) 
muestran cambios positivos en la media simple de los 
países de la UE. Tras la pandemia, sobrevenida en este 
periodo y causante de importantes pérdidas de puestos 
de trabajo, los Estados miembros lograron recuperarse 
y aumentar las tasas de empleo en una media de 2,6 
puntos porcentuales, con la consiguiente disminución 
del desempleo (1,2 puntos menos) y el desempleo de 
larga duración (1 punto menos). La renta disponible de 
los hogares aumentó significativamente durante la cri-
sis, debido entre otras cosas a los programas de apoyo 
financiero a los trabajadores o a determinados grupos 
profesionales, dando un salto de casi 9 unidades. El ter-
cer capítulo del PEDS (“Protección e inclusión social”) 
también muestra cambios positivos en los siete indi-
cadores sociales por término medio en los 27 Estados 
miembros de la UE. Decrecen las tasas de riesgo de 
pobreza o exclusión social, especialmente las de la in-
fancia, que, no obstante, se mantienen en un nivel medio 
relativamente alto, por encima del 20% en 2021. Las 
transferencias sociales (excluidas pensiones) reducen el 
riesgo medio de pobreza en casi un 37% en la UE, un 

aumento de 2,6 puntos porcentuales desde 2017. La 
brecha laboral específica de las personas con discapa-
cidad está bajando ligeramente, pero sigue siendo muy 
alta, con una media del 24%. En 2021, la proporción 
media de población de la EU que gasta en vivienda más 
del 40% de su renta disponible se situó en un 7%; de 
nuevo, una reducción de casi 2 puntos porcentuales. Se 
observa una subida de 2,8 puntos en la proporción de 
niños menores de tres años en guarderías, que ahora 
se sitúa en el 35%. Por término medio, solo algo más 
del 2% de la población de la UE se queja de falta de 
atención médica debido a limitaciones financieras, listas 
de espera o distancia geográfica.

Con respecto a la situación social de los distintos Es-
tados miembros según el cuadro de indicadores sociales, 
puede apreciarse que, en 2021, 18 de los 27 Estados 
miembros puntúan por encima de la media en más de la 
mitad de los indicadores (Tabla 3). No es especialmente 
sorprendente la posición de los Estados escandinavos, los 
Países Bajos, Austria y Bélgica, que en la investigación 
comparativa de los estados del bienestar suelen situarse 
a la cabeza de la lista en prestaciones sociales. También 
es obvio que los tres últimos países que se han incorpora-
do a la UE –Croacia, Bulgaria y Rumanía– registran unos 
resultados relativamente malos, al igual que los países 
del sur de Europa –Italia, España y Grecia–, muy afecta-
dos por la crisis del euro y también por la pandemia. En 
cambio, según el cuadro de indicadores sociales, Chipre 
y Portugal parecen haber logrado volver a alcanzar la 
media europea tras graves crisis económicas. Sorprende 
la mediocre situación de los estados del bienestar desa-
rrollados en Luxemburgo, Francia y Alemania, así como 
la inesperada primera posición de Eslovenia. 

En comparación con los resultados de 2017, Luxem-
burgo (-4), Francia, Alemania y Malta (-3 cada uno) han 
empeorado en relación con la media de la UE en un 
número significativo de indicadores. Los cuatro países 
se encontraban en el grupo de Estados miembros con 
muy buenos resultados en 2017, pero, con la pandemia, 
han retrocedido hacia posiciones medias. En total, once 
países tenían más indicadores por debajo de la media de 
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la UE en 2021 que en 2017. Solo seis países mejoraron 
en comparación con la media de la UE en algunos indi-
cadores; Hungría (+3), Croacia (+2), junto con España, 
Irlanda, Letonia y Eslovenia (+1 cada uno). Diez países 
no han modificado su posición relativa en la tabla. Los 
países del sur y sureste de Europa, lejos de la mediana, 
no han empeorado desde 2017 a pesar de la pandemia.

En general, el panorama global de los 15 indicadores 
comparables del cuadro de indicadores sociales muestra 
que la situación social ha mejorado de manera constante 
desde 2017 en una media simple de los Estados miem-
bros, a pesar de la grave crisis económica provocada por 
la pandemia. Sin embargo, en los cinco años transcurri-
dos desde que se introdujo el PEDS y se emplea el cuadro 

Tabla 3. Variación de los indicadores agregados del cuadro de indicadores sociales 2017/2021

País Número de indicadores sociales 
por encima de la media 2017

Número de indicadores sociales 
por encima de la media 2021

Variación entre 2017 y 2021

Eslovenia 13 14 +1

Finlandia 12 12 0

Países Bajos 13 12 -1

Dinamarca 14 12 -2

Suecia 14 12 -2

República Checa 12 12 0

Austria 13 11 -2

Irlanda 9 10 +1

Hungría 7 10 +3

Bélgica 11 10 -1

Eslovaquia 9 9 0

Luxemburgo 13 9 -4

Polonia 9 9 0

Estonia 9 9 0

Letonia 7 8 +1

Malta 11 8 -3

Francia 11 8 -3

Portugal 8 8 0

Alemania 10 7 -3

Chipre 9 7 -2

Lituania 9 7 -2

Croacia 4 6 +2

Bulgaria 4 4 0

España 2 3 +1

Italia 3 3 0

Rumanía 3 3 0

Grecia 2 2 0

Fuente: Cuadro de indicadores sociales de la UE, cálculos propios.
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de indicadores sociales, la imagen general es que existen 
tres grandes grupos de países, y que esta estructura no 
ha hecho otra cosa más que consolidarse. El primer gru-
po, con los mejores resultados, está formado por Austria, 
Dinamarca, Suecia, Finlandia, República Checa, Países 
Bajos y Eslovenia y presenta valores superiores a la media 
en diversos indicadores; solo Eslovenia ha logrado sumar 
otro indicador superior a la media desde 2017. El segun-
do grupo, que obtiene peores resultados, está formado 
por Grecia, Bulgaria, Croacia, España, Italia y Rumanía, 
y cuenta con resultados inferiores a la media en diversos 
indicadores sociales; de ellos, solo España y Croacia han 
conseguido ponerse por encima de la media en varios 
indicadores desde 2017. El tercer grupo, de “resultados 
medios”, es el más numeroso, con 14 países. Todos ellos 
agrupan alrededor de la mitad de los 15 indicadores por 
encima o por debajo de la media de la UE. Este grupo 
es el que más se ha movido desde 2017, con muchos 
países que han empeorado, es decir, que tienen más in-
dicadores sociales por debajo de la media de la UE que 
cuatro años antes.

Conclusión

Durante la pandemia, se lograron limitar las distorsio-
nes sociales gracias a medidas europeas como SURE, 
las inversiones sociales en el marco de NGEU y la sus-
pensión del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. En la 
visión agregada desde 2017, el cuadro de indicadores 
sociales asociado al PEDS muestra que la situación social 
en la UE está mejorando de manera lenta pero cons-
tante. Esto es especialmente cierto para los datos del 
mercado laboral: teniendo en cuenta las diversas crisis 
de los últimos años, el mercado de trabajo muestra una 
situación media bastante positiva en la UE; a ello han 
contribuido sin duda las medidas de apoyo temporal en 
la pandemia, promovidas por la UE a través del SURE. Sin 
embargo, desde la introducción del PEDS, muy pocos Es-
tados miembros han logrado superarse en materia social. 
Existen márgenes francamente mejorables, sobre todo 

para indicadores como la igualdad de oportunidades y 
el acceso al mercado laboral, o la protección e inclusión 
social, correspondientes a los capítulos primero y tercero 
del PEDS. Las oportunidades en educación, formación y 
perfeccionamiento profesional para infancia y juventud 
no parecen suficientemente desarrolladas, o no se apro-
vechan lo suficiente. Esta desventaja que aqueja a la 
juventud también se refleja en su elevada exposición al 
riesgo de pobreza o exclusión social, que, no obstante, 
afecta también, en gran medida, a todo el conjunto de la 
población. Las transferencias sociales contribuyen poco a 
aliviar la situación por término medio en la UE; al mismo 
tiempo, la desigualdad de renta es elevada, y se ve agra-
vada por la reciente inflación. En 2023, la resistencia de 
los mercados laborales europeos se ve sometida a una 
presión cada vez mayor, debido al deterioro del creci-
miento económico. El reciente y pronunciado aumento 
del coste de la vida está agudizando los riesgos de pobre-
za y el enquistamiento de las desigualdades. El PEDS ha 
superado su primera prueba, y su importancia ha crecido 
en la pandemia. Para ser central en las crisis económicas 
actuales y futuras, para limitar la aparición de problemas 
sociales, el PEDS debe acompañarse permanentemente 
de instrumentos de apoyo financiero.

Abreviaturas: 

	− AA: Acuerdos de Asociación.
	− AROPE: del inglés, At Risk Of Poverty and Exclusion 

(riesgo de pobreza o exclusión social).
	− BCE: Banco Central Europeo.
	− FEDER: Fondo Europeo de Desarrollo Regional.
	− FSE+: Fondo Social Europeo Plus.
	− FTJ: Fondo de Transición Justa.
	− MRR: Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.
	− NEET: jóvenes desempleados que no reciben forma-

ción académica ni capacitación.
	− NGUE: NextGenerationEU.
	− PEDS: pilar europeo de derechos sociales.
	− PIB: producto interior bruto.



EL ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA

92

	− PNR: Planes Nacionales de Reforma.
	− PRR: Plan de Recuperación y Resiliencia. 
	− SURE: Instrumento Europeo de Apoyo Temporal para 

Atenuar los Riesgos de Desempleo en una Emergencia.
	− UE: Unión Europea. 
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Las políticas de  
migración y asilo

Elena Muñoz

Iniciamos este ciclo legislativo con el anuncio en noviem-
bre de 2019 de un Nuevo Pacto Europeo sobre Migración 
y Asilo que debía impulsar la reforma legislativa del Sis-
tema Europeo Común de Asilo (SECA) iniciada en 2016, 
y probablemente lo terminemos sin un acuerdo global 
sobre todos los instrumentos.

La reforma se basa en un nuevo control previo a 
la entrada (identidad, salud y seguridad, un examen 
preliminar de las vulnerabilidades y el registro de da-
tos biométricos en Eurodac) de las personas nacionales 
de terceros países que se encuentren en las fronteras 
exteriores sin cumplir las condiciones de entrada, para 
posteriormente canalizar adecuadamente a las personas 
solicitantes de protección internacional al procedimiento 
en frontera u ordinario de asilo y a las personas sin 
necesidades de protección al procedimiento de retor-
no, ya sea porque no lo han solicitado o porque se les 
ha denegado la protección internacional. Todos estos 
procedimientos recaen mayoritariamente en el primer 
país de entrada, ya que los criterios para determinar el 
Estado miembro responsable de estudiar cada solicitud 
de asilo no han variado en esencia. En casos de crisis 
o fuerza mayor, se permite al Estado miembro respon-
sable flexibilizar sus obligaciones y al resto de Estados 
miembros aumentar sus contribuciones a la solidaridad 
en el reparto de las personas solicitantes de asilo o en 
los retornos de las personas sin necesidad de protección 
internacional. 

Todo ello se combina con la dimensión exterior de 
las migraciones, que incluye la cooperación reforzada con 

terceros países en la gestión de las rutas migratorias de 
entrada a la Unión Europea, acuerdos de readmisión con 
dichos Estados y acuerdos de cooperación técnica con 
cláusulas de condicionalidad de la ayuda al desarrollo a 
la colaboración en el control de fronteras. 

Para diseñar este complejo engranaje, la Comisión 
presentó en 2020 la Propuesta de Reglamento de Con-
trol Previo, la Propuesta modificada del Reglamento 
de Eurodac (sobre la propuesta de 2016), la Propuesta 
modificada de Reglamento de Procedimientos (sobre la 
propuesta de 2016), la Propuesta modificada de Regla-
mento de Cualificación (sobre la propuesta de 2016), la 
Propuesta de modificación de Directivas de Condiciones 
de Acogida (sobre la propuesta de 2016), la Propuesta 
de Reglamento de Gestión del Asilo y la Migración, la 
Propuesta de Reglamento de Crisis y Fuerza Mayor 

Sin embargo, tres años después y siete desde el ini-
cio de la reforma legislativa del SECA, las negociaciones 
avanzan muy lentamente y el tiempo apremia ante el 
final del actual ciclo legislativo.

Si en 2021 solo hubo acuerdo de los colegisladores 
para aprobar la refundición de la Directiva sobre la Tar-
jeta Azul y el Reglamento por el que se crea la nueva 
Agencia de Asilo de la UE (EUAA), en 2022 el progreso 
ha sido escaso, a pesar de los esfuerzos de las distintas 
Presidencias rotativas del Consejo de la Unión Europea 
para desbloquear las negociaciones.

La Presidencia francesa (1 de enero a 30 de junio de 
2022) propuso un enfoque gradual para avanzar primero 
en las negociaciones de aquellas propuestas del Pacto 



EL ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA

94

que generasen menos controversia entre los Estados 
miembros (Consejo de la Unión Europea, 2022). 

España, Chipre, Italia, Grecia y Malta, los países que 
constituyen la frontera sur de la Unión Europea (Med 5), 
aceptaron este enfoque gradual, con la condición de que 
se respetasen los principios del reparto equitativo de res-
ponsabilidad y solidaridad. Así, entre junio y septiembre 
de 2022, el Consejo adoptó un mandato de negociación 
sobre el Reglamento de Control y el Reglamento Euro-
dac, que, sin embargo, incrementa considerablemente la 
responsabilidad y la presión sobre los países fronterizos 
(Consejo de la Unión Europea, 2022a). En paralelo, en 
junio de 2022, veintiún Estados acordaron una Decla-
ración de Solidaridad y un Mecanismo de Solidaridad 
Voluntaria (Consejo de la Unión Europea, 2022b), “para 
ofrecer una respuesta concreta a las dificultades migra-
torias de los Estados miembros mediterráneos de primera 
entrada” a través de reubicaciones de solicitantes de 
asilo y refugiados o contribuciones financieras (Comi-
sión Europea, 2022). Aunque en la propia declaración 
los Estados firmantes manifestaban su intención de que 
este mecanismo voluntario pudiera servir de modelo para 
el mecanismo permanente de solidaridad que introduce 
el Reglamento de Gestión del Asilo y la Migración, la 
realidad es que, a finales de año, la Comisión hacía un 
balance decepcionante de este mecanismo. En los siete 
primeros meses solo se habían reubicado a unas quinien-
tas personas (El País, 2023).

Con la Presidencia checa (1 de julio al 31 de di-
ciembre de 2022) se restableció el enfoque del package 
approach, defendido por el Parlamento Europeo y que 
aboga por una reforma del SECA que aborde la totalidad 
de las propuestas legislativas que hay sobre la mesa

El 7 de septiembre de 2022, el Parlamento Euro-
peo y las cinco Presidencias rotatorias del Consejo de la 
Unión Europea, Francia, República Checa, Suecia, España 
y Bélgica, se comprometieron a hacer todos los esfuerzos 
para finalizar la reforma del SECA en el actual periodo 
legislativo, fijando el inicio de las negociaciones de los 
colegisladores como máximo a finales de 2022 para que 
en febrero de 2024 estuvieran finalizadas. Esta hoja de 

ruta incluye la Propuesta de Reglamento de Gestión de 
Migración y Asilo, la Propuesta de Reglamento de Crisis y 
Fuerza mayor, Propuesta de Reglamento de Control, Pro-
puesta de Reglamento de Cualificación, Propuesta de Re-
glamento de Procedimientos, Propuesta de modificación 
de la Directiva de Acogida, Propuesta de modificación de 
la Directiva de Retorno, Propuesta de modificación del 
Reglamento Eurodac y Propuesta de Reglamento para 
un Marco de Reasentamiento UE.

Por otro lado, a lo largo de 2022 se debatieron dos 
propuestas que, si bien no hacen parte del paquete legis-
lativo del Pacto, afectan a elementos del mismo, como es 
el uso ampliado del procedimiento fronterizo. Estas son 
la Propuesta de Reglamento de Instrumentalización y la 
modificación del Código de Fronteras Schengen. Preocu-
pa especialmente que ambas tienen como objetivo pri-
mordial introducir el concepto de “instrumentalización” 
de la migración, como un mecanismo a disposición de 
los Estados miembros para derogar las normas de asilo, 
bajo determinadas circunstancias, como es hacer frente a 
la llegada de un gran número de personas a las fronteras 
de la UE, como sucedió en la frontera de Bielorrusia en 
2021 (ECRE 2022). Esto supondría que las acciones de 
un Gobierno de un tercer Estado que, a valoración de 
los Estados miembros, utilice a las personas en necesi-
dad de protección internacional para desestabilizar a la 
UE, tengan repercusión en los derechos de estas mismas 
personas, rebajando los estándares de asilo en cuanto 
a acogida, procedimiento y detención. La sociedad ci-
vil y ONG especializadas en la materia calificaron esta 
propuesta como desproporcionada, contraproducente, 
injusta e innecesaria. Un régimen de excepciones a dis-
posición permanente de los Estados miembros socava el 
propio concepto de Sistema Común de Asilo, ya de por 
sí poco armonizado y donde ya existen mecanismos de 
flexibilidad suficientes para hacer frente a los aconte-
cimientos cambiantes de sus fronteras (ECRE, 2022a).

Durante el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior 
del 8 de diciembre de 2022 (Consejo de la Unión Eu-
ropea, 2022c), una minoría de Estados miembros blo-
quearon la adopción de una posición común sobre la 
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Propuesta de Reglamento de Instrumentalización, pero 
está sobre la mesa la inclusión de algunas de sus dispo-
siciones en el Reglamento de Crisis.

En cumplimiento de la hoja de ruta marcada, en 
diciembre de 2022, se logró al fin desbloquear las 
negociaciones con la apertura de los trílogos sobre el 
Reglamento de Eurodac. Asimismo, los colegisladores 
refrendaron los acuerdos provisionales alcanzados en 
2018 sobre la Propuesta de modificación de Directiva 
refundida de Acogida, la Propuesta de Reglamento para 
un Marco de Reasentamiento UE y la Propuesta de Re-
glamento de Cualificación. Sin embargo, la adopción final 
de estos instrumentos dependerá de los progresos en las 
negociaciones de los otros expedientes, desde esa visión 
de package aproach.

El objetivo de la Directiva refundida de Acogida sigue 
siendo establecer condiciones equivalentes en todos los 
Estados miembros con la intención de evitar movimientos 
secundarios de las personas solicitantes de protección 
internacional. El acuerdo alcanzado (Parlamento Euro-
peo, 2022) mejora el acceso al empleo (a los seis meses 
de la solicitud, en lugar de los nueve actuales) y a la 
formación y la protección de los menores no acompaña-
dos. Sin embargo, la fórmula elegida de Directiva se ha 
mostrado ineficaz para esta armonización, dejando a los 
Estados miembros un amplio margen de diseño y gestión 
de estos procesos de integración y acogida. Así, en enero 
de 2023, la Comisión inició procedimientos de infracción 
contra España, Bélgica, Grecia y Portugal por la falta de 
trasposición de la actual Directiva de Acogida.

En cuanto al primer Reglamento para un Marco de 
Reasentamiento UE (Parlamento Europeo, 2022a), es la 
única normativa de la UE que abre una vía legal y segura 
para personas refugiadas que necesitan protección en 
Europa. Aunque se refuerza el papel de la UE para es-
tablecer regiones o países prioritarios y planificaciones 
a dos años, el esquema de reasentamiento se basa en 
la voluntariedad de los Estados miembros y no habrá 
cuotas obligatorias.

Durante la Presidencia checa, la Comisión presentó 
Planes de Acción para dos de las principales rutas de 

llegada de migrantes a la Unión Europea, con una serie 
de medidas operativas para hacer frente a los retos in-
mediatos y actuales mientras se llega al acuerdo de todos 
los expedientes del SECA, que podrá ofrecer soluciones 
más estructurales. Ambos planes están centrados en la 
dimensión exterior de las migraciones, externalizando el 
control de las migraciones a terceros países y facilitando 
la devolución de migrantes. En el Consejo de Justicia y 
Asuntos Internos de diciembre de 2022 se invitó a la 
Comisión a presentar Planes de Acción de las demás 
rutas para abordar esta dimensión exterior de manera 
global (Consejo de la Unión Europea, 2022c).

El Plan de Acción para el Mediterráneo Central (Co-
misión Europea, 2022a), presentado el 25 de noviembre 
de 2022, propone veinte medidas, articuladas en tres 
pilares, orientadas a reducir la inmigración irregular e 
insegura, ofrecer soluciones a nuevos retos en la bús-
queda, salvamento y rescate en el mar y reforzar la so-
lidaridad en equilibrio con la responsabilidad entre los 
Estados miembros. Sin embargo, no ataja las deficiencias 
detectadas en el pasado en cuanto a establecer meca-
nismos de desembarco seguro y predecible, reubicacio-
nes estables, o la cooperación con Libia, cuyo historial 
de violaciones de derechos humanos de las personas 
migrantes ha sido ampliamente denunciado (UN Suport 
Mission to Lybia, 2018).

El Plan de Acción para los Balcanes Occidentales (Co-
misión Europea, 2022b), presentado el 6 de diciembre, 
está enfocado a fortalecer la cooperación en la gestión 
de la migración y los controles fronterizos con los Estados 
balcánicos, en su camino de adhesión a la Unión Euro-
pea. Se trata de veinte medidas agrupadas en cinco ejes: 
fortalecer los controles fronterizos en la ruta balcánica, 
fortalecer los sistemas de asilo de los Estados balcáni-
cos, la lucha contra el tráfico de personas, acuerdos de 
readmisión y retorno, y una política de visados alineada 
con la Unión Europea.

Las negociaciones de la reforma del SECA siguieron 
su curso bajo la Presidencia de Suecia (1 de enero a 
30 de junio de 2023), si bien con un excesivo énfasis 
en aumentar los retornos y presionar a terceros países 
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para que cooperen en la readmisión de sus nacionales 
mediante restricciones en la política de visados y la con-
dicionalidad en los acuerdos comerciales. 

El 24 de enero de 2023 la Comisión Europea presen-
tó una nueva estrategia operativa para unas devolucio-
nes más efectivas (Comisión Europea, 2023), señalando 
como principales objetivos operativos optimizar los pro-
cesos de retorno en cada Estado miembro, siempre en 
cumplimiento de los derechos fundamentales; aumen-
tar el retorno voluntario y la reintegración; mantener un 
enfoque más colaborativo entre los Estados miembros, 
Frontex y la Comisión, teniendo en cuenta los terceros 
países; y mejorar la recogida de datos y estadísticas 
para construir una política de retornos más eficiente. 
Pocos días después, en el Consejo de Justicia y Asuntos 
de Interior (JAI), los Estados miembros discutieron esta 
propuesta, con el foco en la cooperación con terceros 
países (Swedish Presidency of the Council of the Euro-
pean Union, 2023). El 16 de marzo de 2023, la Comi-
sión publicó su Recomendación (UE) 2023/682 sobre el 
reconocimiento mutuo de las decisiones de retorno y la 
agilización de los retornos que tiene como objetivo apo-
yar un “proceso de migración más rápido y fluido” con 
vínculos entre el asilo y el retorno.

Por su parte, en abril de 2023, el Parlamento Europeo 
fijó su posición de negociación, siempre desde el enfoque 
del package aproach, sobre la Propuesta de Reglamen-
to de Gestión del Asilo y la Migración, la Propuesta de 
Reglamento de Procedimientos, la Propuesta de Regla-
mento de Control y la Propuesta de Reglamento de Crisis 
y Fuerza mayor. 

En general, mantiene la propuesta de la Comisión 
con limitadas mejoras en cuanto se refiere a protección 
de los derechos humanos de las personas necesitadas 
de protección internacional. Así, refuerza los mecanis-
mos independientes de supervisión de las fronteras y 
elimina la obligatoriedad de aplicar la ficción jurídica 
de no entrada, por la que se considera que las personas 
sometidas al procedimiento de control (screening) toda-
vía no están en territorio europeo, lo que pone en serio 
peligro el principio de no devolución y el respecto a la 

Convención Europea de Derechos Humanos y la jurispru-
dencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre 
el ejercicio de jurisdicción de los Estados parte. Elimina 
también la aplicación del procedimiento de control a las 
personas que se encuentran de forma irregular dentro 
del territorio, el concepto de fuerza mayor y clarifica el 
concepto de crisis con indicadores claros para determinar 
cuándo un Estado miembro puede descolgarse de sus 
obligaciones en cuanto a los plazos de los procedimien-
tos. Otro aspecto positivo de la posición de negociación 
del Parlamento es el mantenimiento de la Directiva de 
Protección Temporal que se ha mostrado tan útil para 
dar respuesta a una situación como el desplazamien-
to forzado desde Ucrania. En cuanto al equilibro entre 
solidaridad y responsabilidad, elimina el patrocinio de 
retorno como forma de contribuir a los mecanismos de 
solidaridad y establece la reubicación obligatoria como 
única contribución de solidaridad posible para aliviar la 
presión sobre un Estado miembro que se encuentra en 
situación de crisis.

Mientras, en el seno del Consejo, los Estados miem-
bros se han centrado en intentar acercar posiciones so-
bre el Reglamento de Gestión del Asilo y la Migración 
y el Reglamento de Procedimientos de cara al Consejo 
de Justicia y Asuntos de Interior de junio de 2023. Sin 
embargo, han aparecido nuevos vectores de división 
entre los Estados miembros. A la ya clásica negocia-
ción entre responsabilidad y solidaridad, que ya encalló 
la reforma en 2019, se ha unido la aplicación amplia 
de los procedimientos fronterizos a cambio de la po-
sibilidad de derogación del acervo de asilo en ciertas 
circunstancias. Para ello, han introducido el concepto 
de capacidad adecuada, para determinar qué número 
de casos se tramitarán por procedimiento fronterizo y, 
una vez alcanzado este umbral, se abre la posibilidad 
de descolgarse del cumplimiento de las normas de asilo. 
Esto supone un cambio total de perspectiva respecto a 
lo planteado por la Comisión, donde los criterios para 
aplicar el procedimiento en frontera estaban vinculados 
a las nacionalidades con bajas tasas de reconocimiento 
en el conjunto de la Unión Europea. En cuanto a la po-
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sibilidad de derogación del acervo de asilo, los Estados 
miembros pretenden recuperar esta idea de la por ahora 
fallida Propuesta de Reglamento de Instrumentalización, 
pero vinculándolo a este nuevo concepto de capacidad 
adecuada.

Según la Presidencia sueca (Consejo de la Unión 
Europea, 2023), existe amplio apoyo entre los Estados 
miembros en la aplicación de este concepto de capacidad 
adecuada y en la fórmula de calcularlo, teniendo en cuen-
ta las entradas irregulares y los rechazos en fronteras de 
los últimos tres años. También existe acuerdo en ampliar 
la aplicación del procedimiento en frontera y, por tanto, 
la detención en las dependencias fronterizas, a menores 
de 12 años acompañados de adultos e incluso a menores 
no acompañadas que sean considerados un riesgo para 
la seguridad del Estado o el orden público. 

En este sentido, la Presidencia española iniciada el 
1 de julio de 2023 se muestra crucial para el avance 
de las negociaciones, en cinco ejes principales: (i) el 
principio de solidaridad y la responsabilidad compar-
tida entre los Estados miembros; (ii) garantías proce-
dimentales plenas y un tratamiento individualizado de 
las solicitudes de asilo, con respeto al principio de no 
devolución; (iii) una respuesta estructural ante las situa-
ciones de crisis, basada en el acceso a la protección y 
en la garantía de los derechos, entre otras, mantenien-
do la Directiva de Protección Temporal; (iv) un marco 
de protección de los derechos de las personas en las 
fronteras; (v) vías legales y seguras para acceder a la 
protección internacional

Todo ello, en un estado de las negociaciones que al 
cierre de redacción de este informe se encontraban de 
la siguiente forma: 

	− Propuesta modificada del Reglamento Eurodac. 
El 22 de junio de 2022 el Consejo aprobó su mandato 
de negociación. Con la adopción del texto propuesto 
por el ponente Jorge Buxadé (ECR) en la Comisión de 
Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior (LIBE) 
del Parlamento Europeo, el 13 de diciembre de 2022 
se iniciaron los trílogos. Preocupa que los colegisla-
dores han ampliado el alcance de la base de datos 

Eurodac para controlar los flujos migratorios en la UE, 
incluyendo el uso de nuevos datos biométricos como 
el reconocimiento facial y su aplicación a niños y niñas 
desde los seis años, sin suficientes salvaguardias y 
poniendo en riesgo el interés superior del menor en 
el tratamiento de estos datos.

	− Propuesta de Reglamento sobre un Control de 
nacionales de terceros países en las fronteras 
exteriores (Screening). El 22 de junio de 2022 el 
Consejo aprobó su mandato de negociación, mien-
tras que el Parlamento Europeo adoptó su posición 
el 20 de abril de 2023, dando comienzo a los trílogos 
en esa fecha. Entre las cuestiones más preocupantes 
se encuentra la introducción de la ficción jurídica de 
“no-entrada” del artículo 4(1), el riesgo de condicio-
nes de acogida deficientes y un uso excesivo de la 
detención, así como el retraso en el acceso al proce-
dimiento de protección internacional y a todas sus 
garantías. Por otro lado, el Reglamento establece la 
creación de mecanismos nacionales independientes 
de vigilancia del respeto de los derechos fundamen-
tales en las fronteras exteriores, cuyas garantías y 
ámbito de aplicación han sido reforzados por la po-
sición del Parlamento Europeo.

	− Propuesta de Reglamento sobre la Gestión 
del Asilo y la Migración. Este Reglamento incor-
pora las normas de Dublín III para determinar la res-
ponsabilidad del estudio de las solicitudes de asilo, 
manteniendo el criterio del país de primera entrada. 
Asimismo, establece un mecanismo de solidaridad 
solo obligatoria en caso de presión migratoria y 
para las llegadas tras operaciones de búsqueda y 
rescate. Las últimas presidencias del Consejo están 
haciendo esfuerzos para avanzar de forma separada 
en el mecanismo de solidaridad, con la pretensión de 
consolidar como contribución principal un mínimo de 
cuotas de reubicación (Nielsen, 2022), pero también 
mediante el patrocinio del retorno y/o el desarrollo 
de capacidades en la dimensión exterior. En este 
sentido, el mandato de negociación del Parlamento 
Europeo, aprobado el 20 de abril de 2023, elimina 
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el concepto de “patrocinio del retorno” y prioriza 
la reubicación como forma de contribuir a la soli-
daridad. Además, otorga más peso a otros criterios 
para determinar la responsabilidad, convirtiendo en 
residual el del país de primera entrada. El objetivo 
es establecer una posición del Consejo para verano 
de 2023, y el Parlamento Europeo ha anunciado que 
si entonces no se ha avanzado lo suficiente en este 
Reglamento podría bloquear el resto de las nego-
ciaciones.

	− Propuesta de Reglamento relativo a las situa-
ciones de crisis y fuerza mayor. Este Reglamento 
prevé un sistema para situaciones de presión migra-
toria o fuerza mayor, posibilitando que un Estado 
miembro declarado en “situación de crisis”, bajo 
determinadas circunstancias, se aparte del acervo 
regular de asilo, lo que puede dar lugar a procedi-
mientos fronterizos ampliados, pero también activar 
de forma más rápida contribuciones de solidaridad 
obligatorias. Preocupa que su objetivo es la deroga-
ción de la Directiva de Protección Temporal mediante 
la creación del estatuto de “protección inmediata” 
que es menos garantista. En este sentido, es muy po-
sitiva la posición del Parlamento Europeo, aprobada 
el 20 de abril de 2023, que ha defendido y protegido 
la protección temporal, ha eliminado el concepto de 
“fuerza mayor” y ha logrado que en situaciones de 
crisis la única contribución solidaria posible y obli-
gatoria sea la reubicación. No obstante, preocupa el 
riesgo de aplicación extensiva de excepciones a las 
garantías procedimentales y de suspensión del de-
recho de asilo que proponen algunos Estados miem-
bros en el seno del Consejo, aunque su mandato de 
negociación todavía no se ha alcanzado

	− Propuesta modificada de Reglamento sobre 
un Procedimiento Común en materia de pro-
tección internacional. El Parlamento Europeo 
adoptó su posición el 20 de abril de 2023, mientras 
que el Consejo solo ha logrado un acuerdo parcial 
en diciembre de 2022. La razón de ser de esta pro-
puesta es la introducción de un nuevo procedimiento 

fronterizo acelerado de asilo y retorno, y su vínculo 
con el Screening y la Directiva de Retorno refundi-
da. La clave de los desacuerdos es la obligatoriedad 
del procedimiento fronterizo. También preocupa 
especialmente el efecto suspensivo automático de 
los recursos y la canalización de las solicitudes de 
asilo hacia el procedimiento fronterizo en función 
de la nacionalidad, poniendo en riesgo el respeto 
del principio de no devolución y un tratamiento in-
dividualizado de las solicitudes de asilo. 

	− Refundición de la Directiva de Retorno. El Con-
sejo llegó a un acuerdo parcial en junio de 2019, 
aunque el Parlamento Europeo todavía no tiene un 
posicionamiento de negociación y en 2020 se nom-
bró a una nueva ponente, Tineke Strik (ALE). Los as-
pectos más controvertidos son los procedimientos de 
retornos fronterizos, la definición de riesgo de fuga, 
los plazos de detención y el aumento de obligaciones 
para las personas sometidas a los procedimientos 
de retorno.
La situación actual pone de manifiesto que persis-

ten las dificultades para llegar a consensos entre los 
países que se encuentran en la frontera exterior de la 
UE, quienes exigen un equilibrio justo entre solidaridad 
y responsabilidad compartida, y la pugna del resto de 
Estados miembros por reforzar los controles migratorios 
y trasladar los procedimientos de protección internacio-
nal a las fronteras exteriores de la UE. Lejos de estas 
desavenencias parece estar la necesidad de armonizar 
e implementar de forma adecuada el acervo del SECA, 
y más lejos aún, la de construir un marco de protección 
acorde con el máximo respeto al derecho de asilo y los 
derechos humanos. 

En este sentido, la respuesta de la Unión Europea 
al desplazamiento forzado tras la invasión de Ucrania 
ha permitido gestionar la presión sobre los sistemas de 
acogida europeos, demostrando que la resolución eficaz 
de las crisis pasa por garantizar los derechos y el acceso 
a la protección. 

La activación por primera vez en la historia de la  
Directiva de Protección Temporal es sin duda uno de los 
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hitos de este ciclo legislativo. Apenas unos días después 
de la invasión rusa de Ucrania del 24 de febrero de 2022, 
en el Consejo Extraordinario de Justicia y Asuntos Inter-
nos, los Estados miembros mostraron su apoyo a la acti-
vación de la Directiva de Protección Temporal. Siguiendo 
el procedimiento de dicha Directiva, el 2 de marzo la 
Comisión propuso su activación y el Consejo de la Unión 
Europea lo acordó en su reunión de 3 de marzo, publi-
cándose al día siguiente la Decisión de Ejecución (UE) 
2022/382 por la que se constata una afluencia masiva 
de personas desplazadas procedentes de Ucrania. 

Ello permitió otorgar protección de forma ágil y sin 
tensionar los sistemas de asilo de los Estados miembros 
a cuatro millones de personas a fecha de cierre de la 
redacción de este informe. Cuatro millones de perso-
nas que obtuvieron un estatus legal, asistencia social, 
sanitaria, educación, acogida y todo desde una gestión 
comunitaria exitosa, sin los habituales enfrentamientos 
y parálisis arriba descritos. Ahora urge, antes del fin de 
la presente legislatura, la extensión de esta protección 
temporal hasta 2025 y preparar la respuesta a medio 
plazo para estos cuatro millones de personas, ya sea el 
retorno voluntario en condiciones de seguridad si las cir-
cunstancias lo permiten o la integración en los Estados 
miembros de acogida facilitando el acceso a permisos de 
residencia una vez que el plazo máximo de la Protección 
Temporal expire.

Para ello será fundamental la negociación de la Pro-
puesta de Reforma de la Directiva de Residencia Larga 
Duración, que permite contabilizar todos los periodos de 
residencia legal, incluidos los de residencia por protec-
ción temporal. En abril de 2023 el Parlamento Europeo 
acordó su mandato de negociación, donde se propone 
que el tiempo de residencia legal para acceder al estatus 
de larga duración sea tres años, en lugar de cinco, lo 
que facilitaría el acceso a esta residencia a las personas 
con protección temporal cuando se expire esta en 2025 
(Parlamento Europeo, 2023).

La voluntad política para reaccionar ante el conflicto 
de Ucrania no debe ser excepcional, sino tomarse como 
referencia, para responder a otros conflictos o situaciones 

similares, como el terremoto de Siria y Turquía, y para 
que los instrumentos del Pacto sienten las bases de una 
política migratoria y de asilo verdaderamente común, 
garantista y capaz de articular una respuesta estructural 
a los retos actuales y futuros de la Unión Europea.

Recomendaciones

Para avanzar en la construcción de un Sistema Europeo 
Común de Asilo con un enfoque garantista que priori-
ce la protección de las personas y la garantía de sus 
derechos, así como la solidaridad y la responsabilidad 
compartida entre los Estados miembros, desde CEAR 
proponemos:

	− Garantizar un reparto verdaderamente equitativo 
de las responsabilidades compartidas en materia de 
asilo entre los Estados miembros. Superar el criterio 
del país de primera entrada mediante una nueva 
jerarquía de criterios para determinar la responsabi-
lidad, que otorgue mayor importancia a los vínculos 
familiares en sentido amplio y tenga en cuenta las 
situaciones de enfermedad grave y/o discapacidad u 
otras situaciones de vulnerabilidad de las personas 
solicitantes de asilo. 

	− Impulsar la aprobación de un mecanismo de solidari-
dad obligatorio y permanente basado en un mínimo 
de cuotas obligatorias de reubicación como única 
contribución solidaria posible. Rechazar la alternativa 
del patrocinio de retorno o el apoyo de capacidades 
en la dimensión exterior, poniendo en el centro la 
protección de las personas. 

	− Defender el salvamento y rescate en el mar frente a 
la criminalización del trabajo humanitario, y adoptar 
un acuerdo sobre un mecanismo de desembarco eu-
ropeo seguro y predecible, con posterior reubicación 
obligatoria. 

	− Oponerse a la obligatoriedad de los procedimientos 
fronterizos acelerados y rechazar la ficción jurídica 
de no entrada, ya que retrasan el acceso al procedi-
miento de protección internacional y a las garantías 
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procedimentales debidas, además de poner en riesgo 
el respeto del principio de no devolución. Rechazar la 
emisión automática de una decisión de retorno junto 
a la denegación de la solicitud de asilo y garantizar 
el efecto suspensivo automático de los recursos en 
todos los supuestos. 

	− Garantizar un tratamiento individualizado y con ple-
nas garantías de las solicitudes de asilo, así como 
la asistencia jurídica gratuita en todas las fases de 
los procedimientos administrativos y judiciales sin 
excepción. Implementar un mecanismo de identifica-
ción precoz y derivación de las personas en situación 
de vulnerabilidad para reforzar las garantías de pro-
tección de personas víctimas de trata, personas con 
necesidades específicas o niños y niñas sin referentes 
familiares. 

	− Rechazar las derogaciones amplias del acervo de 
asilo de la UE y eliminar la ampliación del plazo de 
registro de solicitudes de asilo y la obligatoriedad 
del procedimiento de asilo en frontera en situaciones 
de crisis. Garantizar que la base de la respuesta ante 
situaciones de crisis sea el acceso al procedimiento 
de protección internacional con todas las garantías 
y la solidaridad obligatoria y compartida. 

	− Defender la Directiva de Protección Temporal fren-
te al riesgo de su derogación y sustitución por la 
“protección inmediata” del reglamento relativo a las 
situaciones de crisis, que es menos garantista, así 
como promover su aplicación para responder a situa-
ciones similares a la producida como consecuencia 
de la invasión de Ucrania. 

	− Garantizar que la recogida de datos biométricos nun-
ca se realice de manera coercitiva y que se incluya 
una perspectiva de infancia, de protección y de de-
rechos humanos, y promover la reunificación familiar 
cuando el interés superior del menor así lo determine. 

	− Impulsar y reforzar mecanismos nacionales indepen-
dientes de monitorización del respeto de los dere-
chos fundamentales en toda actividad de vigilancia 
y control de las fronteras exteriores. Dichos meca-
nismos deben dotarse de garantías para asegurar 

su independencia, implicando en su funcionamiento 
a instituciones nacionales de derechos humanos, a 
la Agencia Europea de los Derechos Fundamentales 
(FRA) y a organizaciones de la sociedad civil; y tener 
un mandato para investigar cualquier vulneración de 
derechos fundamentales en las fronteras, así como 
capacidad para imponer sanciones. 

	− Impulsar la aprobación de un mecanismo ambicio-
so de reasentamiento con cuotas obligatorias para 
todos los Estados miembros. Asumir un mayor com-
promiso en relación con la adopción de vías legales y 
seguras: promover la posibilidad de solicitar asilo en 
embajadas y consulados en exterior, la expedición de 
visados humanitarios, flexibilizar los requisitos para 
la reagrupación familiar, así como facilitar el acceso 
a programas de movilidad laboral o formativa en la 
Unión Europea.

	− Rechazar el concepto de “instrumentalización” y la 
normalización de excepciones a las normas de asilo, 
previstas en el Reglamento de Instrumentalización y 
en la modificación del Código de Fronteras Schengen; 
y en su lugar, promover una mayor armonización de 
las normas del Sistema Europeo Común de Asilo. 

Abreviaturas

	− ALE: grupo parlamentario Alianza Verde Europa.
	− ECR: grupo parlamentario de los Conservadores y 

Reformistas Europeos.
	− ECRE: European Council on Refugees and Exiles.
	− EUAA: European Union Asylum Agency SECA (Siste-

ma Europeo Común de Asilo). 
	− FRA: European Union Agency for Fundamental Rights 

(Agencia Europea de los Derechos Fundamentales).  
FRONTEX: Agencia Europea de Guardas de Fronteras 
y Costas.

	− LIBE: Comité parlamentario de Libertades Civiles, 
Justicia y Asuntos Internos.

	− ONG: organización no gubernamental.
	− UE: Unión Europea.
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¿Cómo construir  
una estrategia industrial 

europea común en la era  
de la neutralidad climática?  
¿Qué principios deben guiar  

la política energética  
y comercial exterior?

Claudia Detsch

En el primer semestre de 2022, no todo el mundo –des-
de luego no Vladimir Putin– habría jurado que la Unión 
Europea (UE) se mantendría unida. Tras la invasión de 
Ucrania, el Gobierno ruso se decantó claramente por 
sembrar cizaña entre los Estados miembros, cortando el 
suministro energético y subiendo los precios; de hecho, 
hasta la gente bienintencionada tenía sus dudas. Sin em-
bargo, la UE se ha mantenido unida. Se han puesto en 
marcha iniciativas que hasta entonces parecían difíciles 
de aplicar, como la compra conjunta de gas. 

Entonces, ¿todo va bien? Pues tampoco, por desgracia. 
Hay fuerzas centrífugas cada vez más evidentes, como lo 
demuestran las disputas y maniobras tácticas en torno a la 
votación del Reglamento sobre restauración de la natura-
leza en el Parlamento de la UE durante el verano de 2023. 
Probablemente esto sea solo el principio y las tensiones 

vayan en aumento. Por un lado, se registran sin cesar ni-
veles históricos de temperaturas, tormentas e incendios fo-
restales. Así, se ha descuidado durante demasiado tiempo 
la política climática. Por lo tanto, es imprescindible dar, en 
pocos años, pasos de gigante hacia la eliminación progre-
siva de los combustibles fósiles y hacia el desarrollo de una 
energía y una industria basadas en las energías renovables, 
si lo que esperamos es acercarnos al objetivo (del Acuerdo 
de París) de limitar el aumento de la temperatura media 
global en 1,5 grados. Si no cambiamos de rumbo, ni si-
quiera es realista pensar en limitar el calentamiento a 2 
grados. Todo esto significa que es hora de ponerse manos 
a la obra. Aunque existe un amplio consenso acerca de la 
necesidad de acometer reformas drásticas para contener 
el cambio climático, el miedo asoma en cuanto afectan a 
los hogares, el trabajo, la vida cotidiana y los bolsillos de 
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la gente. La población está agotada por las crisis de los 
últimos años, inquieta por los cambios en certezas tan 
arraigadas. La perspectiva de una reestructuración masiva 
de la economía y la sociedad no contribuye a crear una 
sensación de calma y confianza. 

Los líderes políticos se enfrentan también a un reto psi-
cológico. Los europeos necesitan una nueva narrativa, una 
nueva visión de futuro, lo que requiere honestidad por parte 
de los políticos y saber resistir a la tentación de enmascarar 
los retos y obstáculos con promesas vacías. Esto solo refor-
zaría el ya existente desencanto democrático y, a la larga, 
perjudicaría las reformas en materia climática. Entonces, 
¿qué debería transmitirse a la población? No basta con la 
promesa de evitar el apocalipsis climático. No se saca a la 
gente de detrás de la estufa de gas dibujando escenarios 
terroríficos y prometiendo que, gracias a grandes esfuerzos, 
la situación no se pondrá tan tremenda al final. La gente 
necesita tener confianza en que las cosas mejorarán. 

Planificar es bueno, ejecutar es mejor

Los desafíos también son enormes a nivel operativo. La 
construcción, en tiempo récord, de turbinas eólicas y mó-
dulos solares no es un asunto trivial, pero parece hasta fácil 
en comparación con el salto que debe darse en el resto de 
infraestructuras. Se ha descuidado mucho la ampliación de 
las redes eléctricas y de gasoductos, tanto a nivel nacional 
como europeo y con las regiones vecinas. Estamos pagan-
do el precio de estas deficiencias, que dificultan tanto la 
garantía del suministro en épocas de escasez –como tras 
la invasión rusa de Ucrania–, como el suministro estable 
en épocas de superávit. En mayo de 2023, se generó por 
primera vez en la UE más electricidad con centrales solares 
que con centrales térmicas de carbón. Incluso en países con 
mucho carbón, como Alemania y Polonia, la generación 
de electricidad con este fósil cayó a mínimos históricos. La 
inversión en instalaciones solares aumentó un 10% el año 
pasado. Son buenas noticias para el clima. 

Al mismo tiempo, cada vez está más claro que urge 
la necesidad de seguir ampliando la red eléctrica y la ca-

pacidad de almacenamiento en Europa. También parece 
imprescindible ir ganando en flexibilidad. De lo contrario, 
los riesgos de sobrecargas y fluctuaciones de precios po-
drían obstaculizar la expansión de las renovables. Si se 
siguen ampliando las energías renovables, la demanda 
de electricidad podrá, en el futuro, cubrirse totalmente 
con energía eólica y solar en determinadas fases. Según 
el principio del orden de mérito1 que se aplica actualmente 
en el mercado de la electricidad, esto provocaría una fuerte 
caída de los precios durante esos periodos: estas intensas 
fluctuaciones de precios incrementarían la incertidumbre 
en la inversión en energías renovables, encareciéndola. Por 
lo tanto, además de una red eléctrica mejor desarrollada, 
es necesario crear instalaciones de almacenamiento de 
energía, sin las cuales no es viable la transformación ecoló-
gica del sector energético. Los sistemas fijos de almacena-
miento son cruciales en un sistema descentralizado basado 
en renovables. Sin embargo, hasta ahora, las redes y las 
capacidades de almacenamiento no se han expandido al 
mismo ritmo que las energías renovables. 

En consecuencia, los procesos de aprobación se han 
simplificado y acelerado últimamente, del mismo modo 
que los derechos de objeción se han limitado a nivel prác-
tico, tanto a escala europea como en numerosos Estados 
miembros. Esto es muy urgente y necesario, pero no su-
ficiente: las promesas de reducir la burocracia deben de 
traducirse en medidas concretas.

Una senda clara, no un laberinto

En los últimos meses, ante la creciente presión por actuar, 
se han iniciado y acelerado proyectos de reforma de gran 
alcance. En ese sentido, se han puesto en marcha nuevos 
fondos en apoyo de medidas ecológicas de expansión y 

1   El orden de mérito es una forma de clasificar las fuentes de energía 

disponibles, especialmente la generación eléctrica, en función del orden 

de precios ascendente (que puede reflejar el orden de sus costos mar-

ginales de producción a corto plazo) junto con la cantidad de energía 

que se generará. (Nota de la Traductora).
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reconversión. Sin embargo, esto resulta hoy en una cacofo-
nía de programas de financiación y proyectos legislativos, 
tanto a escala europea como en los Estados miembros. No 
todos están bien coordinados, y, en algunos casos, entran 
directamente en conflicto. Frente a la magnitud de la ta-
rea, esta situación no sorprende, pero es peligrosa en dos 
sentidos. Por un lado, unas medidas, en ocasiones erráticas, 
pueden frenar el éxito de la transición energética. Por otro 
lado, la incertidumbre y la frustración política crecen entre 
la población cuando reformas de gran calado que tienen 
un profundo impacto en la vida cotidiana se introducen de 
manera precipitada y se vuelven a cambiar con la misma 
precipitación. Este nudo gordiano no es fácil de cortar. Hay 
mucho trabajo político en marcha y los años de inactividad 
han incrementado mucho la presión sobre la agenda de 
reformas, lo que plantea a los líderes políticos un reto de 
proporciones históricas. 

La profunda interconexión de las reformas políticas 
aumenta la magnitud del reto. No se trata solo de hacer 
unos cuantos ajustes sueltos: las políticas energética y cli-
mática están estrechamente ligadas a la política industrial 
y económica europeas, e incluso al propio futuro de las 
empresas europeas. Puede que este vínculo entre energía, 
clima, industria y economía sea el más visible. Sin embargo, 
la política de seguridad, comercial, de desarrollo y la política 
fiscal y tributaria también están vinculadas a la política 
energética y climática. Europa necesita un enfoque nuevo 
y global para generalizar la transformación climática. Los 
distintos ámbitos políticos deben integrarse más profunda-
mente en un patrón común que dé prioridad a la neutrali-
dad climática, la innovación y la competitividad, y propicie 
una mayor participación de la mano de obra y de toda la 
sociedad. Como suele ser el caso, esto debe aplicarse tanto 
a nivel de los Estados miembros como a nivel europeo.

Avances en el “Objetivo 55” 

¿En qué situación se encuentran la política energética 
y climática de la UE en el segundo año de la invasión 
rusa de Ucrania? Por un lado, los puntos centrales del 

“Objetivo 55” se han concretado y plasmado en ambi-
ciosos proyectos legislativos. Además, en poco tiempo, 
se han formulado otros proyectos de reforma, como la 
Ley sobre la industria de cero emisiones netas y la Ley 
Europea de Materias Primas Fundamentales. Aunque en 
estos momentos parezcan más bien borradores ambi-
ciosos que proyectos reales con financiación sólida, no 
debe subestimarse su importancia simbólica en la política 
estructural y paneuropea. Visibilizan la necesidad de una 
respuesta conjunta a los retos actuales, que debe basarse 
en una estrecha interacción entre economía y Estado. 

En 2023 también se han afinado los objetivos de 
la política climática. Entre ellos, un mayor objetivo de 
eficiencia energética: para 2030, la UE debe reducir su 
consumo de energía al menos en un 11,7%. Además, 
se fijaron objetivos más ambiciosos para la cuota de 
energías renovables en el consumo total de energía, con 
un objetivo del 42,5% para 2030 y un 2,5% adicional 
como referencia. Para los edificios, la cuota mínima de 
energías renovables se ha fijado en un 49% para 2030. 
También se prevé un aumento gradual de las renovables 
en la generación de calefacción y refrigeración, con un 
incremento vinculante del 0,8% anual a nivel nacional 
hasta 2026 y del 1,1% de 2026 a 2030. 

El objetivo vinculante para el uso de hidrógeno verde 
en la industria y el transporte es del 42,5% para 2030, 
porcentaje que aumenta hasta el 60% para 2035. La 
fijación de estos objetivos es importante porque aporta 
claridad en las perspectivas y en la orientación política. 
Pero a la vez debe desarrollarse la infraestructura nece-
saria; por el momento, este es un cuello de botella en la 
política climática europea. En el caso de la producción y 
el suministro de hidrógeno, cabe destacar que se trata 
de un mercado de reciente formación, donde es aún muy 
incipiente la creación de redes dentro de la UE y en las 
regiones vecinas. Otro talón de Aquiles –ya menciona-
do– es la lentísima expansión de la red, que tampoco 
se ajusta a objetivos de transformación tan ambiciosos. 

También se ha acordado la reforma del Régimen de 
comercio de derechos de emisión de la UE (RCDE UE). 
Se trata de reformar el mecanismo existente, establecer 
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un sistema independiente de comercio de derechos de 
emisión para el transporte y los edificios, crear un Fondo 
Social para el Clima, introducir el Mecanismo de Ajuste 
en Frontera por Carbono (MAFC) e implantar normas 
para el comercio de derechos de emisión en la aviación y 
el transporte. En esta reforma, Bélgica y Bulgaria se han 
abstenido; Hungría y Polonia han votado en contra. Espe-
cialmente controvertida ha sido la creación de un RCDE 2 
para calefacción y transporte. Como solución intermedia, 
en 2026 entrará en vigor el Fondo Social para el Clima, do-
tado con 80 000 millones de euros; pero los críticos temen 
que esta suma sea insuficiente. Según el acuerdo, todos 
los ingresos de los Estados miembros procedentes del co-
mercio de derechos de emisión se destinarán a proyectos 
relacionados con el clima y la energía, y a la mitigación de 
los efectos sociales de la transición energética y térmica. 
El nuevo Fondo Social para el Clima pretende dar apoyo a 
las personas vulnerables y a las pequeñas empresas, con 
inversiones para aumentar la eficiencia energética.

La política nuclear, manzana de la discordia

A pesar del acuerdo sobre unos objetivos climáticos más 
ambiciosos, las perspectivas de futuro distan de ser pro-
metedoras. Mientras que en 2022 se mantenía un fuerte 
deseo de ofrecer una señal de unidad europea potente, 
2023 pone de manifiesto un antagonismo cada vez más 
intenso entre los Estados miembros. La energía nuclear 
es un punto de conflicto constante. Suscita enormes dis-
putas en el plano europeo y unos incesantes debates que 
ralentizan la promulgación de importantes reformas de 
la política energética. También vuelve a estar sobre la 
mesa la reivindicación del fomento de la energía nuclear. 
En 2023 se formó una alianza nuclear a instancias de 
Francia, con Bulgaria, Croacia, Eslovaquia, Eslovenia, Fin-
landia, Francia, Hungría, Países Bajos, Polonia, República 
Checa y Rumanía. Italia se ha retirado temporalmente, 
tras unas primeras manifestaciones de interés; Suecia, 
que ejercía en ese momento la presidencia de turno, 
adoptó inicialmente una posición de perfil bajo. Estos 

países se han fijado el objetivo de estrechar la coopera-
ción en la cadena de suministro nuclear, pero también 
están ejerciendo una gran presión por abrir los fondos 
europeos a la energía nuclear. 

El hecho de que Francia actúe con tanta determi-
nación en esta cuestión revela, sobre todo, la debilidad 
de la industria nuclear francesa. Con un parque nuclear 
envejecido y parones en periodos de sequía, Francia se 
enfrenta a graves problemas y busca recursos financieros.

Contra lo que suele oírse, los debates a nivel euro-
peo no hablan de dictar la combinación energética de 
los Estados miembros. Quien quiera seguir confiando en 
la energía nuclear puede hacerlo. También es probable 
que muchos de los proyectos actualmente en discusión 
no lleguen a realizarse. En la práctica, la reactivación de 
lo nuclear parece más bien frágil: los reactores que se 
conectaron a la red europea en los últimos años sufrieron 
de considerables retrasos durante la fase de construcción 
y de enormes aumentos de costes. Estos problemas con-
formaron más bien la regla y no la excepción. El punto 
crítico es la financiación. Los Estados miembros deben 
respetar los objetivos climáticos acordados conjuntamen-
te por la UE: en efecto, la energía nuclear tiene menos 
huella de CO2 que combustibles fósiles como el carbón, 
petróleo o gas. Por desgracia, las centrales de baja emi-
sión de CO2 que se conectarán a la red dentro de 20 
años son poco útiles en los próximos diez o quince años, 
que es el periodo más complicado. Por lo tanto, estos 
proyectos no deberían financiarse a través de los fondos 
europeos destinados a la transición energética. Estos fon-
dos son necesarios para la expansión de las renovables 
y el desarrollo de tecnologías complementarias, como el 
almacenamiento y las redes inteligentes, que permiten 
la transición ahora y no en el futuro lejano. Los fondos 
actuales de la UE distan muchísimo de ser suficientes 
para apostar por el futuro, y es probable que los debates 
sobre esta cuestión sigan intensificándose. 

Por otra parte, se temía mucho la reactivación del 
carbón en Europa, hecho que prácticamente no se ha 
cumplido. Es cierto que se han tenido que reactivar cada 
vez más centrales eléctricas de carbón, y los Gobiernos 
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de algunos Estados miembros están estudiando aplazar 
la fecha de la eliminación definitiva de este combustible. 
Pero esta cuestión no es solo de índole política: el au-
mento del precio del CO2 y las ventajas competitivas de 
las energías renovables harán desistir a sus defensores 
de aplazar el máximo posible su eliminación gradual. 

Sin embargo, las inversiones en energías fósiles en el 
resto del planeta constituyen motivos de preocupación, y, 
también aquí, el papel de Europa deja que desear. En un 
esfuerzo por encontrar un sustituto rápido al suministro 
ruso, se han firmado acuerdos de petróleo y gas con 
otros países, e incluso se han adquirido compromisos de 
inversión para el desarrollo de nuevos centros de pro-
ducción, en África o América Latina, por ejemplo. Las 
empresas de combustibles fósiles están experimentando 
una repentina e imprevista bonanza.

¿Quo vadis, industria europea?

El fantasma de la desindustrialización recorre Europa. 
Los sindicatos y órganos sectoriales temen que se pierda 
competitividad y empleo en la producción nacional; pero, 
mirando al pasado, 2023 puede haber sido un momento 
de auge para la política industrial europea. La política 
estructural e industrial en Europa está experimentando 
ahora un renacimiento. Se temen posibles deslocalizacio-
nes de empresas existentes y sectores enteros y, lo que es 
aún más importante, no conseguir un trozo del hermoso 
pastel verde de las industrias de tecnologías limpias.

La convulsión ya ha comenzado con la invasión rusa 
de Ucrania y la consiguiente crisis energética y de pre-
cios. El ritmo sigue acelerándose sin tregua, a juzgar por 
la competencia. Así lo marcan los mastodontes de la 
economía mundial: China ha anunciado inversiones en 
tecnologías limpias por valor de más de 280 000 millo-
nes de dólares, Estados Unidos está movilizando más de 
360 000 millones de dólares para proyectos similares a 
través de la Ley de Reducción de la Inflación (Inflation 
Reduction Act o IRA) y, dado que contempla sobre todo 
créditos fiscales, la cantidad real podría ser aún mayor. 

Japón, India, Reino Unido, Canadá y Corea del Sur tam-
bién han anunciado programas similares.

Por eso se aguardaba con impaciencia la respuesta 
europea. El Plan Industrial del Pacto Verde de la Comisión 
Europea, presentado en la primavera de 2023, contiene 
propuestas de ayudas estatales, aceleración de las apro-
baciones, acuerdos comerciales y fomento de las capaci-
dades y destrezas necesarias para la transición. Muchos 
de estos instrumentos no son nuevos, queda aún sin resol-
ver la sempiterna polémica de la financiación y, sin duda, 
hay que atender más a algunos aspectos relevantes: pero, 
en términos generales, la dirección es correcta. 

El mensaje llega con retraso y se ajusta a los tiempos: 
la política industrial y estructural están resurgiendo en 
Europa. Las crisis –financiera, del euro y del COVID-19– 
ya han cambiado la percepción del papel del Estado. El 
mercado no lo resuelve todo, y menos en tiempos de 
crisis. Pero lo que importa es la interacción entre Estado 
y sector privado. Nos jugamos mucho: tanto el empleo 
como la propia soberanía de Europa. 

La solución no puede pasar –obviamente– por limi-
tarse a un copiar y pegar de la ley IRA estadounidense: 
Europa ha de encontrar sus propias respuestas. Es nece-
sario apoyar la introducción de nuevas tecnologías, la I+D 
y el aumento de la producción. A diferencia del pasado, 
hay que tener en cuenta toda la cadena de suministro. 
Está claro que la cadena debe volver a Europa y a sus 
alrededores, para reducir la dependencia de proveedores 
difíciles. Por otro lado, Europa sigue bien posicionada para 
la innovación radical, pero hacen falta normas más cla-
ras y armonizadas, basadas en objetivos comunes, y más 
alianzas industriales transfronterizas. Desde el Fondo de 
Innovación de la UE hasta la Alianza de las Baterías de la 
UE, existen modelos de éxito en que basarse.

Pueden aprenderse algunas cosas de la ley IRA. A 
la patronal le gusta señalar que en EE. UU. todo va más 
rápido y que se presta más atención a las oportunidades 
que a los problemas, mientras que la UE se pierde en 
los detalles, y, actuando así, pierde a su vez un tiempo 
precioso. Pongamos como ejemplo el caso del hidrógeno: 
Europa sigue enfrascada en debates doctrinales, cuan-

https://www.nzz.ch/wirtschaft/green-deal-industrial-plan-ursula-von-der-leyen-will-mit-hunderten-milliarden-an-steuergeldern-die-eu-industrie-sauber-machen-und-so-us-subventionen-kontern-ld.1724099
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do Estados Unidos –que inicialmente tuvo una reacción 
tibia– ha tomado carrerilla. La miríada de reglamentos 
y propuestas europeos, junto con la multiplicidad de au-
toridades e instancias responsables, generan falta de cla-
ridad e incertidumbre para las empresas. Esto constituye 
un elemento tóxico para unas inversiones que deben dar 
sus frutos en diez o quince años.

Para demostrar que ha aprendido la lección, la Co-
misión Europea ha presentado en abril la Ley sobre la 
industria de cero emisiones netas, como primera parte 
de su Plan Industrial del Pacto Verde. Con ella pretende 
impulsar la producción europea de tecnologías verdes. La 
ley se centra en tecnologías clave y menciona específica-
mente baterías, turbinas eólicas, bombas de calor, paneles 
solares, electrolizadores y tecnologías de captura y alma-
cenamiento de carbono. Sin embargo, se ha criticado la 
posición de la Comisión sobre la descarbonización de la 
industria pesada por ser bastante vaga. Las propuestas 
pretenden matar dos pájaros de un tiro: la UE no quiere 
quedarse atrás en los mercados del futuro y, al mismo 
tiempo, necesita una expansión masiva de las energías 
renovables y el hidrógeno para alcanzar a la competen-
cia. Europa va muy por detrás de EE. UU. en cuanto a 
costes energéticos y es probable que siga siendo así. Esto 
constituye una doble carga para la localización industrial.

Además, en el contexto de la Ley de Industria Neta 
Cero, hay que endurecer los procedimientos de aproba-
ción, crear incentivos para proyectos transfronterizos y 
reducir la burocracia. Esto es muy necesario. Europa no 
solo debe acelerar el ritmo de la política industrial eco-
lógica, sino también fomentar la colaboración. La coexis-
tencia, en lugar de la cooperación, desperdicia recursos 
escasos, crea competencia interna e incluso tiene efectos 
mutuamente contradictorios. Esta fragmentación debilita 
a Europa en la competencia internacional. 

Para competir en primera división hay que aprove-
char las sinergias y crear líneas conjuntas de producción. 
En el mercado el tamaño sí importa, y aquí llevan ventaja 
chinos y estadounidenses. Es necesario tener objetivos 
comunes y coordinación. De lo contrario, se corre el ries-
go de fragmentar aún más el mercado interior.

Es el empleo, estúpido

En el debate europeo también se ha pasado por alto 
otra parte de la ley IRA: las consecuencias para los tra-
bajadores y trabajadoras y para el empleo. Entre otras 
cosas, la IRA responde a las acusaciones de que el parti-
do demócrata ha dejado de representar a su base social 
tradicional: aquí es donde la Administración Biden quiere 
desbancar al populismo. Durante mucho tiempo, el riesgo 
de perder puestos de trabajo protagonizaba inevitable-
mente el debate público sobre transición ecológica; hoy 
la estrella del debate es la creación de nuevos empleos 
de gran calidad en industrias que representan el futuro. El 
Gobierno estadounidense prevé créditos fiscales para las 
empresas que paguen salarios decentes y hagan contra-
tos de formación en el marco de la IRA. También quiere 
gravar la recompra de acciones, para que las empresas 
opten por invertir en lugar de enriquecer a sus directi-
vos. Además, está ofreciendo créditos fiscales adicionales 
para proyectos de energía limpia en comunidades que 
antes dependían de las industrias extractivas. Europa 
debería seguir su ejemplo. Es la única manera de lograr 
la paridad medioambiental y social.

En realidad, gracias al pilar europeo de derechos 
sociales lanzado en 2017, la UE parte de un nivel muy 
superior al de Estados Unidos. En octubre de 2022 se 
adoptó la Directiva UE sobre salarios mínimos adecua-
dos, que exige la negociación colectiva y refuerza el papel 
de los sindicatos; y ahora, el Plan Industrial Pacto Verde 
dedica un capítulo entero a la mejora de las capacida-
des. Sin embargo, se guarda silencio sobre la calidad del 
empleo y la forma de reforzar la negociación colectiva 
mediante ayudas estatales o la contratación pública. 
Grave error: en momentos de escasez de mano de obra 
cualificada, también será crucial que las empresas con-
sigan atraer el talento.

La escasez de trabajadores cualificados afecta a toda 
la región. Provoca cuellos de botella y lastres para la 
economía; en algunos países –como Alemania– arroja 
dudas sobre las perspectivas de desarrollo económico y 
competitividad a largo plazo. Al mismo tiempo, la tensa 
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situación actual dificulta a sindicatos y empresas la pre-
visión de las necesidades futuras y la necesaria reconver-
sión profesional. Esto recrudece las demandas de ambos 
interlocutores con respecto a un marco jurídico estable.

Bolsillos llenos

Los intensos debates sobre la financiación del plan in-
dustrial ecológico continúan. De momento, los fondos 
europeos para la política industrial proceden fundamen-
talmente de los Estados miembros. Por esta razón, la 
Comisión quiere suavizar temporalmente las normas so-
bre ayudas estatales, que normalmente limitan las sub-
venciones nacionales: las ayudas públicas incluirán más 
tecnologías, serán más elevadas y se concederán durante 
más tiempo. En un principio, la Comisión también intentó 
recurrir a soluciones a escala europea, pero los Estados 
miembros no se mostraron muy receptivos. 

Se suponía que el Fondo para la Soberanía Europea 
sería la principal fuente de financiación de la estrategia 
industrial, pero esto ha quedado descartado por el mo-
mento. La reestructuración de la economía europea ha-
cia la neutralidad climática sigue siendo necesaria, pero 
no habrá nuevos fondos “europeos” para apoyarla: los 
Estados miembros no están dispuestos. Solo se recau-
darán 10 000 millones de euros más. Aparte de esto, los 
programas y fondos existentes se agruparán y se harán 
más accesibles bajo la denominación STEP (Plataforma 
de Tecnologías Estratégicas para Europa). La plataforma 
STEP incluye no solo las tecnologías limpias, sino también 
la Deep Tech y biotecnología. Con todo, la Comisión no 
renuncia a alcanzar los 160 000 millones reasignando 
fondos de otras fuentes, principalmente de los Fondos 
Estructurales. 

Cabe preguntarse si todo esto bastará para competir 
con Estados Unidos y Asia y garantizar la soberanía euro-
pea, tal y como se había previsto. Ya han surgido dudas. 
En primer lugar, el STEP parece ahora muy modesto en 
comparación con el alcance y la profundidad inicialmente 
anunciados. En segundo lugar, se advierte de un peligro 

para el mercado interior si la transformación climática-
mente neutra se deja sobre todo en manos de los Estados 
miembros. Las capacidades de los países de la UE para 
conceder ayudas estatales son muy diferentes (Alemania 
y Francia tienen capacidades significativamente mayo-
res que los países más pequeños), lo que ejerce presión 
sobre el mercado interior. En cualquier caso, sigue sien-
do necesaria una cooperación más estrecha para esta 
hercúlea tarea: sin ella se corre el riesgo de malgastar 
recursos escasos creando estructuras paralelas. Así pues, 
es importante favorecer las sinergias y las economías 
de escala en las nuevas cadenas de suministro para las 
tecnologías verdes. 

Incluso con este Plan Industrial Green Deal, la UE 
está aún muy lejos del intervencionismo estatal y la co-
munitarización de la deuda que los críticos han pintado 
en la pared. No funcionará sin financiación inicial, sin 
cobertura de riesgos. No hay riesgo de que las empresas 
e industrias pierdan competitividad a consecuencia de las 
inyecciones financieras permanentes del sector público, 
pero, sin financiación inicial, la competitividad puede 
darse por perdida a toda velocidad.

La energía, clave de la soberanía 

En el ámbito de política energética, el corte general 
del suministro energético desde Rusia a raíz del ataque 
ruso a Ucrania desencadenó una gran convulsión a nivel 
europeo. Desde entonces, la UE se sume en un dilema 
geopolítico: por un lado, quiere mantener su modelo 
de mercados energéticos en gran medida abiertos; por 
otro, se mueve en un entorno en el que muchos socios 
condicionan cada vez más sus políticas energéticas a 
otros objetivos. También sigue pendiente el reto de ha-
cer compatibles los objetivos en materia climática a 
largo plazo y la seguridad del suministro a corto plazo. 
Por último, en el futuro, debe reequilibrarse la relación 
entre seguridad energética y política industrial. Todo 
ello exige que la UE aplique una política energética 
exterior coordinada. 
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Sin embargo, la invasión rusa de Ucrania también ha 
puesto de manifiesto las tensiones en materia de política 
energética entre los Gobiernos europeos. Cada Estado 
miembro decide su propia combinación energética. Esta 
situación tiene raíces históricas, es económicamente 
sensata habida cuenta de la gran diferencia que hay 
entre los respectivos recursos internos, socios externos 
y preferencias específicas de los países, y seguirá siendo 
así, aunque se profundice en la Unión de la Energía. 
Cualquier otra cosa sería inaplicable, tanto a nivel gu-
bernamental como entre la población. En consecuencia, 
no se espera una política energética europea orquestada 
en Bruselas.

Todas estas diferencias ya están complicando mucho 
la aplicación de las medidas individuales del paquete 
“Objetivo 55”. También será necesaria una mayor coor-
dinación interna. Una política industrial europea común 
aún queda lejos, pero debe llegar. La actual estructura 
de la política industrial en Europa no se ajusta bien a los 
potenciales de producción de energías renovables. ¿Será 
posible mantener en Europa la producción intensiva en 
energía, como las industrias del amoníaco y el aluminio? 
¿O deberían los europeos centrarse en determinados sec-
tores de tecnologías limpias y dejar de lado aquellos en 
los que tienen desventajas competitivas frente a otras 
regiones?

La pandemia y la guerra rusa de Ucrania han pro-
vocado interrupciones de las cadenas de suministro e 
importaciones, y, por lo tanto, un enfoque basado ex-
clusivamente en el mercado es, hoy en día, indefendi-
ble. Ahora, en regla general, se comparten los objetivos 
de seguridad de abastecimiento y soberanía. Al mismo 
tiempo, los efectos de la pandemia y la guerra limitan 
los recursos financieros. ¿Cuánto vale para los europeos 
mantener o desarrollar sectores industriales centrales en 
la zona? ¿Es necesaria una industria solar europea, ahora 
que también se están creando importantes capacidades 
fuera de China, en EE. UU. e India, lo que seguramente 
garantiza una cadena de suministro diferenciada? ¿O 
debería la UE, con sus excelentes capacidades de inves-
tigación, centrarse en las áreas de alta tecnología y dejar 

la producción en masa a otras economías con menores 
costes energéticos? ¿Es posible, al menos, adaptar me-
jor la arquitectura industrial europea a los potenciales 
de cada Estado miembro en materia de generación de 
energía, garantizando al mismo tiempo la mayor auto-
nomía posible en los distintos sectores? Hasta ahora, 
este debate no se ha abordado de manera estratégica, 
ni en Bruselas ni en los distintos países, y mucho menos 
entre ellos. Estas conversaciones no serán fáciles, pero 
son imprescindibles. 

La política europea de ayudas estatales ha funciona-
do bien siempre y cuando no se destinase principalmente 
a la política industrial. Pero las condiciones del juego 
han cambiado: en el futuro, las ayudas deberán tener un 
componente estratégico mucho más fuerte. 

El futuro es circular 

La reestructuración de las economías europeas no con-
siste solo en reducir las emisiones de CO2; también es 
importante hacer un uso más consciente de los recursos 
naturales. Hasta ahora, la economía europea se carac-
teriza por una estructura lineal y no circular, como es 
habitual en el capitalismo. En 2020, la proporción de 
materiales circulares utilizados en la UE (la llamada “tasa 
de circularidad”) alcanzaba solo el 12,8%. En torno al 
13% de los recursos materiales utilizados en la UE pro-
ceden de materiales reciclados. 

Por su parte, la economía circular se basa en un 
cambio de las pautas de producción y consumo. Los 
materiales y productos se comparten, alquilan, reutili-
zan, reparan, reacondicionan y reciclan durante el mayor 
tiempo posible, lo que permite ampliar el ciclo de vida de 
los productos y minimizar la generación de residuos. Los 
recursos y materiales siguen generando valor, aunque el 
propio producto ya no pueda utilizarse.

Solo el salto hacia una economía circular permite 
combinar la seguridad del suministro con la protección 
del medio ambiente. Los ciclos de materiales también 
reducen la dependencia de materias primas fundamen-
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tales e importadas, cuya distribución es cada vez más 
controvertida. En general, la economía circular abre 
mercados para materiales reciclados de elevada cali-
dad, procesos de reciclado eficientes y nuevos modelos 
empresariales. 

Sin embargo, la transición a una economía circular 
requiere un replanteamiento radical de toda la organiza-
ción económica. Es importante señalar que la economía 
circular europea está aún en pañales, ya que el concepto 
aún no está ampliamente establecido. La transición debe 
integrarse a fondo y de manera fundamental en la políti-
ca industrial a nivel europeo, nacional y regional. Un reto 
fundamental para la Europa de los próximos años será 
dejar claro que la economía circular implica mucho más 
que una mejor separación de los desechos y una gestión 
de residuos técnicamente optimizada.

Las materias primas fundamentales son el 
nuevo petróleo 

Durante décadas, el petróleo y el gas han estado en el 
núcleo del comercio energético mundial. En el futuro, 
las materias primas fundamentales ocuparán este lu-
gar. En este sentido, la transformación de la economía 
europea en una economía circular es primordial: la pro-
porción de materias primas recicladas ha de aumentar 
de forma constante y rápida, ya que así se protegerá 
el medio ambiente y Europa será más independiente. 
Pero Europa seguirá dependiendo durante algún tiempo 
de las importaciones de materias primas. Así pues, la 
transición energética sólo puede garantizarse mediante 
la importación masiva de materias primas. Las estruc-
turas actuales de extracción y transformación de estos 
materiales pueden amenazar a Europa de nuevas situa-
ciones de dependencia en este ámbito, especialmente 
de China, su principal proveedor. Europa ha aprendi-
do algunas lecciones del ataque de Rusia a Ucrania, 
en particular la necesidad de evitar, en el futuro, una 
dependencia excesiva de proveedores individuales de 
bienes estratégicos. 

Existe el acuerdo generalizado de que el remedio 
vendrá de la mano de una estrategia de materias primas. 
Las materias primas fundamentales son vitales. La UE as-
pira a cubrir una parte significativa de sus necesidades de 
aquí a 2030: para ello, la Comisión Europea ha presen-
tado la Ley Europea de Materias Primas Fundamentales. 
En el futuro, no debe importarse más del 70% de una 
materia prima de un solo país: hablamos especialmente 
de China. Esto obliga a conseguir nuevos proveedores. 
En el futuro, la Estrategia Europea de Pasarela Mundial 
se utilizará más específicamente para este fin: a través 
de este programa global de infraestructuras se invertirán 
300 000 millones de euros, especialmente en digitaliza-
ción, energía y transporte. Con ello, la UE quiere ofrecer 
una alternativa a la Nueva Ruta de la Seda de China. 

Según estos planes, la minería local debe cubrir el 
10% de la demanda de materias primas fundamentales 
y el reciclaje, el 15%. Y entre ambos, tiene que reforzarse 
también toda la cadena de valor local. Al igual que en 
el caso de las energías eólica y solar, la concesión de 
permisos de minería, procesamiento y reciclaje se ace-
lerarán notablemente. Esto es importante, pero no deja 
de ser un reto, porque Europa debe seguir garantizando 
unas rigurosas normas medioambientales y sociales en 
la minería. Estas medidas no solo son fundamentales 
para la soberanía de Europa y la transición energética: 
también hacen avanzar significativamente la economía 
circular y la conservación de los recursos.

En política de materias primas, Japón es un posible 
modelo a seguir. El Gobierno japonés se apoya en una 
nueva división del trabajo entre los sectores público y pri-
vado. Se determinan con precisión tanto las necesidades 
de las empresas como la disponibilidad y se ha creado 
una agencia de materias primas con ramas en varios 
países mineros. Además, se coordinan las actividades de 
todos los ministerios relacionados con la adquisición y 
reciclaje de estas materias. Las propias empresas invier-
ten en toda la cadena de valor, y también se dedican, 
por ejemplo, a la minería. Reciben un amplio apoyo de 
Jogmec, la agencia de materias primas. Las inversiones 
de alto riesgo en este ámbito reciben apoyo financiero.
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El Sur Global: más ofertas y menos 
llamamientos, por favor

En un mundo geopolítico y geoeconómico cada vez más 
hostil, Europa debe equilibrar cuidadosamente sus obje-
tivos estratégicos de seguridad del suministro, protección 
del clima y competitividad. Como hemos dicho, el acceso 
a las materias primas y a las importaciones energéticas 
son elementos vitales; descuidarlo pone en peligro tanto 
la prosperidad económica como la paz social. Y la tran-
sición climática no puede gestionarse sin ellas. En ese 
sentido, China es el elefante de la habitación: ya sea en 
África o en América Latina, cualquier lugar al que Occi-
dente acuda en busca de las preciadas materias primas, 
China ha llegado antes. Y el gigante asiático no se irá 
a ninguna parte. Otras economías emergentes también 
están reactivando o profundizando sus relaciones con 
los países del Sur Global. Son competidores en la carrera 
por las materias primas esenciales, sin las cuales no es 
posible atender ni a la transición energética ni a la digita-
lización. Sin suministro de materias primas y energía, será 
muy difícil que los países industrializados mantengan su 
base industrial y sigan el ritmo de creación de nuevos 
sectores competitivos. 

A los países del Sur Global no les interesa tomar 
partido en la creciente polarización geopolítica, por ra-
zones tanto de convicción como de interés. Esto puede 
ser decepcionante desde una perspectiva europea, como 
ocurrió con las respuestas a la invasión rusa de Ucrania. 
Pero sin duda esta neutralidad sale rentable a los países 
emergentes y en desarrollo: si hay varios socios comercia-
les potenciales, se puede elegir la mejor oferta. Y, en este 
sentido, lo más probable es que no solo pese el precio, 
sino también las propuestas para construir sus propias 
industrias locales y transferir tecnología. 

Actualmente se buscan y prometen nuevas asociacio-
nes en el sector energético. Aquí, Europa debe realmente 
cumplir y servir no sólo a sus intereses propios y más 
urgentes, sino también a los de sus socios comerciales, 
sobre todo porque sus competidores también se están 
adaptando a la situación cambiante. Por ejemplo, China 

tiene la reputación de interesarse sólo por las materias 
primas y productos agrícolas, que se exportan en estado 
bruto a la República Popular para ser procesados allí; 
pero ahora atiende a los deseos de sus socios comer-
ciales. En Chile, la construcción de una fábrica conjunta 
de baterías de iones de litio con una empresa nacional 
puede ser un buen anticipo de lo que está por venir. 

Para los europeos también es importante sopesar 
honestamente los intereses y ser realistas en cuanto 
al margen de maniobra, a la vez que desarrollan una 
estrategia clara en este ámbito. En el futuro, la UE ten-
drá que practicar un difícil equilibrio: por un lado, se 
trata de cumplir con sus elevados estándares sociales 
y ecológicos en otras partes del mundo, promoviendo 
sus valores en la carrera geoestratégica; pero, al mismo 
tiempo, Europa ya no podrá pretender dictar a otros 
países cómo deben actuar, si quiere evitar acusaciones 
de neocolonialismo. 

Esto implica a menudo equilibrar una aparente am-
bivalencia. Los intereses de las comunidades locales 
cercanas a los lugares de extracción de materias primas 
codiciadas suelen ser distintos de los de sus Gobiernos 
nacionales. Las primeras han de combatir los perjuicios 
de la extracción de recursos sobre la salud y los medios 
de subsistencia; los segundos ven los efectos positivos en 
los presupuestos nacionales y las reservas de divisas. Las 
ambiciosas normas sociales y medioambientales suelen 
tener en el Sur Global la reputación de proteccionismo 
disfrazado. Concluir los deseados acuerdos comerciales y, 
al mismo tiempo, satisfacer las exigencias ecológicas y so-
ciales de la UE no es en absoluto una conclusión previsible.

Pacto Verde 2.0 europeo en condiciones 
difíciles

La política industrial y la financiación de las tecnologías 
limpias probablemente figurarán entre las prioridades de 
la próxima Comisión, especialmente a la vista del fracaso 
de los esfuerzos por establecer un Fondo para la Sobera-
nía Europea en julio de 2023. Deberían también ocupar 
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un lugar más destacado en la agenda la cohesión social 
y las normas sociales. La IRA estadounidense en concre-
to está alimentando el debate. Además, el Fondo Social 
para el Clima que entra en vigor en 2027 mantendrá el 
aspecto social en el paisaje político de la UE. También se-
guirá existiendo la tensión entre las estrategias comunes 
de seguridad energética y suministro, por un lado, y los 
objetivos de política energética e industrial configurados 
a escala nacional, por otro. 

Considerando el inminente giro a la derecha en las 
elecciones al Parlamento Europeo y los llamamientos a 
una ruptura normativa en la agenda climática, es proba-
ble que esta tarea se torne aún más difícil. Pero no hay 
alternativa. El catastrófico verano de 2023 vuelve a poner 
de relieve las consecuencias de la inacción en política 
climática. Al mismo tiempo, es urgente que Europa se 
ponga de acuerdo sobre el futuro de su industria. ¿Cuá-
les son nuestros objetivos de política industrial? ¿Cuál es 
la relación entre costes y consideraciones estratégicas? 
¿Qué productos queremos producir en Europa, y cuáles 
preferiríamos importar? ¿Cómo sería una arquitectura 
industrial europea común de la que todos los Estados 
miembros se beneficiaran de la mejor manera posible? 
¿Cuál es la mejor forma de garantizar el empleo y el 
bienestar en Europa? Estas preguntas deben hallar res-
puestas comunes.

Abreviaturas

	− MAFC: Mecanismo de Ajuste en Frontera por Car-
bono. 

	− RCDE UE: Régimen de comercio de derechos de emi
sión de la UE. 

	− STEP: Plataforma de Tecnologías Estratégicas para 
Europa. 

	− UE: Unión Europea.
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Pacto Verde Europeo  
y gravámenes  

para la descarbonización:  
el arancel al carbono  

en frontera y la revisión  
del mercado europeo  

de emisiones
José Luis Escario

En abril de 2023, tras tres años de duras negociaciones 
entre las instituciones europeas, fue aprobada una le-
gislación climática que sienta las bases de la estrategia 
europea de descarbonización para las próximas décadas. 
La Directiva sobre el comercio de derechos de emisión 
y el Reglamento del mecanismo de ajuste en frontera al 
carbono son dos normas interconectadas que forman 
parte del paquete climático estrella de la Comisión Euro-
pea, el llamado “Objetivo 55”. Este pretende convertir a 
Europa en el primer continente climáticamente neutro y 
liderar la lucha global contra el cambio climático.

Las dos medidas legislativas que se van a estudiar 
aquí aumentarán el precio de la contaminación y condu-
cirán a una disminución de las emisiones, pero también 
garantizarán que haya una transición justa, que tenga 
en cuenta los intereses de los sectores más vulnerables.

Para entender bien el calado de la reforma que acaba 
de culminar la UE, hay que remontarse al Acuerdo de 
París, firmado en diciembre de 2015 durante la XXI Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático. Este acuerdo estableció una ambiciosa agenda 
hacia la descarbonización, a la que la mayor parte de 
los países de la comunidad internacional se adhirieron. 
Dicho compromiso consiste en no superar durante este 
siglo un incremento de la temperatura en el planeta 
mayor a 2 grados, tomando como referencia los niveles 
preindustriales (1990), y a proseguir los esfuerzos para, 
preferiblemente, limitar ese aumento de la temperatura 
a 1,5 °C.

Un segundo hito importante para entender la referi-
da reforma comunitaria fue, sin duda, la aprobación del 
Pacto Verde Europeo (PVE). La actual Comisión Europea 
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presentó el PVE al inicio de su mandato como su gran 
programa de gobierno para los próximos años. Su alcan-
ce, como veremos, va a ir mucho más allá de la presente 
legislatura. 

El PVE está plenamente alineado con las metas de 
descarbonización del Acuerdo de París y asume el cita-
do límite de dicho acuerdo en cuanto al aumento de 
temperaturas. Es más, se marca el objetivo de alcanzar 
una economía sin emisiones netas de gases de efecto 
invernadero (GEI) antes de 2050, convirtiendo así a la 
UE en la zona del mundo con plazos de descarbonización 
más exigentes.

El PVE contiene toda una hoja de ruta hacia esta 
neutralidad climática. Para ello prevé la implantación 
progresiva de un conjunto de políticas transformadoras 
que abarcan no solo la reducción de las emisiones de 
GEI, sino también otras cuestiones muy variadas, aun-
que interconectadas y que se refuerzan entre sí, como 
el suministro de energía limpia a toda la economía, la 
preservación de la biodiversidad o la economía circular. 
Incide igualmente en asuntos muy vinculados a la vida 
cotidiana de los ciudadanos, tales como el consumo de 
la energía en los hogares, la alimentación, la automoción 
o la edificación.

En el fondo, el PVE contiene una estrategia integral a 
largo plazo para lograr una transición ecológica de toda 
la economía, en la que el crecimiento económico esté 
disociado del uso de los recursos. En este sentido, el PVE 
va mucho más allá de una política sectorial climática, ya 
que dispone de un carácter transversal y sus objetivos 
comprometen a todas las políticas comunitarias, en su 
dimensión interna y externa.

La invasión de Rusia a Ucrania y el aumento con-
siguiente de los precios de la energía ha supuesto un 
incentivo importante para acelerar la aplicación de las 
políticas del PVE. Se ha evidenciado como nunca la ne-
cesidad de que la UE disminuya su dependencia de los 
combustibles fósiles y adquiera una autonomía estraté-
gica en el campo de la energía, especialmente en lo que 
a la dependencia de las importaciones rusas se refiere. 
Así lo puso de manifiesto el importante Plan RepowerEU, 

que ha enfatizado tanto en remplazar rápidamente el gas 
ruso como en acelerar la transición energética de la UE.

En esta misma línea, la Comisión propuso un Plan 
Industrial del Pacto Verde Europeo en enero 2023 con 
idea consolidar en la UE una potente industria verde. 
Con este plan la Comisión pretende poner en marcha 
en Europa toda una política industrial para la descarbo-
nización que garantice la seguridad de suministro de las 
materias primas necesarias para la transición energética, 
el despliegue de las tecnologías verdes y su exporta-
ción al resto del mundo. Para ello, la Comisión propone 
toda una serie de medidas con objeto de facilitar que 
la industria verde europea acceda a la financiación y 
atraiga las inversiones privadas necesarias para su pleno 
desarrollo.

La Comisión también pretende hacer frente al riesgo 
de desindustrialización en Europa, ya que otras grandes 
potencias, como EE. UU, China o Japón, tienen previsto 
invertir en los próximos años cientos de miles de millo-
nes de euros en programas para desarrollar sus propias 
industrias verdes, en competencia directa con la UE.

El paquete “Objetivo 55”, la expresión  
de la renovada ambición de la UE  
ante el agravamiento de la emergencia 
climática

A diferencia del citado plan industrial del PVE, varios de 
cuyos aspectos quedan aún por consensuar entre los Es-
tados miembros, una buena parte del paquete legislativo 
de la Comisión “Objetivo 55” se está ya traduciendo en 
normativa comunitaria. 

Este paquete, presentado por la Comisión en julio de 
2021, constituye el primer intento de desarrollo legislati-
vo del amplio programa contenido en el PVE. De hecho, 
es la plasmación en propuestas concretas de la mayor 
ambición que la UE ha adquirido ante el agravamiento 
de la emergencia climática. 

Efectivamente, en el marco de la meta general del 
PVE de alcanzar la neutralidad climática en 2050, el plan 
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“Objetivo 55” marca un exigente hito intermedio para la 
UE en 2030: reducir las emisiones netas de carbono en, 
al menos, un 55%, con respecto a los niveles de 1990.

Los datos que avalan esta elevación de la ambición 
de la UE son incontestables. Según los sucesivos informes 
de síntesis del Grupo Intergubernamental de Expertos 
sobre el Cambio Climático (IPCC), órgano de la ONU 
encargado de asesorar científicamente en todo aquello 
relacionado con el cambio climático, los esfuerzos lleva-
dos a cabo hasta ahora por los países para reducir sus 
emisiones no son suficientes para conseguir alcanzar el 
objetivo del Acuerdo de París de limitar en este siglo el 
calentamiento global a 1,5 grados o a 2 grados. 

Por su parte, la Organización Meteorológica Mun-
dial señaló en mayo de 2023 que existe un 66% de 
probabilidades de que la temperatura media mundial 
supere, aunque sea transitoriamente, los 1,5 grados en 
los próximos cinco años.

Se hace, pues, indispensable un cambio en las polí-
ticas climáticas vigentes para que los objetivos interna-
cionalmente acordados no queden totalmente fuera de 
alcance. Ello implica que los planes nacionales de energía 
y clima que los Estados presentan periódicamente y en 
los que estos definen sus propios objetivos de descarbo-
nización, establezcan un ritmo mucho más intenso de 
reducción de las emisiones de GEI de aquí a 2030. Ade-
más, conforme al sexto informe del IPCC recientemente 
publicado, todos los sectores económicos deberían con-
tribuir a lograr estos objetivos más exigentes.

En este sentido, la Presidencia española de la UE, 
que empezó en julio de 2023, debería dar el impulso 
necesario para llegar a la 28.ª Conferencia de las Partes 
en Dubai en diciembre de 2023 (COP 28) con los planes 
de energía y clima de los Estados miembros revisados 
conforme a las nuevas ambiciones fijadas por la UE.

No hay que olvidar que la UE aprobó ya en 2021 la 
Ley Europea del Clima, justamente para blindar y otorgar 
un carácter vinculante, tanto al compromiso europeo de 
convertirse en un continente neutro en carbono en 2050, 
como al de elevar su objetivo intermedio (2030) de re-
ducción de las emisiones al 55%.

Asimismo, el plan “Objetivo 55” va a exigir la adap-
tación a estas nuevas metas de la legislación europea 
vigente en materia de clima, energía, transporte, uso del 
suelo y fiscalidad. Concretamente, la Comisión ha pre-
sentado una serie variada de instrumentos legislativos 
que afectan, entre otros, a campos tan diferentes como 
el mayor uso de las energías renovables (un 40% de 
la energía consumida), más eficiencia energética (espe-
cialmente la relativa a los edificios), un despliegue más 
rápido de los modos de transporte de bajas emisiones y 
de la infraestructura y los combustibles alternativos para 
sostenerlos o la preservación y potenciación de nuestros 
sumideros naturales de carbono.

Pero en los próximos epígrafes se analizarán, por su 
especial relevancia a la hora de alcanzar una economía 
“cero-neta” en emisiones, dos medidas integrantes del 
paquete “Objetivo 55” que han sido aprobadas en abril 
de 2023 por el Parlamento Europeo y el Consejo: la re-
visión del régimen europeo de derechos de emisión y el 
arancel al carbono en frontera.

Se trata de instrumentos correctores del mercado, en 
el sentido de que envían a este unas señales de precio 
adaptadas a los objetivos descarbonización internacio-
nalmente acordados.

El régimen de derechos de emisión, la clave 
de bóveda de la política climática de la UE

Desde que fuera creado en 2005, el régimen de dere-
chos de emisión (RCDE) es el principal instrumento de la 
política climática con el que cuenta la UE y su reforma 
actual una parte clave de la estrategia contenida en el 
Pacto Verde Europeo.

La UE ha sido la pionera en utilizar los mercados 
de carbono como estrategia para reducir la descarbo-
nización del sector energético y de la industria. Varios 
países y zonas del mundo han ido adoptando (o están 
en vías de adoptar) sistemas similares al establecido en 
Europa. Otros países, por el contrario, han preferido uti-
lizar métodos distintos para alcanzar las metas de des-
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carbonización. Es el caso de EE. UU, que ha apostado 
principalmente por el uso de incentivos y subvenciones 
directas para alcanzar dichas metas.

Con el RCDE se busca, en primer lugar, que las indus-
trias apuesten por tecnologías verdes que contribuyan 
a la transición ecológica. Por otro lado, el RCDE es una 
manifestación más del principio de “quien contamina 
paga”, previsto en el artículo 191 del Tratado de Fun-
cionamiento de la UE, al hacer pagar a las empresas un 
coste adicional por cada unidad extra de CO2 que emitan. 

En efecto, el RCDE pone un precio al carbono en el 
marco de un mercado de emisiones de dimensión euro-
pea. Se trata de un modo de fijación de precios variable, 
ya que el importe de estos depende de la oferta y la 
demanda que exista de los derechos de emisión en cir-
culación en un momento determinado.

A este respecto, el RCDE reposa sobre un “sistema 
de cuotas” (cap & trade system), en el que el mercado 
de emisiones reacciona a las señales de precio emitidas 
desde la UE. Así, la Unión identifica primero una serie de 
sectores industriales intensivos en carbono (por ejemplo, 
centrales eléctricas o ciertas instalaciones industriales, 
como las refinerías de petróleo o plantas químicas y si-
derúrgicas). Posteriormente, las instancias comunitarias 
determinan cuál es el máximo de emisiones de carbono 
(cap) que puede emitir cada sector identificado y, en 
función de ello, expiden unos permisos o derechos de 
emisión para las empresas. Esta cuota máxima de cada 
sector va bajando cada año, de cara a ir acercándose 
al cumplimiento de los objetivos climáticos establecidos 
por la UE.

Así, las empresas afectadas tienen que comprar un 
permiso para cubrir cada tonelada de dióxido de carbono 
emitido y, si rebasan la cuota asignada, sufren una pena-
lización o precio extra. Se sanciona, pues, a los emisores 
por contaminar más allá del umbral que la UE ha deter-
minado en cada momento para su sector.

Inversamente, las empresas cuyos niveles de emisión 
estén por debajo de tales umbrales van acumulando de-
rechos de emisión a su favor, que luego pueden vender 
a otros participantes en el mercado europeo.

Los derechos de emisión son, por tanto, intercambia-
bles en dicho mercado. Las empresas que emiten más de 
lo permitido pueden comprar derechos adicionales en el 
mercado de emisiones, mientras que aquellas que emiten 
menos pueden vender sus excedentes. Se crea así un incen-
tivo para disminuir las emisiones, ya que las empresas que 
innovan y reducen sus emisiones pueden vender los dere-
chos no utilizados y obtener por ello ingresos económicos.

Balance del funcionamiento del RCDE 

El RCDE ha demostrado ser durante su tiempo de fun-
cionamiento una manera eficiente para reducir las emi-
siones de CO2. De hecho, las emisiones de los sectores 
cubiertos por este sistema han caído un 41% desde que 
la UE lo introdujo en 2005. En general, las emisiones de 
CO2 han disminuido un 35%. En este sentido, Europa ha 
sido la región del mundo con el mercado de derechos de 
emisión más exigente y la que más ha avanzado hasta 
ahora en la descarbonización. 

Sin embargo, en un contexto como el actual, donde 
el agravamiento de la emergencia climática ha elevado 
significativamente la ambición de la UE en la materia, se 
hacía indispensable una revisión del RCDE.

Con el régimen anterior, los nuevos objetivos de des-
carbonización de la UE no serían alcanzables. De hecho, 
los sectores cubiertos por el RCDE tendrían que disminuir 
sus emisiones en un 62% para alcanzar la meta de 2030. 
Además, el RCDE había dejado sin cubrir determinados 
sectores económicos con gran capacidad de producir 
emisiones contaminantes, que ahora sí que van a contri-
buir a las metas climáticas.

Otro defecto del anterior sistema de RCDE es que ha-
bía llevado a un desempeño relativamente modesto de la 
industria pesada, en comparación con la reducción de emi-
siones lograda por el sector energético. Ello se ha debido, 
en buena parte, a que la primera se ha beneficiado de la 
proliferación de “permisos gratuitos de emisión”. Como 
se describirá más adelante, la supresión paulatina de estos 
permisos ha sido uno de los puntos clave de la reforma.

https://www.consilium.europa.eu/en/infographics/fit-for-55-eu-emissions-trading-system/
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La reforma del RCDE y la subida del precio 
del CO

2
. Un tratamiento especial  

para los colectivos más vulnerables

En general, la reforma aprobada en abril prevé un en-
durecimiento del régimen de comercio de derechos de 
emisión mediante una progresiva subida de los precios 
del CO2 y una disminución del número de permisos emi-
tidos en el mercado de emisiones.

La subida de los precios de CO2 se va a instrumenta-
lizar a través de una reducción de los límites máximos de 
emisión (cuotas) establecidos para los distintos sectores 
cubiertos por el RCDE. Estas reducciones progresivas de 
las cuotas ya venían dándose todos los años, pero ahora, 
con la reforma, el ritmo de reducción de las mismas va a 
acelerarse considerablemente. De esta forma, las empre-
sas afectadas cada vez podrán emitir menos cantidad de 
CO2 sin ser penalizadas.

Y es que la reforma busca que los precios del carbono 
se mantengan a un nivel lo suficientemente alto como 
para incentivar a las empresas a que contaminen menos. 
En este mismo sentido, unos precios del CO2 demasiado 
bajos no harían posible que las empresas que apues-
tan por nuevas tecnologías bajas en carbono pudieran 
competir con aquellas industrias más intensivas en CO2. 

En cualquier caso, la decisión que ha tomado la UE 
de endurecer el RCDE es políticamente arriesgada, sobre 
todo en un contexto como el inmediatamente posterior al 
estallido de la guerra de Ucrania, en el que los precios de 
la energía en Europa alcanzaron máximos históricos. Ac-
tualmente, estos precios han bajado, aunque habrá que 
seguir muy atentos a su volatilidad durante un tiempo. 
Actualmente, los precios del CO2 se encuentran en torno 
a los 100 euros por tonelada.

En cualquier caso, la citada situación de altos precios 
obligó a la introducción de ciertas modificaciones durante 
las negociaciones, con el objeto de amortiguar el impacto 
de la reforma del RCDE sobre los colectivos más vulnerables.

En primer lugar, se establecen mercados del carbono 
separados y menos exigentes para sectores socialmente 
más sensibles, como el de la edificación y el transporte 

por carretera. En segundo lugar, para minimizar también 
las consecuencias negativas sobre los colectivos más vul-
nerables, se crea un nuevo Fondo Social para el Clima. 
El monto de este fondo ascenderá a 86 700 millones de 
euros y tendrá que estar destinado a la compensación 
de los hogares con rentas bajas y de las pymes por el 
aumento en los precios del carbono que les va a causar 
la modificación legislativa.

Así y todo, la limitación de los precios de la ener-
gía debería provenir principalmente de una reforma 
estructural de un mercado eléctrico europeo que ha 
producido serias ineficiencias en lo peor de la crisis. 
Esta medida tendría una incidencia mayor sobre el 
precio de la energía y, a diferencia de lo que ocurriría 
si debilitásemos el RCDE, no compromete la consecu-
ción de los objetivos de descarbonización. Tampoco 
pondría en peligro el fortalecimiento de una autonomía 
energética europea, mediante la que se persigue una 
menor dependencia de la UE de las importaciones de 
los combustibles fósiles.

La extensión del RCDE a nuevos sectores

La reforma del RCDE recientemente aprobada supondrá 
una extensión del mercado de emisiones a nuevos sec-
tores hasta ahora exentos del mismo, como el transporte 
marítimo, la construcción o el transporte por carretera. De 
esta forma, prácticamente todos los sectores con mayo-
res emisiones van a estar cubiertos por el RCDE.

Ahora bien, para la construcción y el transporte por 
carretera, la reforma crea un mercado de derechos de 
emisión, distinto y separado del general (RCDE II). Son 
sectores respecto a los que existe una especial sensibili-
dad social, dado que afectan directamente a la vida de 
los ciudadanos. De ahí que este régimen especial prevea 
unos precios del carbono más bajos y unos plazos de 
puesta en marcha más largos. EL RCDE II no se aplicará 
hasta el 2027 o, incluso, hasta el 2028, en el caso de que 
se produjera una subida abrupta del precio del carbono 
superior a 45 euros por tonelada.
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Pero la aplicación de estas salvaguardas no puede 
hacer olvidar que el potencial de disminución de las emi-
siones de estos dos sectores es muy amplio. El sector de 
los edificios es responsable directa o indirectamente del 
36% de las emisiones de gases de efecto invernadero 
relacionadas con la energía en la UE y representa más 
del 34% de la demanda de energía en el mundo, según 
datos de la ONU. El transporte por carretera, por su parte, 
es responsable de una quinta parte de las emisiones de 
CO2 en la UE.

Por otro lado, la reforma incorpora al sector del 
transporte marítimo al mercado de emisiones general 
(RCDE I) a partir del 2024. Hay que tener en cuenta que 
las emisiones de este sector son ahora más elevadas 
que en 1990. 

Por último, el sector del transporte aéreo, aunque ya 
incluido en el RCDE I desde hace 15 años, va a ver su 
régimen endurecido con la reforma, dado su alto poten-
cial de generar emisiones contaminantes. En concreto, 
se eliminará progresivamente los derechos gratuitos de 
emisión concedidos en este sector hasta su completa 
supresión antes del 2026. También se promocionará el 
uso de combustibles sostenibles en el transporte aéreo.

La supresión de los derechos de emisión 
gratuitos

Este punto de la eliminación progresiva de los derechos 
de emisión gratuitos ha sido una de las claves en las 
negociaciones interinstitucionales que han precedido 
la reforma del RCDE. Esta ha previsto finalmente que 
dicho proceso empiece a partir de octubre de 2023, se 
llegue a una reducción a casi la mitad de estos permisos 
en 2030 y a su supresión total en 2034. El sector de la 
aviación, como se ha visto, tiene un ritmo de reducción 
más exigente.

Gracias al disfrute de estos derechos gratuitos, cier-
tos sectores de la industria han podido evitar, desde que 
se instauró el mercado europeo de emisiones en 2005, 
el pago de precio alguno por la emisión de CO2. No cabe 

duda de que proliferación de los mismos ha constituido 
un obstáculo importante en el avance deseado hacia los 
objetivos de descarbonización de la UE.

Bien es cierto que la atribución de derechos de 
emisión gratuita fue concebida, en principio, como un 
elemento de protección frente al fenómeno de la “fuga 
de carbono”, es decir, ante el riesgo de deslocalización 
de la producción europea hacia países con políticas am-
bientales más laxas.

En efecto, el aumento de la ambición climática que 
supuso la introducción del RCDE hizo que ciertas em-
presas europeas sometidas a este régimen se viesen 
tentadas de trasladar su producción a jurisdicciones sin 
precio al carbono alguno (o con un precio más bajo), 
rebajando así los costes energéticos que soportan. La 
fuga de carbono, además de causar un perjuicio directo 
a la economía de la UE, provoca que ciertos procesos 
productivos, en lugar de volverse más limpios, simple-
mente se trasfieran fuera del territorio europeo, burlando 
así los esfuerzos climáticos previstos en la legislación 
comunitaria.

En este sentido, con la concesión de derechos gratui-
tos de emisión se pretendió otorgar un tiempo de adap-
tación a los productores, importadores y comerciantes de 
los sectores más en riego de fuga de carbono, en razón a 
su alta intensidad energética o a su especial exposición 
comercial. Pero la prolongación de estos permisos gratui-
tos hasta nuestros días también ha tenido mucho que ver 
con la eficaz acción de lobby de los sectores beneficiados 
en perpetuar esta excepcionalidad.

El Mecanismo de Ajuste en Frontera 
por Carbono, una poderosa herramienta 
geopolítica de la UE al servicio  
de los objetivos climáticos

El Mecanismo de Ajuste en Frontera por Carbono (CBAM, 
por sus siglas en inglés, Carbon Border Adjustment Me-
chanismes) es uno de los elementos más destacados 
de la legislación climática aprobada en abril, con im-
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portantes repercusiones geopolíticas y en el comercio 
internacional. La función de protección contra la fuga del 
carbono, que hasta ahora habían venido desempeñando 
los permisos gratuitos de emisión, irá ahora progresiva-
mente corriendo a cargo del CBAM.

Sin embargo, a diferencia de tales derechos gratuitos, 
el CBAM no va a suponer un freno en el ritmo de des-
carbonización de la UE. Lejos de ello, como se verá, este 
arancel va a constituir un revulsivo importante para que 
otras regiones del mundo eleven su ambición climática a 
los niveles necesarios para contribuir eficazmente a la con-
secución de las metas climáticas globalmente acordadas. 

Funcionamiento del CBAM

El CBAM funcionará como un gravamen a las importa-
ciones de productos intensivos en carbono que hayan 
sido fabricados fuera de la UE. Será abonado por el im-
portador en frontera, es decir, en el momento en que sus 
productos quieran acceder al mercado interior.

El pago del arancel tendrá lugar a través de la com-
pra de certificados. Su importe dependerá del contenido 
de carbono de los bienes importados, y tomará como 
referencia el precio del carbono que pagan los produc-
tores comunitarios por esos mismos bienes, en virtud 
del sistema europeo de derechos de emisión que se les 
aplica. Concretamente, el precio de los certificados será 
calculado en función de la media semanal del precio de 
las subastas de los derechos de emisión.

En el caso de que los productos manufacturados en 
sus países de origen hayan pagado precios al carbono 
más bajos que los que hubieran pagado las empresas 
comunitarias sometidas al RCDE, se haría igualmente 
necesaria la compra de los referidos certificados para 
abonar la diferencia. 

Con el CBAM, pues, las importaciones van a ser gra-
vadas de tal forma que el coste de producir el mismo pro-
ducto dentro y fuera de la UE sea el mismo, en lo que a la 
contaminación por emisiones se refiere. Se iguala también 
el precio del carbono de los productos adquiridos por los 

europeos en el mercado interior, independientemente de 
que estos hayan sido fabricados dentro o fuera de la UE.

En definitiva, el CBAM va a servir para establecer unas 
condiciones justas de competencia entre productores intra y 
extracomunitarios. Con este nuevo instrumento se impedirá 
que una mayor ambición climática de la UE se traduzca en 
una desventaja competitiva para las empresas europeas 
con relación a sus competidoras de Estados terceros. 

Fases de implantación del CBAM

EL CBAM tiene previsto empezar a aplicarse a partir del 
2026 a una serie limitada de productos, especialmente 
vulnerables al riesgo de fuga de carbono. Se trata, del 
cemento, el acero, el aluminio, los fertilizantes, la electri-
cidad y el hidrógeno. La idea es que, antes de 2034, el 
Arancel en Frontera acabe extendiéndose a los mismos 
productos intensivos en CO2 que, internamente, están 
sometidos al régimen europeo de derechos de emisión. 

Pero la primera etapa prevista por la recién aprobada 
reforma de la UE es el establecimiento de un período 
transitorio, entre octubre 2023 y diciembre 2025. Du-
rante el mismo, los importadores habrán de obtener una 
autorización de la UE antes de empezar a comprar los 
certificados por sus emisiones en carbono.

En esta fase preliminar, las obligaciones del importa-
dor se limitarán a proporcionar datos sobre sus emisio-
nes. Se trata de conceder un tiempo para que los socios 
comerciales de Europa y las empresas importadoras afec-
tadas por el CBAM puedan negociar con las autorida-
des comunitarias y desarrollar metodologías para medir 
y certificar las emisiones de sus procesos productivos.

EL CBAM y el respeto a las normas  
de la Organización Mundial del Comercio

En principio, la introducción del CBAM no va a suponer 
un desafío a las normas de la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) relativas a discriminación comercial. 
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Como se ha señalado anteriormente, este arancel pre-
tende aplicar a los productos importados unos precios 
de carbono equivalentes a aquéllos pagados por los pro-
ductos europeos, de tal manera que el coste soportado 
por ambos tipos de producto sea el mismo.

No ocurre lo mismo con la nueva ley climática de EE. 
UU, la llamada Ley para la Reducción para la Inflación, que 
otorga, a través de la concesión selectiva de subvenciones 
y beneficios fiscales a su industria verde, un tratamiento 
“preferencial” a la producción local frente a la producción 
de bienes importados (local content requirements).

Es verdad que, para evitar todo riesgo de violación de 
las normas de la OMC por parte de la UE, es importante 
que la introducción del CBAM avance en paralelo a la 
retirada de las concesiones gratuitas de derechos de emi-
sión en favor de ciertos sectores industriales europeos. 

En este punto hay que recordar que la reforma apro-
bada en abril ha previsto que la supresión progresiva de 
los permisos gratuitos empiece en octubre de 2023 y se 
culmine en 2034. Hubiera sido deseable una eliminación 
más rápida de aquéllos para evitar cualquier falta de sin-
cronía en el proceso arriba descrito.

Es importante resaltar que el CBAM y los derechos 
gratuitos de emisión no pueden coexistir respecto de un 
mismo tipo de productos en ningún momento. Ello sería 
tanto como exigir a los productores extracomunitarios 
un precio al carbono, mientras que se exime del pago 
del mismo a la industria europea. En ese caso, nos en-
contraríamos ante un claro supuesto de discriminación 
comercial contrario a las normas de la OMC. 

El CBAM como instrumento clave  
de la dimensión exterior del Pacto Verde 
Europeo de cara a aumentar  
los estándares medioambientales globales

Otra prueba de que el CBAM no es intrínsecamente 
discriminatorio ni proteccionista reside en el objetivo 
principal que persigue. Este no es el de proteger a los 
productores nacionales, ni siquiera el de obtener recursos 

públicos adicionales, sino incentivar a los Estados terce-
ros a que aumenten su ambición climática, en línea con 
los objetivos acordados internacionalmente. 

De hecho, para la UE lo ideal sería que el CBAM 
acabe por no tener que pagarse. Ello significaría que 
las otras partes del mundo han establecido unos pre-
cios al carbono equivalentes a los europeos y que, por 
consiguiente, se han “inmunizado” a la aplicación del 
CBAM. En este sentido, ya hay cincuenta naciones que 
han adoptado mercados domésticos de carbono simila-
res al europeo y otros veintitrés que están considerando 
hacerlo.

Otra posibilidad para evitar el arancel es que el país 
en cuestión esté utilizando un método distinto al de poner 
precios al carbono, pero igualmente efectivo a la hora de 
cumplir los objetivos internacionales de descarbonización. 

En cualquier caso, los altos estándares que la UE se ha 
autoimpuesto, especialmente tras la reforma aprobada en 
abril, legitiman a Europa para lanzar una fuerte señal al 
resto del mundo sobre la necesidad urgente de aumentar 
la ambición de las políticas ambientales nacionales, y así 
poder hacer frente a la creciente emergencia climática. 
Además, el promover una tarificación del carbono a nivel 
mundial contribuirá decisivamente a la financiación de 
las políticas climáticas, como ha señalado la presidenta 
de la Comisión en la Cumbre de París de junio de 2023.

Y es aquí donde el papel del CBAM se vuelve clave, 
ya que está diseñado para estimular la acción climática 
de sus socios comerciales. En este sentido, el CBAM cons-
tituye un poderoso instrumento geopolítico expresión del 
cada vez más importante poder regulatorio de la UE en 
el mundo.

Efectivamente, Europa condiciona con este mecanis-
mo en frontera el acceso a su potente mercado interior a 
que las empresas de terceros países cumplan con unos 
estándares medioambientales que la UE ha definido tam-
bién para sus propios productores. De esta manera, si los 
importadores desean mantener un acceso competitivo al 
mercado único, y no ser penalizados con este arancel, se 
van a ver obligados a innovar y a reducir las emisiones 
generadas en sus procesos de producción.
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El CBAM se convierte así en una pata esencial de 
lo que se ha venido a llamar la dimensión externa del 
Pacto Verde Europeo. La UE es consciente de que por sí 
sola no va a ser capaz de lograr los objetivos climáticos 
globales, pues únicamente representa el 9% de las emi-
siones de efecto invernadero en el mundo. De ahí que 
tenga que desplegar toda una estrategia para alentar a 
los otros países a impulsar políticas de descarbonización 
suficientemente exigentes.

Bien es cierto que el CBAM debe verse acompañado 
de otras medidas de diplomacia climática que tengan en 
cuenta tanto el contexto geopolítico, como las dificulta-
des que pueda conllevar su aplicación en otros países. 
En este sentido, la UE debe actuar como un socio cons-
tructivo mediante el establecimiento de alianzas verdes 
con sus socios comerciales.

A este respecto, la UE debería otorgar un tratamiento 
especial a los países en vías en desarrollo para que la 
aplicación del CBAM no suponga para ellos dificultades 
insalvables a la hora de exportar sus productos al Mer-
cado interior. Las ayudas financieras que la UE concede 
en el marco de su política de cooperación desempeñarían 
en este punto un papel importante.

En definitiva, queda por ver, ahora que se acerca el 
momento de su aplicación, si el efecto producido por 
la introducción del CBAM es el de una reducción sig-
nificativa en las emisiones a nivel global. El riesgo que 
existe es que, en vez de incentivar una profundización 
en la descarbonización de los socios comerciales de la 
UE, el CBAM lleve a una segregación de los mercados 
internacionales e, incluso, al inicio de una serie de gue-
rras comerciales. En el peor de los casos, algunos países 
podrían considerar que exportar a la UE se va a volver 
con este nuevo arancel demasiado costoso para su in-
dustria, y apuesten por dirigirse a otros mercados menos 
exigentes medioambientalmente.

El tiempo dirá si esta innovadora apuesta que re-
presenta el CBAM lleva a un círculo virtuoso en la lucha 
contra el cambio climático o si, por el contrario, añade 
una contienda más a la ya delicada situación actual del 
comercio internacional. 

Propuestas

	− La totalidad de las propuestas legislativas con-
tenidas en el paquete “Objetivo 55”, que desa-
rrollan las políticas previstas en el Pacto Verde 
Europeo y aumentan la ambición climática de la 
UE de aquí a 2030, deben ser rápidamente apro-
badas por los Estados miembros y alcanzar su 
pleno potencial.

	− Deben ser especialmente respetados por los países 
europeos los plazos de implantación de dos medi-
das climáticas clave aprobadas por la UE en 2023: 
(i) la reforma del régimen europeo de derechos de 
emisión, que acelera el ritmo de reducción de las emi-
siones de gases de efecto invernadero en territorio 
comunitario y hace pagar más a las empresas por 
su contaminación en CO2; (ii) la introducción de un 
arancel en frontera al carbono, para los importadores 
de Estados terceros con el fin de que el aumento 
de los precios del carbono asociados a la reforma 
anterior no penalice la competitividad global de los 
productores comunitarios, ni provoque una huida de 
estos a territorios con estándares medioambientales 
más laxos.

Abreviaturas

	− CBAM: Carbon Border Adjustment Mechanismes 
(Mecanismo de Ajuste en Frontera por Carbono).

	− COP: Conferencia de las Partes.
	− GEI: gases de efectos invernadero.
	− IPCC: Grupo Intergubernamental de Expertos sobre 

el Cambio Climático.
	− OMC: Organización Mundial del Comercio.
	− PVE: Pacto Verde Europeo.
	− RCDE: Régimen de comercio de derechos de emisión.
	− UE: Unión Europea.
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la gran evasión (La Catarata, 2016); también ha di-
rigido junto a D. Lucio Pegoraro y D. Marcos Massó  
Derecho constitucional comparado (Tirant Lo Blanc, 
2017), así como Lecciones de Derecho Constitucional 
de España y de la Unión Europea (Tirant Lo Blanch, 
2018).

Elena Muñoz Martínez es Coordinadora Estatal del 
Servicio Jurídico de la Comisión Española de Ayuda al 
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Madrid, es abogada especializada en Derecho de Asi-
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FES, entre ellos, jefa de departamento en la sede central 
en Berlín (Alemania), representante de país y directo-
ra ejecutiva en Santiago de Chile (Chile), Nueva Delhi  
(India), Erfurt/Thüringen (Alemania) y Estambul (Tur-
quía). Después de estudiar ciencias políticas, estudios 
regionales, filosofía y geografía en la Universidad Libre 
de Berlín, la Universitá di Urbino (Italia) y la Universidad 
de Hamburgo, se licenció en Ciencias Políticas con un 
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su formación con un programa de posgrado vocacio-
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•   El estado de la Unión Europea 2011. 
El año de la gran prueba

•   El estado de la Unión Europea 2013. 
El fracaso de la austeridad

•   El estado de la Unión Europea 2014. 
La ciudadanía en tiempo de crisis

•   El estado de la Unión Europea 2015. 
Nueva legislatura: 11 desafíos de Europa

•   El estado de la Unión Europea 2016. 
La encrucijada política de Europa

•   El estado de la Unión Europea 2017. 
Relanzar Europa

•   El estado de la Unión Europea 2018. 
Los Estados europeos ante las reformas de la Unión

•   El estado de la Unión Europea 2019. 
El Parlamento Europeo ante unas elecciones  
trascendentales

 

El Informe sobre el estado de la Unión Europea, que cada año realizan dos fundaciones 
europeas –la alemana Friedrich-Ebert-Stiftung y la española Fundación Alternativas–, es 
en este 2020 verdaderamente especial. Nunca había vivido la Unión un momento en 
el que se produjesen simultáneamente dos grandes crisis, sanitaria y económica, de la 
magnitud de las que ha desencadenado la pandemia del coronavirus. A ellas hay que 
añadir otra crisis, política, la del Brexit, la primera vez que un Estado miembro decide 
salir de la Unión Europea. 

La explosión de la covid-19 no tiene precedentes, en la vida del proyecto europeo –ni del 
planeta, nos atrevemos a decir–. Las consecuencias humanitarias han sido y están siendo 
dramáticas, y las sociedades y Gobiernos se muestran desprovistos de instrumentos para 
combatirlas. Hay una gran incertidumbre después de un millón de muertos por el virus, y de 
una crisis económica que pone a las decisiones políticas ante la deuda hamletiana entre 
salud o economía. Dilema falso, porque si no hay salud la economía se derrumba. Pero 
algunos gobernantes se dejan arrastrar por las exigencias productivas, teniendo que rectifi-
car en muchas ocasiones ante las nuevas oleadas de la pandemia.

En este informe está presente este hecho, pero no lo monopoliza. Como siempre, estu-
diamos el estado de la Unión desde sus diferentes perspectivas. 

De todo este análisis, nos queda claro que solo una Unión integrada podrá luchar con-
tra una pandemia trágica que los habitantes de Europa nunca habíamos conocido.

Son tiempos emocionantes para  los entusiastas de  la Unión Europea:  la Unión  tiene 
ahora la oportunidad de hacer frente a los desafíos del siglo XXI y de llevar a cabo la 
necesaria transformación estructural de su economía hacia una mayor sostenibilidad, 
inclusión y facultad de adaptación. 

Si tiene éxito, la Unión Europea saldrá reforzada, tanto a nivel interno como externo, 
mostrándose más fuerte y soberana como actor global, al mismo tiempo que consolida-
da y solidaria   a nivel interno. Se trata ciertamente de un desafío colosal, pero también 
de una grandísima oportunidad.

Dirección: Diego López Garrido
Coordinación: María Pallares
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EL ESTADO 
DE LA UNIÓN EUROPEA
La Unión frente a la tormenta 
perfecta

2020

Fundación Alternativas

La Fundación Alternativas,  fundada en 1997 con voluntad de 
configurarse como cauce de incidencia y reflexión política, social 
y cultural en España y su entorno europeo, es hoy un lugar indis-
cutible de encuentro y elaboración de ideas y propuestas.

La Fundación consta de varias áreas de trabajo: el Laboratorio 
de  Alternativas,  el Observatorio  de Cultura  y  Comunicación, 
Estudios de Progreso y el Observatorio de Política Exterior, que 
centra su análisis en la política exterior y su seguimiento a nivel 
europeo e internacional.

El objetivo central de los impulsores de este proyecto, en el que 
participan  los autores más dinámicos y avanzados de nuestra 
sociedad, ha sido y sigue siendo el análisis y la definición de 
nuevas ideas en el marco de la mundialización creciente que vi-
vimos. Unas ideas que pretenden abarcar las políticas públicas 
desde un enfoque nacional, así como europeo y global, y ser 
incorporadas en la toma de decisiones de los Gobiernos, parti-
dos políticos y otros actores económicos y sociales.

En definitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad 
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin fines de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.

La FES está comprometida con los principios y valores básicos de 
la  democracia  social  y  su misión  se  puede  resumir  en  cuatro 
conceptos fundamentales: cultura democrática, innovación y par-
ticipación, cohesión social y globalización solidaria.

Estos principios y valores orientan el trabajo de la FES, tanto en 
Alemania y en Europa occidental y oriental, como en el mundo 
entero. Actualmente,  la Fundación  tiene más de 100 oficinas, 
repartidas en África, América, Asia y Europa.

La  Fundación  estableció  su  delegación  en  España  en  1975. 
Durante varias décadas, su labor en el país estaba dirigida prin-
cipalmente a la consolidación de la democracia y del Estado de 
derecho. Hoy en día, el trabajo se centra en la promoción del 
diálogo sobre política económica y social, y sobre política exte-
rior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e interna-
cional.

EL ESTADO
DE LA UNIÓN EUROPEA
Ante una nueva legislatura 
europea
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El año 2023 ha vuelto a demostrar lo importante que es la unidad de Europa. Incluso 
–y especialmente– tras el ataque a Ucrania en violación del Derecho internacional, la 
Unión Europea (UE) es la respuesta más contundente a las amenazas actuales y más que 
nunca la promesa común para un futuro mejor en el siglo XXI. En un contexto internacional 
multipolar y de creciente rivalidad entre potencias, hacer frente a múltiples crisis como 
la guerra, el cambio climático, la desigualdad social y el ascenso de los populismos re-
presenta el mayor reto al que se ha enfrentado la UE desde su fundación. La ciudadanía 
europea votará en mayo de 2024 la composición del Parlamento Europeo. Al hacerlo, 
decidirá las prioridades políticas de la UE y su capacidad de actuación. Es mucho lo 
que está en juego.

Fundación Alternativas

La Fundación Alternativas, fundada en 1997 con voluntad de 
con� gurarse como cauce de incidencia y re� exión política, social 
y cultural en España y su entorno europeo, es hoy un lugar indis-
cutible de encuentro y elaboración de ideas y propuestas.

La Fundación consta de varias áreas de trabajo: el Laboratorio de 
Alternativas, el Observatorio de Cultura y Comunicación, Estudios 
de Progreso y el Observatorio de Política Exterior, que centra su 
análisis en la política exterior y su seguimiento a nivel europeo e 
internacional.

El objetivo central de los impulsores de este proyecto, en el que 
participan los autores más dinámicos y avanzados de nuestra 
sociedad, ha sido y sigue siendo el análisis y la de� nición de 
nuevas ideas en el marco de la mundialización creciente que 
vivimos. Unas ideas que pretenden abarcar las políticas públicas 
desde un enfoque nacional, así como europeo y global, y ser in-
corporadas en la toma de decisiones de los Gobiernos, partidos 
políticos y otros actores económicos y sociales.

En de� nitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad 
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin nes de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.

La FES está comprometida con los principios y valores básicos 
de la democracia social y su misión se puede resumir en cuatro 
conceptos fundamentales: cultura democrática, innovación y par-
ticipación, cohesión social y globalización solidaria.

Estos principios y valores orientan el trabajo de la FES, tanto en 
Alemania y en Europa occidental y oriental, como en el mundo 
entero. Actualmente, la Fundación tiene más de 100 o cinas, 
repartidas en África, América, Asia y Europa.

La Fundación estableció su delegación en España en 1975. Du-
rante varias décadas, su labor en el país estaba dirigida prin-
cipalmente a la consolidación de la democracia y del Estado 
de derecho. Hoy en día, el trabajo se centra en la promoción 
del diálogo sobre política económica y social, y sobre política 
exterior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e 
internacional.

•  El estado de la Unión Europea 2014. 
La ciudadanía en tiempo de crisis

•  El estado de la Unión Europea 2015. 
Nueva legislatura: 11 desafíos de Europa

•  El estado de la Unión Europea 2016. 
La encrucijada política de Europa

•  El estado de la Unión Europea 2017. 
Relanzar Europa

•  El estado de la Unión Europea 2018. 
Los Estados europeos ante las reformas de la Unión

•  El estado de la Unión Europea 2019. 
El Parlamento Europeo ante unas elecciones 
trascendentales

•  El estado de la Unión Europea 2020. 
La Unión Europea frente a la tormenta perfecta

•  El estado de la Unión Europea 2021. 
Europa en un periodo de transición

•  El estado de la Unión Europea 2022. 
Reformar Europa en tiempos de guerra MINISTERIO

DE ASUNTOS EXTERIORES, UNIÓN EUROPEA
Y COOPERACIÓN
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